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    Presentación al libro electrónico


    La oportunidad de actualizar un libro publicado seis años atrás, sin perder el sentido del original es un reto que nos planteamos al saber que podríamos transformar textos en papel a una versión electrónica. Si la primera edición (tradicional, por llamarla de alguna forma) se agotó y siguió siendo demandada, que en adelante, cualquier lector interesado, pueda tener acceso abierto al material, nos llena de satisfacción al comprobar que nuestra labor de investigadores se ve coronada con un contenido que, al paso de los años mantiene vigencia. Las autonomías indígenas fueron el tema que nos guió en un trabajo colectivo que nos volvió a convocar y al cual regresamos con la misma pasión que años atrás. No puedo dejar de mencionar que la presencia de Joaquín Sánchez Macgrégor, a pesar de su ausencia física, continúa como una brújula que nos permite mantener el rumbo. Por ello voy a cerrar con algunas ideas que expresara en 1994 y que, conservan gran valor y esa luz de esperanza que en buena medida es razón de nuestras inquietudes:


    “El nombre de indianidades quiere aludir a un sustrato cultural no perdido del todo. La heredarían, así sea en forma ambigua, las etnias contemporáneas de los tres continentes, en cuyo caso, al optar por estas tradiciones de sabiduría y eficacia probadas, se salvarían, en primer lugar, y, en segundo lugar, se rescataría a los indígenas salvándonos, de paso, a nosotros mismos. Piénsese, v. gr., en la multitud de crisis que agobian a la sociedad actual en todas las esferas del existir cotidiano. En el campo de la salud, por ejemplo, la práctica médica abusiva de los antibióticos conduce, lógicamente, a su sustitución por los naturales. Medicina alternativa pues, como en tantos otros casos en que lo alternativo y la tecnología adecuada pueden sacarnos adelante, sin correr riesgos... Frente a la civilización del capital y el narcotráfico que forja al capitalista y al narcopoder, está la civilización del trabajo basada en las indianidades y los valores solidarios.”1


    No me resta sino agradecer a la DGAPA de la UNAM por su apoyo para la realización de este libro electrónico y su posterior difusión.


    


    La editora

    


    
      
        1 Joaquín Sánchez Macgrégor, “¿Qué significan ahora las indianidades?, en Cuadernos Americanos, Nueva época, año VIII, volumen 5, número 47, septiembre-octubre 1994, UNAM, México, pp. 106-107

      

    

  


  
    Presentación


    Como resultado de un proyecto de investigación colectivo surge esta publicación. En los últimos meses del año de 2006, con una situación política cambiante y en ebullición en México, Joaquín Sánchez Macgrégor, Jesús Serna y yo nos reuníamos frecuentemente para comentar los recientes y variables acontecimientos. De ahí surgió la propuesta de Joaquín de presentar un proyecto de investigación a la Dirección General de Asuntos del Personal Académico (DGAPA) de nuestra universidad para profundizar en el análisis del México cambiante durante los dos siguientes años. Una idea giraba en torno a las demás y era la posibilidad real de visualizar y comprender los movimientos sociales emergentes que, parecía, propiciarían un cambio en el país. Elementos teníamos de sobra para contemplar y reflexionar día a día. El controvertido proceso electoral y sus consecuencias, la propuesta zapatista de lanzar la otra campaña al margen de las elecciones, otras fuerzas políticas actuantes como la asamblea popular en Oaxaca así como la ya en esos momentos menguada resistencia de Atenco. En todo este devenir social, otro elemento nos parecía fundamental y era el referente al medio ambiente, las consecuencias palpables del cambio climático y la inevitable catástrofe ecológica. Para el maestro Joaquín sólo los indígenas de América Latina ofrecían una alternativa viable ante este desastre natural. Así fue que frente a todos estos temas que nos inquietaban, decidimos concretar un proyecto viable de investigación colectiva.


    Comenzamos a buscar lo nuevo en los movimientos sociales mexicanos de los últimos años. Qué había cambiado y qué permanecía, qué enseñanzas podíamos extraer de los acontecimientos recientes que aparentemente nos presentaban situaciones inéditas a partir de un referente obligado: los indígenas y la irrupción zapatista. Sólo que en el 2006, año coyuntural, no todo giraba en torno a las ideas surgidas desde las montañas del sureste, otros acontecimientos que parecían contrapuestos también contaban con fuerte arraigo en la sociedad y parecían alternativa frente a la desazón imperante.


    Entre toda esta cascada de proposiciones, pensamos que una idea central era comprender las propuestas indígenas en nuestro país, dado el protagonismo que estaban ganando en las últimas décadas, así como su posibilidad real de representar una alternativa frente a la depredación de la naturaleza y a la ya ampliamente conocida crisis del sistema capitalista global. A la par de la alternativa zapatista surgida una década atrás, existían otras fuerzas que con vida propia nos invitaban a comprenderlas más de cerca para entender su perspectiva en un México versátil. La propuesta de Sánchez Macgrégor fue muy atractiva: realicemos un análisis de coyuntura dividido en dos grandes ramas. Por un lado, entendamos este México del 2006 como un contexto donde diversas fuerzas emergentes están brotando por doquier, producto de una situación de descontento generalizado que podrían incorporar en su seno a otros sectores de la población. Fuerzas, que como ondas expansivas tocan y modifican a la sociedad.


    El proyecto quedó registrado con el siguiente nombre: México 2006-2007 aspectos estructurales y coyunturales de las fuerzas emergentes. Estas fuerzas son vistas como proyectos de izquierda y en ellas están incluidos los movimientos surgidos o emergidos a partir de: Andrés Manuel López Obrador como el candidato de una autoproclamada izquierda nacional, con una fuerte base social y con reales posibilidades de asumir la presidencia. Había sobrevivido los obstáculos que el poder oficial le fue poniendo para evitar que lanzara su candidatura y el apoyo recibido a su propuesta electoral rebasaba con creces las aspiraciones de muchos políticos. El resultado electoral generó la que llamamos la primera onda expansiva.


    Pero desde la izquierda otra propuesta cobraba forma y se oponía a la anterior. Sin ser nueva, la alternativa zapatista en este proceso electoral era contrapuesta a López Obrador y al autoproclamarse como la otra campaña, también generó un amplio respaldo. Esta fue la segunda ola expansiva.


    La tercera también la encontramos en el sur del país, en Oaxaca, que por su parte se miraba como un estado sitiado y con una ingobernabilidad palpable pero que compartía con las anteriores el haber ampliado sus horizontes. Fuerzas de lo más diversas se aglutinaron en la asamblea popular como forma de organización que fue engrosando la protesta social.


    Resumiendo esta primera parte de las fuerzas emergentes: la generada por López Obrador en el contexto del presunto fraude electoral, la llamada zapatista de la otra campaña y la fuerza que la Asamblea Popular de los Pueblos de Oaxaca (APPO) como movimiento social estaba generando. Esta primera parte tendría como eje un análisis coyuntural dado lo cambiante de la situación política. Sería el maestro Joaquín quien la asumía como su responsabilidad.


    A la par, manteníamos en pie los otros elementos que nos atraían en este mismo contexto emergente. Las propuestas indígenas de autonomía y la idea de las comunidades indígenas de contar ya no sólo con la educación elemental bilingüe sino también con universidades con características diferentes a las existentes, donde la diversidad fuese un eje en torno al cual se estructuraran otras temáticas como el respeto al medio ambiente, entre muchas más. Frente a la propuesta oficial de las universidades primero llamadas indígenas y después interculturales, nos interesaba rescatar la propia idea de universidad indígena que se daba en México y otros lugares de América Latina como Bolivia. Esta segunda parte fue mi responsabilidad.


    Al proyecto se incorporaron alumnos de posgrado y licenciatura en estudios latinoamericanos con sus respectivas inquietudes e investigaciones en marcha. Como uno de los objetivos logrados en estos dos años podemos afirmar que la formación de alumnos es una de las metas cumplidas en este lapso. Varios de los trabajos que se incorporan en este libro son resultado de los progresos de estudiantes, jóvenes e inquietos que durante casi dos años han ido avanzando para consolidar sus estudios y sus perspectivas de análisis.


    Logramos realizar estancias de investigación en las regiones que nos propusimos ahondar y tener un acercamiento a los procesos. El trabajo de campo a Michoacán, Guerrero, Oaxaca y Chiapas fue muy enriquecedor y no habría sido posible sin el apoyo de la DGAPA, tanto las becas como los viáticos fueron invaluables en el transcurso de los dos años. Asimismo respondimos a la convocatoria zapatista en Chiapas del segundo encuentro de los pueblos zapatistas con los pueblos del mundo del 21 al 31 de junio de 2007 y al primer encuentro de los pueblos indígenas de América en Vicam, Sonora en octubre del mismo año.


    Otro de los objetivos de este proyecto, a la par de la reflexión teórica, era recuperar la experiencia de los sujetos sociales a partir de sus propias ideas, de sus propias palabras y experiencias. Esto nos llevó a tener un acercamiento con gente que se encuentra vinculada de una u otra manera con procesos de autonomía indígena y a entablar conversaciones con líderes y militantes. De allí surgió un material muy rico que retomamos en la presente publicación, pero que dada su calidad e importancia, decidimos darle mayor difusión y forma parte de otro libro al cual titulamos Testimonios de autonomía y resistencia que aparececió en esta misma editorial.


    No todo marchó como lo planeamos. La repentina muerte de nuestro maestro en marzo de 2008, cuando apenas concluimos el primer año de trabajo conjunto, nos llevó a reencauzar el proyecto modificando algunos elementos pero dejando intactos otros en aras de cumplir las metas. Tuvimos que renunciar al análisis de coyuntura para centrarnos en las propuestas indígenas de autonomía. Es por ello que este libro presenta varias experiencias autonómicas indígenas y dos reflexiones en torno a algunas de las universidades indias. El volumen está integrado, partiendo de lo general a lo particular, con dos trabajos sobre Bolivia, el primer capítulo es de Pablo Mamani sobre su propia lucha para conseguir una universidad para los indios bolivianos ante la oposición estatal (antes de Evo Morales). La propuesta curricular, la planta de profesores y el significado indígena en la educación conforman esta reflexión que parte de lo individual pero se presenta como colectiva. Originalmente Mamani ofreció este trabajo como conferencia en la UNAM sobre la experiencia india en la universidad de El Alto y ésta se transformó en el texto que aparece en el presente volumen.


    El segundo artículo escrito por Flavio Barbosa mira a la autonomía desde dos perspectivas latinoamericanas, Bolivia y Chiapas. Es un texto de acercamiento al caso zapatista en México y al boliviano, que ilustran cómo la emergencia india de la década de los noventa significó la creación de diversas configuraciones autonómicas, antagónicas, pensadas desde los casos estudiados. Se muestra la forma en que ambos planteamientos fueron resultado de los procesos de reforma estructural en los ochenta y del impacto y oposición que las comunidades indias emprendieron para luchar contra ellos. Si para el primer caso, la autonomía significa la socialización de los poderes re-apropiados, para el segundo, fue una demanda surgida desde las elites, cuya finalidad es el mantenimiento de un sistema de dominio, contra el cual lucha el Estado boliviano, ahora, en manos de un sector indio. Todo ello permite entender la autonomía como un espacio de retos y desafíos, pero a la vez, de grandes confrontaciones.


    Jesús Serna presenta los elementos que caracterizan el tipo de autonomía que se está construyendo en Chiapas por las comunidades indígenas zapatistas. Se trata de un recorrido que describe de manera sucinta en qué consisten los llamados “Caracoles” zapatistas, las “Juntas de Buen Gobierno”, y los Municipios Autónomos Zapatistas (MAREZ).


    Reflexionar sobre el municipio indígena es el objetivo de Yacotzin Bravo. La figura de municipio indígena no se limita al número de personas indígenas que vive en ellos, sino a los niveles supracomunales de gobierno que los pueblos y comunidades indígenas construyen en ejercicio de su derecho a la autonomía. El municipio indígena, de manera general, se constituye mediante la apropiación de la figura legal del municipio libre, conforme su propia forma de organización política y normativa como es el caso de San Juan Cotzocón de la región Mixe en el estado de Oaxaca o a través de los municipios cuya creación, organización, funcionamiento, son determinadas desde los propios pueblos y comunidades que los crean al margen de la ley del Estado, como es el caso de los Municipios Autónomos Rebeldes Zapatistas en Chiapas. Bravo visualiza realidades que ayudan a comprender los alcances, limitaciones y ausencias de la estructura de gobierno, y de su marco jurídico vigente.


    Más adelante yo recapitulo sobre la experiencia organizativa triqui y las grandes dificultades que este grupo ha debido afrontar en la lucha por la reivindicación de sus derechos. El tránsito de una organización política y combativa que fue diezmada por el poder estatal y caciquil. La autonomía de los triquis de San Juan Copala investigada tanto en libros como publicaciones periódicas, es enriquecida con una visita a la región, recoge una añorada propuesta indígena de luchar por la paz y con ella como marco, alcanzar finalmente la restitución de sus tierras y la posibilidad de aprovechar sus recursos naturales. La violencia en Oaxaca orquestada por el poder caciquil y gubernamental ha cobrado muchas vidas a los indios triquis quienes por el camino de la organización y el deslinde de los partidos políticos tradicionales, buscan en la declaración y en la práctica de la autonomía, ejercer una justicia largamente negada. La lucha triqui es profunda y la declaratoria de autonomía es muy reciente, conocer este proceso y darle seguimiento es otro de los aportes de esta investigación.


    El estado de Guerrero es estudiado por Enrique Victoria, quien nos habla de la demanda no escuchada de autonomía y cómo algunos grupos indígenas la han ejercido vía los hechos, lo que los convierte en víctimas de la represión acompañada de la impunidad. En concreto, se centra en tres experiencias de facto en la región: la Universidad Intercultural de los pueblos del Sur, la Radio Ñomndaa y la Policía Comunitaria, como prácticas en las que aprendemos que los pueblos indios tienen una propuesta para cambiar su situación marginal, hecho que los gobernantes y el resto de la sociedad no debe soslayar.


    A lo largo del siglo XX, la región de la meseta p’urhépecha y la laguna, han estado envueltas en conflictos por la posesión de la tierra. Antonio Mejía parte de esta realidad para introducirnos a su estudio de autonomía. Afirma que existen dos tipos generales de conflictos: entre comunidades vecinas ocasionados por la tergiversación de los límites y entre la comunidad y los caciques o los inversionistas foráneos que buscan aprovechar los recursos naturales. La intervención del gobierno se reduce a apaciguar los conflictos destinando recursos o cargos públicos en las comunidades, como consecuencia de esto, la población se ha organizado dentro del movimiento indígena nacional buscando la defensa de la tierra y cambiar las condiciones históricas de marginalidad y pobreza. A partir del levantamiento zapatista, el reconocimiento constitucional de ser sujetos de derecho público y por ende la legalización del derecho a la autonomía han sido las demandas principales del movimiento y hoy día busca construir la autonomía en los hechos, tras la negativa del gobierno para reconocerla legalmente.


    Es así que después de dos años de trabajo conjunto, de avanzar y sortear una serie de obstáculos (el más difícil de superar, fue sin duda la ausencia física de nuestro maestro), podemos poner el punto final a este esfuerzo colectivo del cual nos sentimos satisfechos. El contenido de este libro sobre la autonomía indígena recoge horas de discusiones, de mirar desde fuera y desde dentro los procesos y de aprender a escuchar. Dejamos la última palabra al lector.


    Silvia Soriano Hernández

  


  
    Bolivia: luchas indígenas y creación de la Universidad Pública de El Alto


    Pablo Mamani Ramírez


    Esta presentación se estructura en dos partes: la primera es sobre el contexto sociopolítico en Bolivia, particularmente para hacer una mirada desde los movimientos sociales indígenas y populares, en concreto, la lucha indígena. Y la segunda es sobre la Universidad Pública, el caso de El Alto y de cómo emergió esta universidad, cuál es la experiencia institucional y sobre su población estudiantil. Es de resaltar que nuestra universidad es muy joven, tenemos sólo siete años de haber irrumpido en el escenario de la lucha social.


    Contexto sociopolítico en Bolivia


    El triunfo en Bolivia de Evo Morales, el 18 de diciembre de 2005, nos da mayor presencia internacional para hablar de estos temas. Desde mi perspectiva, se explica del siguiente modo: es la forma de cómo los movimientos indígenas vienen en dos sentidos, desde el altiplano aymara y de Achacachi, y el otro, desde el Chapare, movimientos que se han convertido en los epicentros de la lucha social indígena en Bolivia. La figura de los epicentros es la relación de una explosión del conflicto dentro del propio Estado, es una figura para ver cómo las capas tectónicas del poder han sido desconfiguradas por la lucha social. El primero de los epicentros es la región donde surgió el liderazgo de Felipe Quispe y es el territorio de la emergencia del movimiento aymara con gran fuerza beligerante frente a la brutalidad de la colonialidad del Estado y los grupos dominantes1. Se trata de la extensa región del altiplano norte de La Paz (norte de Bolivia), donde existe una riquísima memoria histórica y vivencia de la lucha indígena. El otro epicentro está ubicado en la región del Chapare cochabambino (centro de Bolivia), de donde viene Evo Morales, con un liderazgo social en defensa de la producción de la hoja de coca. Ésta es igualmente una región densa, con una presencia alta de poblacional indígena, aunque con una geografía muy distinta a la de los Andes. Es una región tropical, subtropical, casi amazónica, en la que sin embargo, los migrantes de las zonas andinas, articulan y re-articulan sus propios sentidos culturales, el manejo del espacio, del territorio, de la lengua, de la hoja de coca, de los símbolos como la whipala y plantean luchar por la dignidad.


    Estos dos centros o epicentros de la lucha se convierten en movimientos sociales que mueven las capas tectónicas del Estado boliviano, provocan que en todos los lugares se produzca una desconfiguración de las estructura en la que éste se sostiene. Dado que el Estado ha producido la fragmentación de lo social, se le quiebra desde ese mismo lugar. La institucionalidad estatal no tenía seriedad ni legitimidad como tampoco los políticos criollos.


    La población de Achacachi, región de Omasuyus, una zona aymara del altiplano y los valles de Sorata con importante presencia de población politizada, muestra un efecto interrelacionado entre comunidades y el levantamiento de octubre de 2003 en la ciudad de El Alto. La otra región, el Chapare, tiene su propia articulación interna y externa que viene desde los años 1988, 1990 y 1994. En esos años se producen marchas de mujeres y hombres por las serranías, por geografías accidentadas, que caminan un mes cargando a sus niños, cargando ollas y otras cosas que uno puede tener para comer y cocinar. Es como dicen ellos: los cerros son nuestra cama, nuestro hábitat, nuestra casa, ahí hacemos política, ahí hacemos nuestra sociedad y nuestra lucha.


    Estos dos grandes epicentros van poco a poco ligándose, articulándose y en algunos casos, fragmentándose, es lo que llamo “El rugir de las multitudes”2. Es interesante observar cómo los movimientos indígenas se articulan al mismo tiempo de fragmentarse. Es un movimiento gelatinoso. La estructura de las relaciones entre uno y otro produce fragilidad, disputas y al mismo tiempo complementariedades. Esto es una lógica del ayllu como el tinku, un ritual de pelea entre todos. Es una disputa ritual-simbólica y es parte también del ejercicio de la guerra. Uno necesita de otro para hacer este ejercicio. Uno frente al otro, pero no es el aniquilamiento de uno por el otro, es una especie de energetización desde el otro para generar vida y sentido de la dualidad en la sociedad del ayllu; es una especie de competencia equilibrada.


    Ha habido en ese sentido varias regiones epicéntricas, la del altiplano aymara de La Paz y de El Alto, y la otra, la región del Chapare y Cochabamba, entre otros lugares del país como el altiplano sur de Bolivia. Esa articulación entre regiones ha ido creciendo como ondas expansivas de forma rápida y en otros momentos de forma suave. Al final tenemos otros epicentros de la lucha social que son parte de los nuevos levantamientos indígenas. Es como una bola de fuego que crece y crece para abrirse paso contra el Estado y los municipios dominados por los terratenientes y las subprefecturas. Éstas son tomadas sin problema por los movimientos indígenas, es un hecho visible de esta lucha en la Paz, como con los cocaleros de los yungas, donde está otro dirigente, Dionisio Núñez (que era diputado). Por otro lado, aparecen los movimientos Sin Tierra, y después los Movimientos Sin Techo y los sectores populares de las ciudades, los que siempre estuvieron ahí, como los sectores fabriles, mineros (aunque recién recuperados) y los cooperativistas. Se expande el movimiento como el fuego.


    En esta lucha aparecen disputándose el liderazgo social Felipe Quispe y Evo Morales. Esta disputa paradójicamente quiebra aún más la legitimidad del Estado desde lo local y el posterior avance hacia las ciudades, el oriente y la amazonía. La ciudad de El Alto no había que cercarla, sino que El Alto ya está tomado por la propia población de condición demográfica indígena aymara y obrera que habita en ella. En octubre, la toma pacífica y demográfica anterior se convirtió en una toma política, militar. Así se inicia la gestión del espacio público, del espacio privado, de las calles y las avenidas; se disputa la legitimidad del ejercicio del poder al Estado y al gobierno. Alguna vez dijimos, durante esos días en El Alto, “el Estado blanco-mestizo ha sido quebrado y derrotado”. No gobernaba en nada, no tenía control de los nacimientos, no tenía el registro de cuántos niños o niñas nacían en el día, no había centros hospitalarios, no había doctores o medicina para atender a los heridos de la masacre. Colapsó la medicina clínica y en su lugar emergió la medicina indígena, los saberes de los abuelos, de las mujeres mayores.


    En la defensa de la Guerra del Gas, se cavaron profundas zanjas sobre calles y avenidas. Es importante decir que en octubre no llueve, así que la tierra estaba seca y dura. Pese a ello, sin embargo, se abren impresionantes zanjas sobre calles y avenidas. No importa si éstas eran de asfaltado o de cemento grueso, esto se hizo a puro dinamitazo y a golpe de combo (una herramienta de trabajo, que abre las calles pedrosas). Se hacen zanjas y se derriban pasarelas, se cierran calles y avenidas. Se vuelve un territorio minado para que no se muevan los aparatos armados del Estado, el ejército y la policía. Esta es una manera de entender cómo se articulan los barrios y empiezan a forjar por sí mismos el destino común, por ejemplo: la gestión de la seguridad contra los delincuentes, ya que no hay policías durante esos días en la ciudad. ¿Quiénes la gestionan? Los vecinos mediante los sistemas de rotación, sistemas de contrainteligencia, averiguan quiénes son infiltrados del ejército. Hubo casos en que se les pescó y capturó. La gente en esos momentos dice: “aquí no nos responsabilizamos de tu seguridad, así que tienes que irte”. Entonces, tiene que irse. Estos mecanismos son fundamentales ya que se trata del manejo del espacio urbano y de la seguridad interna.


    Lo mismo pasa en Cochabamba y en otros lugares del país. Esta es la dinámica o el proceso de la territorialidad del poder indígena en toda Bolivia. Un proceso que significa básicamente la ocupación geográfica, espacial, cultural y política del escenario geográfico y social donde el Estado no ejerce su soberanía ni su autoridad, el ejercicio del poder militar tampoco tiene potestad de hacerlo. Es una disputa centímetro a centímetro, milímetro a milímetro. El ejercicio de soberanía estatal en cada uno de los distintos centros no tiene sentido, ya que han nacido otras formas de articulación entre diferentes lugares. Esto avanza con distintos proyectos históricos y otros aislados por su localismo. No es un mismo proyecto ahí caminando, sino distintos pequeños proyectos; pero importantes. Luego se articulan y eso va a crear un escenario sociopolítico denso en Bolivia con clima adverso al poder colonial. Incluso, es un hecho terriblemente adverso para los agentes del poder.


    Producto de esa dinámica se da la elección de Evo Morales como presidente de la república. Sin ella, no entendemos la elección de Morales con un 54% de votos en diciembre de 2005. En esa dinámica de construcción territorial del poder surgen los cuarteles indígenas, los gobiernos barriales, el gobierno cocalero, de Estados Mayores aymaras y de diferentes liderazgos, aunque con una disputa interna entre ellos.


    Frente al Estado, esto es una disputa beligerante en muchos sentidos. Felipe Quispe había dicho, por ejemplo, al expresidente general Hugo Bánzer: “Yo voy a hablar de presidente a presidente. Yo soy el presidente de los indios y tú eres presidente de los blancos. Aquí estamos en condiciones de igual”. Eso de hablar de presidente a presidente es un hecho novedoso e importante. Nosotros tenemos los símbolos como la wiphala, tenemos muchos elementos para graficar esta disputa. En el campo del discurso hay una beligerancia directa y virulenta. Es la manera estratégica del uso del discurso como se pueden desmoronar ciertos hechos normales, aparentemente construidos para el bien del país. Todo ello despierta curiosidad y nacen preguntas como: ¿Qué está pasando?, ¿qué que es eso? Hay gente que pregunta“¿Por qué es tan importante ser aymara, si hace rato no lo era? ” Este es el tema de la identidad donde los jóvenes buscan abrirse en la senda del nuevo tiempo. “¿De dónde vengo?, ¿quién es mi papá?, ¿quién fue Tupac Katari?, ¿quién fue Zarate Willka?” Colectivamente se hurga en la memoria histórica, en los archivos de la propia memoria oral.


    El discurso de Evo Morales es un discurso inteligente. En algunos lugares dice: “somos indígenas”, en otros: “somos campesinos”, o así: “hermanos bolivianos”. En uno de ellos, en la ciudad de Quito, Ecuador, en un encuentro internacional, dijo: “En La Paz estamos a una cuadra de tomar el poder político que está en el territorio aymara de La Paz”. Fue una frase premonitoria de lo que se iba a producir y se produjo. Estábamos a una cuadra de la Plaza Murillo, que es el centro político de La Paz, puesto que alrededor de la plaza Murillo están los mercados, los negocios, la gente caminando y las marchas merodean siempre el lugar. Hay que recordar que antes, en 1825, estaba prohibida la entrada de los indios a la plaza principal del gobierno de la ciudad de La Paz. Ahora se configura un escenario posible en un nuevo tiempo. Evo Morales no solamente está a una esquina del poder gubernamental, sino que está adentro del Palacio. Todo ello lo hace un líder, sin duda, carismático, influyente. Hay discursos duros y por supuesto también hay discursos más flexibles. Felipe Quispe siempre es el más duro, y el otro, Evo, aunque también es duro, tiene cosas más flexibles para decir y manejar las cosas. Los dos líderes han influido en el actual destino del país.


    Todo esto es una producción social, histórica desde el escenario de la lucha construida por los microespacios de la sociedad, los micropoderes de la comunidad, del barrio, del sindicato, de los pequeños lugares del debate político, también en las universidades. Los entendemos como los contra-poderes diseminados en toda la sociedad, que expresan los momentos álgidos de la vida cotidiana donde vive la gente. La misma que elabora una construcción de la memoria histórica de las luchas sociales. La que al final se articula o va articulándose como proceso con efecto nacional e internacional. Ahí tenemos todo un proceso de aprendizaje y de crítica, en la que está el mismo Evo3. Una crítica no en la lógica lineal de entender y decir las cosas, sino de la realidad sociopolítica compleja. Esa presencia, esa configuración de lo político, pensamos que es una realidad siempre compleja. Los comunitarios, los vecinos, se convirtieron en políticos de hecho, pensando en el asunto del destino común y el destino del país, la lucha conjunta por los recursos naturales, el Estado, el gobierno y la posibilidad de hacer una cosa distinta de lo que siempre se hizo o aquello que hizo la oligarquía al entregar nuestros recursos a precios regalados a las trasnacionales.


    Ahí está toda una rica dinámica social que define el horizonte de la lucha al posibilitar el cambio estructural del Estado y la sociedad. Los aymara en ello somos muy claros al decir las cosas, ya que los indígenas somos cerca del 80% de la población total en Bolivia y en El Alto somos el 81.02%. El Alto se está acercando a un millón de habitantes. Para Bolivia es una población importante. De éstos, el 74% se autodefine como aymara y cerca del 15% quechua y otros. En la ciudad de La Paz, el 62% se define a sí mismo como indígena, pues en esta ciudad las laderas son parte de ellos. Dos ciudades juntas e importantes: El Alto es una ciudad muy joven y La Paz una ciudad histórica, antigua, también con cerca de 1 millón de habitantes. Ambas ciudades suman casi dos millones de habitantes. El resto de las ciudades también se autodefinen como indígenas, según el Censo de Población y Vivienda de 2001, en Bolivia, el 62.05% se autodefinió como indígena. Pero con una aclaración. Este es un dato tomado a partir de quince años para arriba, el resto no está en el 62,05%. Se supuso desde el Instituto Nacional de Estadística Boliviana, que los menores de quince años no tienen conciencia de su identidad étnica, o cultural, entonces no se les ha incluido ni preguntado. La población en Bolivia es joven. En la base de la pirámide poblacional se encuentran los jóvenes y los niños. Los jóvenes y los niños viven en las comunidades, en los barrios. No hay que preguntarles si son aymaras o si son quechuas. El dato real es que viven dentro de los marcos culturales de su gente, de su barrio.


    No puede ser que una minoría, del 6 u 8%, sea dueña de los destinos del 81%4 del país, entonces, esto explotó muchísimo en lo interno, a nivel local. Se hizo el cuestionamiento al Estado, porque nosotros los indígenas muchas veces estamos metidos en nuestros mundos locales, nuestra tierra, nuestro ganado, nuestras chacras, pero también estamos en las grandes ciudades, formando ciudades íntegras. Donde también existen conflictos por linderos de tierra, incluso hasta por una piedra existe conflicto; pero son disputas locales. Eso tuvo también que incidir en el mundo local; es decir, ahora hay que pensar en luchar no sólo por los linderos sino luchar a nivel regional y nacional, eso es pensar de manera compartida. Considero que adentro del mundo indígena también hubo implosiones, y muy fuertes; ello se hace visible al surgir como actores históricos y también se piensan como agentes locales con posición territorial de los espacios concretos. A partir de eso, pensamos al país desde las generaciones de viejos y de jóvenes, incluso los niños de seis y ocho años tienen una opinión política. Es un hecho tanto en las ciudades y en el campo o área rural, la televisión que miran los niños o niñas les ayuda a decir quién es Evo Morales y quién es Tuto Quiroga, quién es Doria Medina o quién es Felipe Quispe. Así ellos tienen una opinión política, que nosotros no tuvimos sino hasta los casi 15 o 20 años. Ahora ellos tienen una opinión política.


    Le llamo “geopolítica poblacional” a la posibilidad de las diversas poblaciones de posesionarse sobre los territorios históricos para, desde ellos, pensar distinto en el tiempo al escenario estatal. Los Estados no son hechuras para siempre, son hechuras del hombre-mujer y, por tanto, son mutables e históricos. Creo que este escenario habla de una presencia viva indígena-campesina-popular, a no ser que cambie de forma dramática la historia nacional. Es una potencia social muy viva, y muy directa que crea diversas relaciones sociales como hecho social. Si viviéramos solamente una sociedad “de no lugares” sería difícil de cambiar las relaciones; es decir, donde la computadora, la música individual con la que se pone en contacto el hombre-mujer puede matar la actual fuerza social (como sí el espacio de la sociedad fuera un espacio de sólo uno y no de amplias relaciones sociales). Los mundos indígenas son mucho más intensos, con una carga simbólica muy fuerte, de memoria oral compartida, de la historia de aquí y allá en tanto construcciones sociales que grafican la realidad, visualizan la vida, los enamoramientos, el realizar comidas como el de aphapi, etcétera. Esta última es la forma de comer en comunidad entre todos, nosotros le decimos el buffet aymara. Se tiende la comida sobre un lugar hecho fila y todos se alzan y comen juntos. Eso es comer en comunidad. Hay momentos en que decimos que nuestra riqueza la tenemos en la comida y con ella se combate contra las fuerzas externas. En octubre, en la guerra de El Alto, la gente volvió a comer en comunidad y los de la elite blanca mestiza de la zona sur de La Paz, por otro lado, tuvo graves problemas para encontrar comida. En Bolivia existen separaciones geográficas como fronteras entre el mundo indígena urbano-rural y las castas o elites criollas. Ellas definen su nosotros y el mundo indígena define también su nosotros; éstas son las fronteras étnicas y son muy claras. Hasta el enamoramiento lo es así. Los grupos dominantes no se casan con un aymara aunque tenga mucha plata. Entonces hay cosas muy gráficas del colonialismo interno.


    Bolivia está pasando por un hecho muy importante, está pasando algo muy grande y apostamos mucho a la transformación de esa realidad. La gente hoy habla de gobernar más de 500 años. Así lo dijo Evo Morales, a gobernar, pero en la lógica de la wiphala. Nosotros no decimos bandera porque bandera viene del bandido o del invasor. Bandera de los bandeirantes, de los que invaden con sus banderas a territorios ajenos. La wiphala es una referencia muy distinta, porque están siete colores, cuarenta y nueve cuadrados y cada color, cada espacio, no es más que otro, todos tienen la misma posibilidad de ocupar un espacio tiempo en las mismas inmensidades y no porque los aymaras tengamos un gran peso histórico podemos hablar de una hegemonía. Somos una parte más frente a otros pueblos que casi han sido exterminados como ocurrió en la Amazonía, ellos tienen su forma de ver el mundo. Por lo tanto, se trata de una articulación diversa de distintos mundos. En Bolivia, los aymaras debemos mucho respeto a los afrodescendientes, quienes un día nos salvaron de la esclavitud minera y de las haciendas, porque ellos murieron antes que nosotros como esclavos. Cuando no había negros, nosotros tuvimos que meternos al trabajo de la esclavitud, por lo que no son invasores los afros que vivieron allí, son gente que vino en condición de esclavitud. Ésta sigue siendo otra población olvidada. Algunos dicen que son como doscientos mil personas en Bolivia. Otro es el mundo de las mujeres que no tienen posibilidad de gobierno, en realidad las mujeres son más del 50% de la población total en Bolivia; sin embargo, los varones somos hegemónicos en todos los sentidos. Hasta la iconografía del Estado está llena de imágenes de masculinidad, los ministros, los presidentes, casi todos son varones.


    Estos hechos coloniales y racistas crean fronteras sustanciales entre todos. Desde esta mirada indígena se cuestiona para diluir esos estancos que crean pobreza y miseria. Los mallkus y las autoridades en la vida cotidiana tienen una lógica distinta a la racionalidad del poder criollo-mestizo, ya que facilitan los nexos entre los hombres para dejar fluir libremente las relaciones sociales, las decisiones, los discursos, las imágenes, las estéticas sociales que cada pueblo tiene. Por eso es que la wiphala es para nosotros este diseño social e institucional. Deja fluir las energías de la sociedad, son construcciones anti-elites contra cierta gente o ciertas elites que en la otra lógica, la liberal, tienen que dominar sobre el resto de la sociedad para vivir. Todo ello está ocurriendo en Bolivia. Son rasgos distintivos que necesitan ser llevados al plano sociopolítico e institucional.


    Una universidad desde la sociedad alteña


    A partir de lo anterior podemos explicar cómo surge la Universidad Pública de El Alto, de cómo hay una universidad tan joven, menos de una década, en tiempo récord, con un planteamiento producto de la lucha social de El Alto y la sociedad aymara. El surgimiento de la Universidad rompe con algunos marcos jurídicos, rompe con ciertos argumentos del Estado y del gobierno donde se decía que no se pueden crear dos universidades en un mismo departamento. Por ejemplo, se dijo que no puede haber una Universidad por los costos que eso significa financiar. Nosotros decimos: “Queremos nuestra Universidad, y ya. Nos importa la ley, la ley no está bien, vamos a cambiar esa ley”. Y se logró una Universidad para el Alto. El fondo de no querer otra universidad es la lucha indígena y los diferentes liderazgos como el de Felipe Quispe, de Eugenio Rojas y de otros líderes de El Alto.


    Desde 1989 viene esta construcción histórica, incluso mucho más atrás, desde 1957. La impulsan jóvenes de secundaria que pensaron en una universidad para el Alto, los contra-argumentos que no “se puede” dejaron paso a la propuesta de “sí se puede” una universidad alteña. Nos decían: “los alteños o los aymaras son muy buenos para la mano de obra, son muy buenos y calificados, ¿para qué necesitan una universidad ustedes, si su mano de obra es calificada?”. Así la contra-respuesta alteña: “Si ustedes son doctores, sociólogos, abogados, nosotros también queremos ser doctores, abogados, sociólogos y economistas. ¿Por qué ustedes sí y nosotros no?” Entonces, empieza a forjarse una disputa que en el último tiempo viene desde 1999 y el 2000. Personalmente yo participé en este hecho y voy a tratar de relatarlo como testimonio.


    Fue mucha gente la que lo hizo. Nos reunimos de distintas formas. No teníamos idea de qué era una universidad, de cómo se organiza, de los presupuestos, los diseños curriculares, todo lo que uno no se imagina. El cómo es una pregunta operativa. Es también una aventura colectiva. Después viene la otra pregunta: ¿qué queremos como universidad? Una nueva forma de universidad es el mayor sueño, aunque tiene sus contradicciones. Nosotros éramos jóvenes docentes, y como jóvenes tuvimos que salir a luchar por una nueva universidad financiada por el Estado. Se nos dijo que teníamos estudiantes y profesores muy jóvenes. Respondimos: “¿cuál es el problema? Tenemos gente. Tenemos un espacio físico y no se necesita otro terreno, ¿cuál es el problema?” Al mismo tiempo fuimos llevando pequeñas sillas y mesas o bancos para pasar clases, ya que no había nada en las aulas, estaban vacías. Sus paredes no estaban pintadas como ahora lo están, no tenían pizarras. Todo ello se ha construido con el sacrificio de todos. Faltaba que nos pusieran la ley de creación, y que nos dieran recursos de financiamiento, fue una lucha intensa dentro del contexto de la ciudad de El Alto levantado contra el Estado colonial. Es una generación histórica de chavos, de changos y de chicas y de jóvenes, futuros docentes. Aquí ya no interesaba ningún argumento del Estado-gobierno criollo, que decía que no había recursos.


    Los vecinos son otros que al principio fueron construyendo estos predios, y dijeron: “Somos los vecinos de El Alto, hemos puesto ladrillos para que estos edificios existan. Es cierto que el estado puso dinero para pagar a los albañiles, pero los vecinos pusieron los ladrillos. La Universidad Pública de El Alto (UPEA) es una universidad construida ladrillo por ladrillo y por alteños.”


    Así hubo una serie de argumentos y seguimos diciendo: “queremos una universidad”. El año 2000, exactamente el 1 de mayo, desde la Ceja (un lugar que conecta la ciudad de La Paz y la ciudad de El Alto) se inicia la historia final de la conquista de la universidad. Nos concentramos mucha gente y se inicia una marcha multitudinaria de aproximadamente 8 mil jóvenes rumbo al lugar de Villa Esperanza, donde está la nueva universidad. Una multitud de jóvenes, de futuros docentes, de vecinos. Fue un día intenso, nosotros estábamos en movimiento pero no en la dirección de los trabajadores de la Central Obrera Boliviana que marchaban hacia la plaza de Pérez Velasco, que también marchaban por ser 1 de mayo, mientras nosotros marchábamos en otra dirección. Fue una separación, como una contra marcha, no bajando a la ciudad de La Paz, sino yendo al otro lado, al extremo norte de la ciudad de El Alto. Nos dijeron: “Ustedes están fregando la lucha obrera porque nosotros vamos para abajo”. Pero nosotros habíamos decidido tomar ese día los predios de la nueva universidad y habíamos ido en dirección contraria.


    Llegamos de forma multitudinaria, impresionante la cantidad de gente, de gente joven que llegaba y gritaba: “una nueva universidad”. No teníamos eslogan o estribillos para gritar, recreamos los estribillos de otras luchas sociales y de otras universidades como de la Universidad Mayor de San Andrés (UMSA). Íbamos construyendo en el caminar, al ver las cosas, siempre se decía cuando se acababa un estribillo ¿qué vamos a decir ahora? ¡Qué conflicto¡ Pasábamos unos papelitos, inventando lo que se pudo, era una construcción propia. Nadie nos había dicho que esto se hace así o de otro modo. No, era una construcción de jóvenes. Finalmente llegamos a la puerta del edificio en cuestión, era predecible que no nos iban a abrir, pero llegamos y nos abrieron, no hubo necesidad del uso de la fuerza. Entramos y nos revolcamos en la tierra como una forma de tomar el predio que pertenecía a la UMSA. La manera de revolcarte es la forma de ocupar el espacio físico y los edificios. Nos metimos y nos subimos a los edificios. Y desde arriba gritábamos, incluso corriendo el riesgo de caer desde una altura considerable.


    Ya posicionados en la nueva universidad, dijimos: “de aquí no nos vamos. Esta es nuestra universidad y queremos ley de creación”. Pedimos que el Congreso funcionara rápido; si esto no ocurría, dijimos también que íbamos a tomar el propio palacio de gobierno que está muy cerca de la ciudad de El Alto. Esto ha sido una construcción social histórica con todas sus complejidades y dificultades, ya que es parte de un aprendizaje real y efectivo de una lucha contra la colonialidad de la institución universitaria en Bolivia.


    Las marchas bajaban desde El Alto hacia la Plaza Murillo para cercarla, es la sede del gobierno. Fue fácil llegar desde las cuatro esquinas del palacio nacional, fue como cercar a la ciudad bíblica de Jericó por los miles de participantes y con el grito de “universidad para El Alto” con el que hacíamos temblar el Palacio de Gobierno. Casi entramos por una de esas esquinas. Fue un cerco a la sede del gobierno en ese momento en manos del ex dictador Hugo Banzer Suárez y luego de Gonzalo Sánchez de Lozada, ambos de las derechas neoliberales más duras.


    Se logró cuando los jóvenes aparecieron con las caras pintadas y con esloganes cada vez más trabajados, decían más o menos: “Aquí estamos los guerreros y si no quiere crear la universidad nosotros vamos a tomar el palacio y crear nuestra ley…”, “Es un guerrillero caminando por las calles”, entre otros. Así fue como hemos ido inventando frases, aunque al final se logró la universidad sin necesidad de ninguna guerrilla, pero fue una manera de llamar la atención y crear un contexto de intranquilidad para los gobernantes. Las caras pintadas, los gorros camuflados. Los jóvenes estaban ahí con palos y con máscaras anti-gases. Las botellas de plástico fueron convertidas en máscaras, se coloca en la nariz y se respira muy bien sin que afecten los gases lacrimógenos, se pone con trapos y es una forma de luchar en las calles. Los policías tenían dificultades con nosotros para controlarnos. Fuimos difíciles de contener. Se especuló que ahí estaban grupos armados, ahí están los revoltosos de El Alto que quieren tomar el gobierno, muchas cosas más, como que ahí están esos vándalos. Todos esos argumentos negativos tuvieron un efecto contrario, envalentonaban la lucha de la juventud.


    Al final, ya por 2001, se dio la ley de creación de la nueva universidad pero sin autonomía. Se nos dijo que se iba a crear en el Congreso de la República, pero teníamos que esperar cinco años para tener plena autonomía; por ahora debía funcionar bajo la tutoría de la Confederación de las Universidades Bolivianas. Se dijo que era la forma de tener la nuestra, como la de Siglo XX (localidad minera). Para nosotros ese argumento no tenía ninguna validez. Finalmente nos dieron la autonomía en noviembre de 2003.


    Solo faltaba consolidar el reconocimiento en el sistema universitario y un presupuesto mayor para su funcionamiento. Sólo se tienen unos treinta millones de bolivianos5 para que la UPEA funcione con cerca de 12 mil estudiantes, veinte carreras, casi 700 docentes y un número similar de administrativos. La de La Paz, la UMSA, tiene más de 100 millones de bolivianos de presupuesto anual. La diferencia es abismal. Estos hechos políticos envalentonan más a la gente. Aunque se dijo que había grupos de lucha como los llamados etnocasitas del Perú, que existía alguna tendencia del Sendero Luminoso, del Movimiento Revolucionario Tupac Amaru (MRTA), al igual que las tendencias kataristas e indianistas y las corrientes troskistas. Una cantidad de gente y corrientes que al final se constituyen en un lugar de debate, pero no en la forma en que intentaban descalificarnos. Porque sí hay las tendencias de izquierdas y de los sectores kataristas indianistas bastante fuerte en El Alto.


    Logramos la autonomía universitaria en la UPEA. No tuvimos que esperar los cinco años. Fue una lucha intensa donde hubo gente que llevaba piedras encima del edificio en chamarras, en bolsas de nylon y otras cosas. Todo ello, encima del edificio, donde estuvo lleno de piedras para combatir contra la posible retoma del predio por la UMSA. Esto es al principio de la lucha. También contra la posibilidad de que la policía pueda recuperar el predio que había sido tomado. En las marchas, la gente, todos, tuvimos que cargar nuestras piedras, incluso tener gases lacrimógenos, todo lo que se requiriera. Estando arriba del edificio nos era difícil bajar, ya que teníamos piedras y estábamos atrincherados en todo el inmueble, funcionando mediante el sistema de turnos. Esta es una estrategia comunal de la lucha social. Una carrera estaba en una esquina y otros en otra esquina, todo bajo el sistema de turnos, lo que permitía que esto no se acabara nunca. Y eso se repitió en octubre de 2003. Todos los días ahí metidos, meses ahí metidos. Para que esto ocurriera fue necesario una impresionante cantidad de gente, de jóvenes que habían venido de los colegios y no eran políticos, pero se hicieron brillantes políticos con discursos admirables en las asambleas universitarias, demandantes al Estado. Es una generación joven, que crea una universidad, que en principio era un proyecto indígena aymara, era el sueño de muchos de nosotros. Pero al final no se pudo porque el sistema de la universidad boliviana no nos reconocería. Una traba más. Lo que se dijo es que se acepta ese hecho pero la currícula debe contener nuestra propia particularidad, el ejemplo de ello es lo que contiene la carrera de sociología donde se introdujo nuestra propia idea sobre los conocimientos indígenas. En Bolivia no existe esto, en la carrera de Sociología de la UPEA tenemos como materia Historia indígena I, II y III (materia semestral). En Bolivia, en ninguna otra universidad se habla de historias indígenas, pero nosotros la tenemos. Ahí se reflexiona sobre los líderes como Pablo Zárate Willka, de los Tupaj Katari, de los Bartolina Sisa, de las luchas indígenas. Tenemos otra materia que se llama Saberes y conocimientos indígenas. Le hemos incorporado otra materia más que se llama Teoría socioeconómica y política del ayllu. Todo ello es muy importante para nosotros al igual que las capitanías en la Amazonia, o el ayllu en los Andes. Nuestro argumento es que tenemos una particularidad regional propia en el país, el Alto es una región particular. Esto no altera el peso de la estructura de las diferentes carreras de sociología en Bolivia, incluso, vamos a llevar estas materias a otras universidades.


    Cuando armamos esto nos preguntaron si había libros para este tipo de materias, que en qué nos vamos a apoyar, quién ha escrito sobre esto. Teníamos que convencer mostrando que había libros para estas materias. Se dijo que la biblioteca del Centro de Investigación y Promoción del Campesinado (CIPCA), el Museo de Etnografía y Folklore de La Paz, entre otros centros e instituciones es en donde podíamos investigar. Los jóvenes al principio dudaban, preguntaban si había libros. Pensaban que los estaban mandando a una aventura sin referencia bibliográfica, pero nosotros sabíamos, ya habíamos leído esos textos.


    Después se han escrito algunos pequeños trabajos sobre esta lucha. Nosotros tenemos algunos artículos publicados sobre textos en El Alto y en la UPEA. Esta es otra parte de este hecho. Las preguntas centrales son: ¿Qué corrientes teóricas existen publicaciones en la UPEA?, ¿qué temas y cuáles son las preocupaciones centrales de los profesores?, ¿qué visiones tienen?, ¿entre qué pensamientos hay disputa?, ¿cómo es el pensamiento propio frente a otros pensamientos dominantes del mundo y cuál es el balance?


    Hay una especie de relación tensa entre los diferentes conocimientos con relación a la corriente europea o norteamericana y los sistemas de conocimiento dominante en América Latina y lo que nosotros podemos pensar o escribir sobre lo propio, desde la lógica del ayllu, desde el barrio, desde los saberes cotidianos que tiene la gente, cosas del saber de la gente. Así empezaron a surgir cosas muy interesantes. Hay muchos manuales, es impresionante ver cómo en El Alto se hacen manuales de tipo trotskista sobre la economía política o de indianismo-katarismo. Es un espacio donde se están discutiendo muchos temas y creo que al final resulta que El Alto es parte de un debate amplio y de una experiencia institucional viva, muy presente y con perspectivas en el tiempo para generar el lugar de la lucha de las ideas y luchas políticas. Claro que también es un proyecto como el de cualquier centro académico con diferentes visiones sobre el país.


    La tarea es realizar investigaciones desde nuestra geografía y pensar también la sociología, la economía, la historia desde los archivos, así como la oralidad desde el lugar de los abuelos y abuelas. Todavía no está siendo ampliamente explotada esta última que puede ayudar a construir memorias históricas que nunca fueron registradas en la versión oficial. Eso hay que hacerlo con la gente para trabajarla en los barrios. La Universidad de El Alto tiene una gran carga histórica útil para todo ello, pero también tiene sus propias contradicciones que pueden opacarla en el tiempo. Es importante pensar en lo propio sin desconocer al otro, sin desconocer lo que produjo la sociología, por ejemplo, del poder de Weber, de Marx o de otros, es un desafio académico de muy alto nivel. De ahí el atrevimiento del estilo aymara de querer hacer las cosas de manera propia. La gente, la planta docente y los jóvenes están metidos con fuerza de voluntad. “Sí podemos, sí podemos hacerlo”, se dice entre ellos.


    Hay una posición aymara, indígena, de la Universidad, con sus tendencias; también hay liberales entre los propios aymaras y tal vez conservadores; hay gente de izquierda y los más, los kataristas e indianistas y otras corrientes; también hay gente que no tiene mayor posición sino mas como técnicos. Lo que implica andar con pie de piedra, es decir, con firmeza y valentía marcando huella en la historia de la sociedad toda para que de una vez nosotros estemos en la historia oficial de la sociedad nacional.


    Hay cosas que uno va compartiendo. Creo que es un lugar muy interesante y que puede tener sus propias flaquezas, sus propias debilidades, sus propias frustraciones y sus propias potencialidades. Pero al fin creo que es nuestra universidad para pensar de frente contra las estructuras duras del poder colonial en Bolivia y de las distintas camarillas que también existen en ella.


    Así, finalmente, la lucha social indígena y popular tiene sus grandes avances y la ciudad de El Alto es un lugar importante a 4 mil metros sobre el nivel del mar, donde nace una nueva universidad pública con base en diversas formas de lucha juvenil y social. Esto es importante sin lugar a dudas y como experiencia es aún mayor.


    Reflexión final


    Hay algunos temas que es importante profundizar, por ejemplo, sobre el ayllu y su lógica de entender el mundo y los sistemas económicos. El ayllu es como la casa cosmogónica del mundo indígena, es una estructura, es un espacio natural de la organización de la sociedad que está en el territorio. Las autoridades, los símbolos, el sistema de la rotación del mando y recursos naturales, las montañas, los ríos, la organización social, es lo que decimos la casa cosmológica de la vida, como Simón Yampara dijo, porque está ahí una visión del mundo, relaciones sociales, relaciones de reproducción biológica, un todo. El ayllu es como la matriz de muchas formas de entender el mundo y de pensar. Ahí están un conjunto de saberes políticos, territoriales, económicos, lingüísticos y culturales. El Estado liberal y el Estado colonial, lo primero que hicieron fue atacarlo, ya que es la matriz de la civilización andina que reproduce, en términos prácticos y de pensamiento, las prácticas culturales e ideológicas de la sociedad. Por eso dijeron que había que aplastar al ayllu y es lo que hicieron los liberales mediante el parcelamiento de la tierra, la tierra vuelta individual, que cada uno sea propietario de la tierra, que no sea colectiva. También que el uso del agua no sea colectivo, siendo que el agua puede ser colectiva. Al igual que el pastoreo del ganado, los sistemas de siembra, ni mucho menos que el sistema político sea de rotación. La lógica siempre es romper todo ello para que los indios no se mantengan unidos y por ello la parcelación de la tierra. Hubo un proyecto que hasta hoy se mantiene. Si bien las parcelas de tierra son individuales jurídicamente, éstas siguen siendo de la comunidad, pero con la forma de una comunidad política dada en el reconocimiento comunitario de la propiedad privada individual, como concepto de comunidad política. Un hecho extraordinario de respuesta a la parcelación divisionista de la vida social indígena. Ya no es colectiva la tierra, pero se tiene la decisión comunitaria de asumir la vida social igualmente comunitaria, de ser una comunidad y mantenerse como tal, por rotación, por asambleas comunitarias y con propiedad individual jurídica de la tierra. Igual se entra al sistema liberal pero tiene su propio sentido de comunidad social sin lograr fragmentar el concepto de comunidad. Es un ayllu con decisión política, ahora es el ayllu.


    Y esto nos lleva a la relación de los pueblos indígenas, del ayllu, con el medio ambiente. Los pueblos, los distintos pueblos indígenas, no sólo aquí, tienen una relación que se va deteriorando y quebrando en los últimos tiempos por la racionalización de la tecnología, de las semillas, del fertilizante, que va matando la tierra poco a poco y después cuesta recuperarla. Una relación, como nosotros decimos en aymara, nosotros somos jaqi, somos runa, el jaqi es ser gente en aymara, y runa, en quechua, es igualmente gente. Somos gente, y la relación que estableces con el medio ambiente, con la naturaleza, con todo eso, es una relación que se entiende, incluso en la lógica indígena, desde el punto de vista positivista o racionalista, ya que entendemos que las cosas materiales no tienen vida. Y los abuelos, los yatiris, los sabios, los médicos en Ecuador, en la Amazonía, ellos dicen: la selva me habla, pero no habla en términos de nuestro lenguaje, habla en términos del ruido, de imágenes, de temperaturas o corrientes de viento y aire que circulan, y así lo leen en ese contexto. Entonces ellos dicen: la selva habla, y trae mensajes malos o trae mensajes positivos, tiene existencia, vida propia. No podemos probar desde nuestros conceptos la veracidad de la frase, es solamente lo que ellos dicen. Entonces, en el ayllu, o en estos de la Amazonia, hay una relación que nosotros siempre hacemos, el ch’alla: se vierte el alcohol en la tierra para alimentarla, y en las ciudades se da lo mismo. Pero desde esa visión, no se comprende eso. ¿Cómo a una cosa inerte le vas dar de comer? Le vas a dar de comer o de beber sí no sabe comer ni siente, y tú, ridículamente te asocias, te relacionas diciendo que tiene vida y le pides permiso. Entonces, acá, los evangelistas aymaras, que pueden practicar estas cosas, ellos no lo hacen con alcohol, sino con azúcar. Y a veces, cuando aras la tierra despierta un olor, un olor a tierra muy fresca, es como dicen los abuelos, es el momento en que a la madre tierra la estás lastimando y tienes que pedirle permiso y devolverle de alguna manera lo que le estabas haciendo, un daño. Porque sí, de eso vivimos nosotros, de la semilla sale la fruta. Y los abuelos saben, no sé si los agrónomos podrán saberlo, los abuelos saben si esta tierra de aquí, el suelo, es una tierra que se puede cultivar o no, al pegarle un pedazo a la lengua, y dicen: esta tierra sí, o está muy salínica. Hay que hacerlo aquí.


    Creo que desde el ayllu podemos encontrar una relación en el medio que nosotros vivimos, como una relación de equilibrio, que últimamente, se ha ido rompiendo. No porque seamos indígenas no lo hacemos. Pero hay este fondo cultural de que el otro entiende, lo otro entiende, que el otro también puede decidir. Agosto, en Perú y Bolivia, es el mes de la tierra. La boca está abierta, tiene hambre y hay que darle ritualmente muchas cosas para agradecerle por la vida, por la casa, por el agua. Pero hay un fondo cultural que ha ido perdiéndose, pero se le puede potenciar y ponerle otro nivel.


    Si nosotros lastimamos a la tierra, como la estamos haciendo, pues obviamente vamos a llegar a resultados poco favorables. Pero si dejamos de lastimarla y hacemos sistemas de agricultura más itinerantes, menos agresivos, entonces podremos recuperar el equilibrio que necesita el sistema mundo o el ecosistema del mundo. Muchos pueblos tienen sus propias formas de vida y de pensamiento social y lucha política. Nuestra relación con el ambiente es la posibilidad de romper con la pura racionalidad de la tecnología y el uso de fertilizantes que puede matar la tierra y la vida. Una buena relación con el medio natural es de vital importancia.


    Por todo ello es que ahora decimos, cultural y políticamente, que es tiempo del ayllu y de la lucha social indígena tan importante en Bolivia, América del Sur y del Centro.

    


    
      
        1 Lo mismo dejo notar en mi tesis de maestría que aun no se ha publicado: El Estado mayor de Qalachaka. Este es un espacio definido como Estado mayor aymara que nace en la región para cuestionar lo colonial en Bolivia.

      


      
        2 Pablo Mamani, El rugir de las multitudes: la fuerza de los levantamientos indígenas en Bolivia/Qullasuyu. Aruwiyiri, La Paz, Bolivia, Ediciones Yachaywasi, 2004

      


      
        3 Nosotros hacemos esta reflexión a través de la revista Willka, cuyo primer número tenía este título: Evo Morales: entre entornos blancoides, rearticulación de las oligarquías y movimientos sociales.

      


      
        4 Alberto Bello y Marta Rangel hacen una aproximación de que el 81% de la población total boliviana es indígena. Documento publicado por la CEPAL en 2000.

      


      
        5 Un dólar equivale a 7.14 bolivianos.

      

    

  


  
    Autonomía y revolución

    Una mirada de la construcción autonómica en México y Bolivia


    Flavio Barbosa de la Puente


    Introducción


    En la sociedad moderna , se configuró al Estado como el espacio privilegiado de la política1, ello significa que otras formas de organización social fueron oprimidas. La construcción de éste nuevo orden en América implicó la coexistencia y subordinación de una sociedad sobre la otra, la íbera sobre la preoclombina. Así pensado, la coerción que ejercía la corona española sobre las comunidades indias estaba orientada a la producción y reproducción de un aparato capaz de administrar los recursos despojados y a conservar el dominio. Puesto que no era su objetivo, la política colonial no resolvió nunca los antagonismos creados, sino que se generó canales o vías de interlocución y negociación entre unos y otros2. Mismos que en muchas ocasiones fueron ineficientes, caducos o neutralizados por el Estado, dando pie a insurrecciones y revueltas populares.


    La lucha por la independencia y las siguientes configuraciones republicanas no rompieron con todas las estructuras coloniales y en muchos casos las transformaciones no beneficiaron los espacios políticos que las comunidades habían generado durante la colonia3.


    El orden republicano configuró una idea de nación y, con ésta, intentó disolver nominalmente los elementos indios que persistían en las sociedades americanas. Con el tiempo y de forma discursiva, lo indio fue poco a poco transformándose en lo campesino, y junto con procesos de mestizaje racial y cultural, así como con una diversificación económica, en lo obrero; pero en esencia seguía imponiéndose una forma política estatal que, como diría Weber, basaba su dominio en el uso legítimo de la violencia. Ello significa que el Estado seguía siendo el espacio oficial para la dirección y los ciudadanos, subalternos que con los mecanismos de representación democrática delegan sus ejercicios políticos al Estado.


    Desde muchos sectores y no sólo en América, la permanencia violenta del Estado dio como resultado la formación de una demanda social: la autonomía. Expresada ella de tan diversas maneras como diversos eran los sectores que se veían en confrontación con el Estado. Aquí nos interesa resaltar por lo menos dos elementos comunes de la autonomía: uno, expresa una posición frente al Estado, y dos, que esa posición varía de acuerdo a los poderes que el sector demandante mira como un objetivo de re-apropiación. Mismos que podrían ser socializados o sustituidos por nuevas formas monopólicas de administración y dominio.


    En América, la última década del siglo XX creó un espacio simbólico que re-actualizó, legitimó e internacionalizó la confrontación entre el sector indio de la sociedad y el Estado. Este espacio fue llamado los “500 años de resistencia indígena, negra y popular”. Lo significativo de este momento es que el movimiento indígena comenzó a dinamizar y generar nuevos espacios de diálogo con nuevos y viejos sectores de la sociedad. La resonancia y proyección de las demandas étnicas ofrecieron al espacio público una “nueva” forma de ver y hacer política.


    El presente trabajo tiene como finalidad acercar al lector a dos procesos relacionados con estos nuevos espacios políticos: el de Bolivia y el de los zapatistas en México. Ambos comparten características históricas y sociales similares, pero difieren en su proyección y alcance frente al Estado. Esto servirá de base para plantear en el texto algunos elementos significativos sobre la autonomía en el siglo XXI. Se trata de los retos, los desafíos y las confrontaciones que emergen junto con lo autonómico. Pero sobretodo, que el contenido de la propuesta, varía desde el sector que la enuncia.


    Para tal fin hemos dividido el trabajo en tres apartados. En el primero de ellos, abordaremos las características sociales de cada caso, poniendo énfasis en los procesos de reforma estructural emprendidos por ambos estados en la década de los ochenta y noventa, así como su impacto en el mundo comunitario. En el segundo apartado, se plantean las respuestas a esta nueva configuración estatal, así como la forma en que se proyectaron dichas demandas en lo nacional. Por último, veremos el funcionamiento fáctico de la demanda autonómica que germinó junto con la emergencia india, para verter en esta última parte las reflexiones que se orientan a la situación actual de ambos procesos.


    Estado y comunidad en México y Bolivia. Despojo y re-configuración.


    A manera de iceberg, la emergencia india en la década de los noventa tenía en lo subterráneo, en lo no visible del movimiento, dos procesos paralelos y, podría decirse, antagónicos, que nos ayudan a entender el fenómeno: uno de re-estructuración económica de tipo neoliberal, que venía dado desde el Estado, y otro de re-configuración de los espacios políticos comunitarios, mismo que se venía tejiendo algunas décadas atrás y que contaba con varios actores. Veamos detalladamente los procesos.


    En ambos países, la reforma estructural se realizó como resultado de la crisis de la deuda externa y el déficit económico en que se encontraban, así como los compromisos asumidos por los gobiernos en turno para dar seguimiento a las recomendaciones de Washington. En el caso boliviano, estas reformas se implementaron a través de una terapia de shock, como la llamó el asesor estadounidense Jefrey Shack, y trasformaron al país en un laboratorio económico, como lo denominó el vicepresidente en turno de Bolivia. Su concreción fue el Decreto Supremo 210604 y con él se liberalizaron todos los espacios económicos que mantenía el Estado en su poder. Se trataba de reorientar la economía boliviana y disminuir los efectos que la crisis del estaño estaba provocando en la misma. Las medidas implicaron el cierre de un número importante de centros de trabajos y con ello, dejar desempleados a más de 25 000 trabajadores, que en el nuevo escenario fueron re-localizados hacia zonas del altiplano, del Chapare y los Yungas. Estas medidas representaron fuertes golpes para los mineros no sólo en el sentido laboral, sino que también desarticulaban a las organizaciones sindicales que se habían generado en Bolivia a lo largo del ciclo minero ya que les quitaba el territorio y destruía la organización obrera. En México, la reforma estructural que nos interesa ya que impactó sobre el tejido comunitario fue la que se realizó al artículo 27 Constitucional. Esto fue así, debido a que la nueva legislación tenía una relación directa con la propiedad de la tierra. En el caso chiapaneco, esta reforma tenía dimensiones históricas, ya que el Estado posrevolucionario no rompió con la imbricación que ha existido entre los poderes políticos locales e institucionales y los latifundios. Eso significa que uno de los principales problemas en Chiapas era el acceso a la tierra, algo también planteado como territorio. Debido a ello, han surgido organizaciones campesinas de diverso tipo que han emprendido variadas formas de lucha desde los años setenta. La década de los ochenta significó un lento proceso en el cual la Secretaria de la Reforma Agraria implementó una serie de medidas para la dotación de ejidos; sin embargo, no sólo se consideran los efectos negativos que se generaron con la aplicación de los mismos5, sino sobre todo, que la relación Estado-latifundismo permanecía intacta, esto signifca que el problema agrario no se resolvió en modo alguno. Al contrario, las medidas emprendidas con la reforma del articulo 27 legalizaba el latifundismo y por ende, la continuidad de un estado de dominación sobre los pueblos indios de la región.


    Desde el otro lado de las reformas, las comunidades se encontraban en medio de procesos organizativos que reorientaban la política comunitaria hacia el Estado. Estos procesos contaban con historias forjadas décadas atrás.


    En el caso de Bolivia, la reconfiguración comunitaria a la que nos referimos tiene que ver con procesos que se venían generando desde los cincuenta con la Revolución Nacional. Ésta creó el sindicalismo como la forma política por la cual el Estado mediaba su relación con las comunidades indias6. Pero más importante, la revolución les dio voto a los indios7, esto es, se emprendieron procesos de ciudadanización que dinamizaron la actividad política al interior de las comunidades. Ello generó que se reactualizara y volviera a cuestionar uno de los problemas que la colonia había incrustado en la sociedad boliviana: el racismo. Tras el golpe de Estado que dio fin al proceso revolucionario8, jóvenes aymaras de la generación post-revolucionaria, entre ellos los kataristas9, emprendieran entonces “una lucha contra la dictadura militar, entendida como la expresión del Estado blanco-mestizo”10.


    Si el Estado era la expresión de un problema racial, entonces, la dominación estaba relacionada con los aspectos culturales, económicos, políticos, entre otros. Es decir, Estado y raza formaban una unidad que oprimía todas las dimensiones de la vida humana. Por ello, el espacio de cuestionamiento al orden estatal tuvo diversos momentos y fuerzas, y se puede pensar en él como un proceso multidireccional, puesto que no se trataba de una opresión del Estado canalizada hacia una clase, sino frente a toda una raza: la india.


    Creemos que la mejor forma de entender el proceso llevado a cabo en las comunidades es bajo la idea de empoderamiento. Esto es, como “un proceso de ampliación del poder y control del sujeto político sobre sí mismos y sobre su entorno. Una definición más concreta significa que los sujetos tengan opciones definidas por ellos mismos y la capacidad de elegir aquéllas que más les convienen. Es una definición que pone énfasis en la autonomía del proceso para que la posición de los sujetos se fortalezca.”11


    Entendiendo el empoderamiento como un proceso de y en construcción es que explicamos cómo a la par del trabajo político se desarrollaba un discurso indianista que redimensionaba al indio como sujeto. Uno de sus principales exponentes lo encontramos en el amauta Fausto Reinaga12.


    De este proceso, lo que nos interesa resaltar es que las comunidades emprendieron un camino de aprendizaje de los modos de dominación de los que se valía el Estado. Esto es, se “dan cuenta que sabiendo escribir se hace más fácil la realización de un trámite, o que sabiendo manejar los presupuestos operativos anuales se puede llevar mejor una subalcaldía. Es eso lo que les permite privilegiar la institucionalidad13 que ellos tienen.”14 Misma que se trasformara en estos canales de interlocución entre la sociedad y el Estado. Los procesos a los que nos referimos, si bien tuvieron sus momentos iniciales en los setentas, es en la siguiente década15 y con la llegada del 21060 que encuentran sus momentos más críticos, y más dinámicos. Los trabajadores mineros se se ven despojados no sólo de los centros de trabajo, sino re-localizados a nuevos espacios de vida, como es el caso de El Alto. Esta ciudad, se volvió uno de los epicentros de la redefinición de lo indio en Bolivia.


    En México, el proceso de recreación que se estaba llevando a cabo en las comunidades tenía que ver con varias historias: una de ellas era la labor emprendida por la iglesia, la cual estaba vinculada a la teología de la liberación no sólo en Chiapas con Samuel Ruiz, sino en otros estados como Morelos con Méndez Arceo. Otra era la lucha política que una variedad de organizaciones agrarias estaba llevando a cabo en el estado. Un tercer elemento fue la llegada de grupos políticos que venían del norte del país y que buscaban nuevos espacios. Este desplazamiento se entiende cuando recordamos que la década de los setenta fue especialmente violenta en el norte del país. La lucha contra el narcotráfico significó no sólo la creación de cuerpos especializados para combatirlos, sino, sobre todo, de dotarlos de gran impunidad en sus modos de operación. Así, a la vez que emprendían su principal cometido antinarcóticos, se dieron a la tarea de realizar una lucha paralela, y con los mismos cuerpos especializados, contra los opositores al régimen. A manera de hipótesis plantemos que es por ello que diversos grupos políticos, como el caso de las Fuerzas de Liberación Nacional, trasladan su hacer al sur del país. El proceso al que nos referimos anteriormente, esta recreación de lo comunitario, se combinó en estas tres líneas, mismas que interactuaron con un grupo de elite, “indígenas politizados, con gran capacidad organizativa y con una experiencia de lucha política muy rica”16. Y de ello resultó que una parte de los miembros del Ejército Zapatista de Liberación Nacional tuviera una historia de participación en las diversas organizaciones legales que actuaban en el Estado, a la par de un entrenamiento militar.


    La llegada de la reforma estructural, los cambios al 27, constituían el cierre definitivo del reparto y del problema agrario17, es decir, que desde la perspectiva del gobierno era un capítulo cerrado. Aunado a ello, incrementaba un lento proceso de desarticulación del ejido, entendido no sólo como unidad productiva, sino como unidad organizativa de las comunidades. La reforma dejaba de lado a las organizaciones campesinas para tratar con un ejidatario, pero pensado éste bajo la lógica liberal, como un individuo.


    Como podemos ver, en ambos países las reformas impactaban económicamente en las comunidades, pero también lo hacían en su forma de organizarse.


    De la comunidad a lo nacional


    El proceso de restructuración económica se encontró con un escenario comunitario que básicamente estaba en un proceso de reconfiguración. Lo étnico cobraba una importancia que sólo siglos atrás había tenido para el Estado. Esto se debía, entre otras cosas, a que se daba una ampliación de lo indio al interior de las comunidades; en palabras de Luis Gómez, ¨las comunidades empezaban a recrear sus formas de organización¨18, procesos que se volvieron visibles con el levantamiento del EZLN el 1 de enero del ´94 en México y en 1990 con la marcha indígena de los Pueblos del Oriente, y con los bloqueos aymaras y la Guerra del Agua en Bolivia en el año 2000. Gracias a ello, otros sectores de la sociedad, para los cuales la problemática india podría parecer lejana o ajena, fueron encontrando en todo este proceso al otro, pero a la vez, un nuevo canal de interlocución con el Estado. Esto último es importante para el caso mexicano, porque muchos espacios de los canales anteriores, como el del sindicalismo, ya no contaban con la legitimidad social que antes tenían debido a la nulificación que poco a poco el Estado fue haciendo sobre la mayoría de ellos. Indudablemente, la razón por la que la sociedad civil en México encontraría como interlocutor al zapatismo, fue gracias al esfuerzo emprendido por el segundo para crear esos puentes entre unos y otros. La Convención Nacional Democrática fue el primero de ellos y le siguieron decenas de encuentros, que se siguen sumando año tras año.


    Desde el otro lado del escenario, el zapatismo encontró frente al Estado un muro de hierro, aunque esta imagen no da cuenta de todo el proceso de militarización y paramilitarismo que desde entonces y hasta hoy caracteriza a la región. La imagen sólo intenta evocar la posición política que asumió el Estado en los procesos de tregua y negociacion con los zapatistas y que quedaría materializada con la llamada “traición legislativa” del 200119, la cual es el punto nodal desde el que se entiende el camino emprendido por el EZLN en los años posteriores.


    En el 2003, la sociedad civil nacional e internacional vio nacer los caracoles zapatistas, además de un nuevo ejercicio fáctico de la autonomía. En este sentido, los caracoles se volvieron una expresión constructiva de la comunidad frente al Estado.


    En el caso Boliviano, lo indio es ya un sector amplio, sin embargo, el uso de las categorías étnicas actualiza y desterritorializa la exclusión de amplios sectores de la sociedad; es decir, bajo las categorías de campesino o vecino de ciudad se intentaba disfrazar la colonialidad del Estado, la cual se proyectaba en todos los espacios de la sociedad, incluyendo lo urbano y lo rural.


    Así, la combinación del impacto de las reformas neoliberales junto con los procesos que se venían dando crearon un espacio de cuestionamiento al orden estatal20, que queda expresado en la Guerra del Agua y del Gas, hechos sustanciales y de suma importancia, pero que no analizaremos, puesto que el contexto y desarrollo queda plasmada en el texto de Pablo Mamani21. En todo caso, cabe destacar que de este proceso resultó la llamada agenda de octubre, en la cual existían dos puntos fundamentales: la reapropiación social de los hidrocarburos y una asamblea constituyente. Nos trasladaremos, entonces a la llegada de Evo Morales a la presidencia, ya que ésta marca la creación de un nuevo escenario al interior del Estado y, por supuesto, con una proyección en los espacios comunitarios.


    La llegada de Evo Morales al poder ejecutivo forma parte del proceso de empoderamiento al que nos referíamos anteriormente. Muestra de ello son las medidas emprendidas por el gobierno, de las cuales destacaremos aquí sólo dos, por estar relacionadas con los planteamientos sobre la autonomía. Por un lado, la Asamblea Constituyente y, por el otro, los procesos de nacionalización emprendidos en diferentes sectores.


    En cuanto a la primera, el logro más significativo fue la aprobación de la Carta Magna, la cual expresa no el cierre de un proceso, sino la entrada de una nueva fase. La constitución tiene que ser entendida entonces como el instrumento político que se deriva de las movilizaciones de octubre, ella abre una fase de reflexión que permitirá al pueblo boliviano encontrar los mecanismos que le posibiliten concretizar legalmente las demandas e ideas que fueron surgiendo a lo largo del último ciclo insurreccional de la población india de Bolivia. En este sentido, desde la posición gubernamental, la constitución significa el garante de la continuidad del proceso de cambio que empezó en el 2000.


    Así pensado, ¿qué otros elementos ofrece a la nación andina la nueva constitución? Sean tentativamente estos tres: por un lado, el carácter de Estado Unitario Social de Derecho Plurinacional Comunitario; el reconocimiento de los derechos indígenas, expresados en los diferentes niveles de autonomía (municipal y la indígena originaria campesina) y la soberanía de los recursos naturales.


    Sin embargo, la ofensiva de la derecha contra todo el proceso, así como los sentidos de identidad india, generaron que los antagonismos raciales cobraran mayor fuerza en ambos lados y se suscitaran hechos violentos22. La confrontación llegó a su punto más crítico con las autonomías fácticas que asumieron los gobiernos departamentales de la llamada media luna (Tarija, Beni, Pando y Santa Cruz). La autonomía se transformó entonces en una demanda que venía dada desde la derecha y que pretendía mantener los privilegios del anterior régimen, es decir, procesos autonómicos que tienden a la sustitución del Estado (ahora mayoritariamente indio), para mantener la antigua administración de los recursos y del dominio. Esto lo detallaremos de forma más clara en el siguiente apartado. Aquí nos interesa mostrar el hecho de que los grupos oligárquicos refuncionalizan los discursos comunitarios, dotándolos de un sentido de concentración del poder, y no, de la socialización de éste.


    Comunidad y autonomía. Reflexiones en torno a los desafíos y confrontaciones


    a) Los zapatistas y los obstáculos de la autonomía


    Los caracoles zapatistas son el resultado de la falta de voluntad política del Estado mexicano; en ese sentido, son espacios en que se construye lo social privilegiando las formas de hacer política comunitaria frente a la estatal. Ello no quiere decir que se mantengan al margen de éste, sino que su construcción se ve limitada a los márgenes que éste impone. Se trata en realidad de los obstáculos que el zapatismo ha ido superando en una lenta construcción comunitaria. Los obstáculos gubernamentales, han mostrado los zapatistas, sólo pueden ser superados por la cohesión y creatividad de lo comunitario y la solidaridad entre hermanos. En este apartado, no hablaremos de las características de lo autonómico, puesto que dos trabajos ya lo realizan aquí; nos limitaremos a señalar las dificultades que esto implica.


    Por un lado, el sistema de cooperativas zapatistas se ve enfrentada a una legislación23 que debilita económicamente a las mismas, puesto que su reglamentación “impone a las Sociedades Cooperativas una serie de obligaciones que las somete a costos muy elevados para la adecuación a la nueva normatividad y que pudiera llevar a la fusión o desaparición de muchas de ellas; además, dicha legislación invade su autonomía y la práctica de valores y principios que el cooperativismo ha impulsado”24. Así, restringe las posibilidades de comercialización que las comunidades ya hubieran podido alcanzar de no ser por esta barrera legal y administrativa, que tiene que ser usada forzosamente por las comunidades zapatistas al momento de salir de la economía comunitaria.


    A la vez, las cooperativas tienen que superar un problema común en su espacio inmediato: la existencia de intermediarios o coyotes. Problema que si bien ha sido superado en las zonas de mayor cercanía a los centros urbanos, como lo es en el caracol de Oventic persiste en aquellos, que se encuentran retirados, como en el caso del caracol Morelia.


    Este problema está relacionado también con la falta de financiamiento estatal con el que cuentan las comunidades zapatistas. Así, un problema que debería de ser resuelto con una socialización responsable de los recursos gubernamentales es sustituido con el financiamiento de organizaciones hermanas y solidarias. Puesto que el que ofrecen estas organizaciones no es regular en todas las zonas zapatistas, las Juntas de Buen Gobierno implementaron un mecanismo compensatorio: el llamado impuesto hermano25.


    Pero quizá el problema más grande al que se enfrenta el zapatismo es que a cada proceso de construcción emprendido pareciera que viene otro de destrucción (o la supuesta construcción desde el Estado). En este sentido, el Estado mexicano ha impulsado políticas que tienden a reordenar el espacio en las lógicas neoliberales. Dos son las muestras de ello: por un lado, la desarticulación y los conflictos intercomunitarios que se generan con el PROCEDE, dado que cambia los planos originales y aumenta el número de propietarios. Es decir, desarticula el tejido comunitario, puesto que la propiedad se da individualmente, creando con ello conflictos entre particulares y comunidades por la delimitación que generan los nuevos linderos. En pocas palabras, es la refuncionalización26 que el gobierno hace con el problema de la tierra. El segundo elemento es el proyecto de las “ciudades rurales sustentables” que, a manera de política colonial del siglo XVI, pretende realizar una reubicación de comunidades (entiéndase como la versión remasterizada de las Repúblicas de indios y las reducciones). El argumento: la imposibilidad del Estado para llevar todos los servicios y resolver las necesidades, vitales y laborales, de las comunidades que se hallan “dispersas” en la región. Por eficaz que parezca la argumentación, no deja ocultar la continuidad del proyecto Plan Puebla Panamá, en tanto que se trata de una reordenación del espacio con miras económicas (en función de las necesidades de la industria y el mercado), dejando olvidado todos los aspectos culturales y sociales que ligan y arraigan a las comunidades con sus territorios de vida.


    b) Bolivia, entre dos versiones de la autonomía


    El caso de Bolivia nos plantea la existencia real de posibilidades antagónicas en el marco de un mismo discurso, lo que nos lleva a pensar que la diferencia radica en el curso de los acontecimientos, de los hechos. Veamos, pues, el surgimiento de la demanda autonómica primero desde la derecha, para después hacer breves comentarios sobre aquella que emana del Estado.


    A comienzos del año 2005 se produjo en la región de Santa Cruz, al oriente de Bolivia, una gran movilización auspiciada por el empresariado que, aprovechando como pretexto el alza en los precios internos del diesel que se utiliza para la agroindustria, denunciaba el centralismo secante y exigía autonomía departamental. Esto ocurrió en medio de la gran división que por aquel entonces desgarraba al país entre quienes exigían la nacionalización de los hidrocarburos entregados a las transnacionales y quienes, más bien, defendían el status quo en virtud de sus importantes negocios de provisión de servicios a tales corporaciones extranjeras: una fracción del empresariado cruceño y tarijeño. Así, en enero de 2005 la oligarquía del oriente del país organizó su propia movilización, financiando un “paro departamental” sostenido por una insistente campaña de propaganda mediática y en el cual, además, obligó a sus empleados a acudir a un Cabildo. Fue entonces cuando se estableció la “autonomía departamental” como bandera política de la derecha, desde las regiones del oriente. Tal demanda de autonomía, funciona a dos niveles. Por un lado, sirve de coartada para las elites que se dotan de un “enemigo” a combatir y a partir del cual pueden movilizar cierto apoyo popular: el centralismo de La Paz. Por otro, tal dispositivo discursivo efectivamente recoge cierta sensación de malestar, muy extendida en las tierras bajas bolivianas, sobre el carácter conflictivo de los habitantes andinos y permite que fluyan y se exacerben las discrepancias que atraviesan a los sectores populares de estas dos regiones, en tanto los “cambas” suelen quejarse de la ambición hegemónica y el desprecio de “los andinos””27


    Así, la demanda autonómica, no sólo forma parte de travestismo ideológico con el que Rivera Cusicanqui ha caracterizado a las elites bolivianas, sino que provoca “movimientos anti-movimietos sociales con tácticas y métodos producidas por las luchas indias”28. Movimientos que incrementan los antagonismos culturales presentes en Bolivia. A la vez, la demanda autonómica tiene que ver con el desplazamiento de la economía boliviana, que si bien se encontraba arraigada al occidente con la minería, ahora encuentra un polo con el uso y abuso de tierras en Santa Cruz, así como los ricos campos gasíferos en el departamento de Tarija que concentran el 90% de las reservas nacionales, que ascienden a los 54 billones de pies cúbicos en reservas probadas y probables.


    Como explicamos, la disyuntiva autonómica está entre la administración a manos de los departamentos o en manos del Estado. La autonomía vista desde esta perspectiva económica puede ser apreciada como un progreso en fin de luchar contra la centralidad del Estado y fomentar una participación autodirigida entre los distintos niveles de la administración territorial de Bolivia. Sin embargo, la propuesta tiene que ser pensada en el desplazamiento de recursos naturales al que hacíamos referencia. Desde este enfoque, los grupos subalternos, los indios, que habían puesto a lo largo de la historia la fuerza vital para el desarrollo minero en el occidente, se ven ahora desplazados también de las economías del oriente. Estas nuevas y ricas zonas económicas tienen que ver, primero, con migraciones europeas y, segundo, el desarrollo y exploración en hidrocarburos. Estas autonomías, evidentemente, no toman en cuenta el desarrollo territorial y económico de un país en perspectiva histórica, ya que su visión de la administración de los recursos está más bien relacionada a una depredación de los mismos y a la continuidad de regímenes esclavistas en la zona. Pero más importante aún es la autonomía departamental que va en contra del Estado plurinacional comunitario al que hace referencia la nueva constitución. De ahí el rechazo oriental a la carta magna.


    En cambio, la autonomía de la que hablan los sectores indios (autonomía indígena originaria campesina y municipal) se refiere a la posibilidad legal de que los gobiernos locales puedan estructurar sus propias fuerzas y apunta al empoderamiento de la comunidad, esto es, a la posibilidad de definir y realizar las opciones en lo local, pero en relación con los otros niveles de la administración.


    Por otro lado, el manejo de los recursos naturales en Bolivia es sin lugar a dudas uno de los temas más complejos, ya que junto con la “nacionalización de los hidrocarburos” emergió un problema fundamental: la desgastada economía estatal y la dependencia con el capital financiero, limitan el ejercicio de la soberanía del Estado. La imposibilidad de fundar una empresa petrolera estatal, debido a la carencia de financiamiento propio, orilló a que Yacimientos Petrolíferos Fiscales de Bolivia asumiera el papel de fiscalizadora de las empresas extranjeras, dejando a estas últimas el papel de invertir y asumir responsabilidades. A este proceso se le llamó la nacionalización responsable y es al mismo tiempo un elemento que nos permite ver la necesidad de negociación por la que tiene que pasar el Estado boliviano en esta interacción con sus homólogos en el extranjero.


    El último punto que nos interesa comentar es la relación que ahora se establece entre comunidad y Estado. Veamos algunos detalles importantes.


    Si como exponíamos al inicio de este trabajo, el Estado es el espacio privilegiado de la política y esto fue así porque esta estructura administrativa hacía un uso legítimo y monopólico de la violencia; entonces, la construcción de un Estado plurinacional comunitario implica, si no la disolución total de esos cuerpos especializados en la violencia, sí la dispersión social de los poderes fácticos del Estado, y con ello, un empoderamiento de los poderes políticos, ahora conferidos y depositados en los microgobiernos comunales y barriales a los que hace referencia Mamani29.


    La experiencia social da cuenta de la posibilidad y viabilidad de la coexistencia de este tipo de cuerpos de control social30, que de ninguna manera, apuntan a la fragmentación o a una lucha contra el Estado, ni a la existencia de un “anarquismo judicial31”. Al contrario, representan la construcción de lo local desde lo local con el objeto de fortalecer la unidad en el marco de sociedades plurinacionales.


    A la vez, la existencia de un Estado comunal implica que la estructura comunitaria tiene que ser entendida como una organización que está ahí en donde está el Estado boliviano, es decir, a lo largo y ancho del territorio boliviano. Lo comunitario, entonces, sus capacidades de acción y proposición, no pueden ser limitadas a los espacios rurales. Esto todavía cobra mayor importancia, en tanto que el fenómeno migratorio se vuelve hoy por hoy un fenómeno cotidiano. Si el aymara o el quechua se encuentran “cabalgando entre dos mundos”32, o por el contrario, “las zonas rurales viven un proceso de despoblamiento”33, ambas posturas no implican que el tejido comunitario no pueda ser reconstruido en el espacio urbano.


    El problema de las autonomías, pensado desde la praxis zapatista y boliviana, es más un horizonte de desafíos que un abanico de soluciones. Las propuestas, como hemos visto, responden a contextos concretos que en muchas ocasiones van de la mano con Historias y procesos políticos de distinto tipo y que ahora encuentran en lo indio una base para su construcción. Las comunidades que emprenden el camino autonómico, han ido fusionando con el tiempo distintas tradiciones, corrientes o estrategias de lucha, muchas veces, pasando de lo legal al abierto conflicto frente al Estado y/o los grupos de poder económico y político, desde los locales hasta los internacionales.


    Sin adjetivar el estado actual de ambos, los logros y fracasos son la respuesta a una realidad apremiante, pues, como dijimos, representan más desafíos y superación de obstáculos que el simple encuentro con las soluciones. Pero a la par, la consolidación de un largo proceso que se venía tejiendo en la vida comunitaria. Tanto en el caso zapatista como en el boliviano, tenemos que pensar que sus nuevos estados son de alguna forma garantes de la continuidad del proceso y nunca un cenit o clímax de dichas luchas.
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    Autonomías zapatistas en Chiapas


    J. Jesús María Serna Moreno


    Introducción


    Antes de pasar al análisis de la autonomía en los hechos, representada por la experiencia zapatista, incluimos aquí logros en el terreno jurídico del movimiento indígena latinoamericano. La primera experiencia autonómica indígena integrada a un régimen legal en América Latina se dio en Panamá en 1925. Mediante este régimen, los cunas1 lograron la autonomía de la Comarca de San Blas en la que aún viven. La lucha de los pueblos indios en América Latina es, pues, larga y compleja. Gracias a ella, y al diverso pero ascendente y multitudinario movimiento por alcanzar sus derechos políticos y culturales, así como sus diversos proyectos de autonomía, lograron generarse cambios jurídicos que modifican el concepto de nación. Es así como en otros países del subcontinente también ha habido un establecimiento de leyes indígenas o reformas constitucionales. En la medida en que la percepción positivista del derecho entra en crisis tanto por factores socio-políticos como por los de orden metodológico-científico, han venido proliferando los debates en torno a la posibilidad de diálogo entre juristas sociólogos y antropólogos2. De esta manera, se producen avances e interesantes hallazgos en relación a nuevos planteamientos en lo referente a la “antropología jurídica”, al “pluralismo jurídico” o derechos colectivos y a los “derechos alternativos”.3


    A partir de que toman cuerpo la Declaración Universal de los Derechos Humanos y otros instrumentos internacionales4 en este campo se ha resaltado cada vez más la importancia de los derechos humanos colectivos incorporando nuevos debates al tema. Ejemplos de ello son: la Declaración Universal de los Pueblos Indígenas5 de las Naciones Unidas y el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT ) sobre pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes6, ratificado por diversos países de América Latina, entre ellos el nuestro.


    Por estas y otras vías de modificaciones constitucionales internas, en diversos países, durante las últimas dos décadas, se evidencian iniciativas desde el Estado que tienden a replantear la relación entre éste y los pueblos indígenas. Ejemplos sobresalientes en cuanto a cambios constitucionales serían los siguientes: las disposiciones adoptadas en la Constitución de Nicaragua en 1986 y en el Estatuto de Autonomía de las regiones de la Costa Atlántica; en el Brasil, el capítulo especial adoptado en la Constitución de 1988, en el cual se lograron significativos avances; asimismo, las disposiciones en materia de derechos indígenas que contienen las nuevas Constituciones de Colombia (1991) y de Paraguay (1992); y, por su parte, el Congreso de México adoptó, primero, una enmienda al artículo 4º de la Constitución Federal, que, aunque ha sido justamente criticada por su ambigüedad y limitaciones, reconoce el carácter pluriétnico de la sociedad mexicana, así como otros derechos de los pueblos indígenas7 y, segundo, una mal llamada ley indígena, del 2001 que fue rechazada por las organizaciones indígenas, principalmente por la más importante de ellas: el Consejo Nacional Indígena.


    En otros países se han venido considerando un conjunto de leyes orgánicas nacionales en materia de derechos indígenas o reformas constitucionales, como ha ocurrido en años recientes en Argentina, Bolivia, Chile, Brasil, Colombia, Ecuador, Guatemala, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú y Venezuela. Vale la pena destacar las importantes iniciativas que ha tomado el gobierno de Chile con el objetivo de reconocer la existencia y el carácter perdurable de los pueblos indígenas como parte del amplio proceso de afirmación de la sociedad civil8. Por otra parte, en Guatemala el tema indígena, aunque es una sección importantísima de los acuerdos de paz entre el gobierno y la oposición armada, no se ha llevado a la práctica9.


    Otros avances significativos que se pueden citar son: la constitución de una Comisión Especial de Asuntos Indígenas de la Amazonía y la participación de las organizaciones indígenas amazónicas en la formulación y ejecución de programas de desarrollo a partir del Tratado de Cooperación Amazónica firmado por los Estados de los países de la región. Los proyectos hasta ahora aprobados dan prioridad a programas de apoyo a los indígenas en el manejo, protección y consolidación de los procesos de reconocimiento de áreas a las comunidades indígenas.


    Es significativo también que, en materia de tierras y áreas, el gobierno de Colombia concedió alrededor de 18 millones de hectáreas a los pueblos indígenas en la región amazónica de ese país durante los años de 1989 a 1993. Asimismo, el gobierno de Bolivia, como resultado de un proceso de organizaciones iniciadas en 1987 y de una importante movilización de indígenas del Beni, procedió a conferir en 1990 una dotación de alrededor de 2 millones de hectáreas en algunas áreas de bosques y llanos tropicales como parte de un programa más amplio que ha iniciado en favor de los indígenas del Oriente. La concesión de una área yanomami en Venezuela, así como en Brasil, son avances importantes. De acuerdo con la Constitución del Brasil, las áreas indígenas debían de ser demarcadas a fines de 1993 y, aunque se ha avanzado en ese sentido, aún quedan demandas no alcanzadas del todo en este respecto.


    Estos diversos procesos se encuentran estrechamente relacionados al crecimiento y consolidación de organizaciones indígenas que han formulado diversas demandas y programas concretos con miras a construir un futuro diferente para sus propios pueblos y las sociedades nacionales en los cuales están insertos. La organización y movilización indígena han ocurrido en un contexto general de lucha por la democracia y el afianzamiento de la sociedad civil, donde quizá en la forma más clara y contundente, las organizaciones indígenas y sus líderes han formulado sus propias demandas de cambio cualitativo en la relación de éstos con el Estado.


    En los procesos observados, tanto a nivel nacional como internacional, se destaca la interacción de tres factores: lo normativo, el cambio de actitud por parte del Estado y el grado de organización y lucha de los pueblos indígenas. Estos factores se combinan de diversas maneras en cada caso, dependiendo del peso relativo de cada uno de éstos y la dinámica concreta en la que se inscriben, pero, en general, es la lucha la que ha venido impulsando los cambios más profundos.


    En el conjunto de los países del continente, quizás el déficit mayor en el actual momento está en desarrollar una adecuada normatividad que, en muchos casos, implica la refundación de los Estados-nación en una perspectiva de abandono de su carácter monoétnico o etnócrata.


    Cada caso representa un modelo diferente de autonomía, de tal manera que no existe un modelo único al que podamos referirnos al teorizar sobre este tema como objeto de estudio. Entre los trabajos más importantes acerca de las autonomías que se han publicado en los últimos años, tenemos tal cantidad que ni siquiera podríamos citar los más importantes. Sin embargo, agregamos al final de este trabajo una lista representativa de algunos de ellos.


    Es precisamente en este contexto de otras experiencias en América Latina y de este intenso debate, que planteamos el análisis de los aportes del zapatismo en el terreno de las autonomías y en medio de la lucha de los pueblos indios de México y América Latina por lograr su autodeterminación y una nueva forma de hacer política.


    Segundo Encuentro de los Pueblos Zapatistas con los Pueblos del Mundo


    A este Encuentro asistimos para recabar la información sobre el desarrollo y resultados del ejercicio autonómico de facto en los tres niveles: Caracoles, Juntas de Buen Gobierno (JBG) y Municipios Autónomos Revolucionarios Zapatistas (MAREZ). Se llevó a cabo en territorio zapatista del 20 al 28 de julio de 2007 con los invitados especiales y representantes del Movimiento Sin Tierra (MST) de trabajadores rurales de Brasil, del movimiento campesino de Corea, del movimiento campesino de Madagascar, movimiento campesino de Estados Unidos, de vía campesina en Europa, Asia, África y de América. Este evento congregó también a observadores, simpatizantes, miembros de la otra campaña y adherentes a la Sexta Declaración de la Selva Lacandona de más de 80 países. Arrancó con la discusión de temas referentes a la autonomía (que ya había sido ampliamente trabajado en el primer encuentro, ahora con un reporte de los avances y un balance colectivo por parte de las autoridades autónomas zapatistas), el movimiento popular oaxaqueño y el llamado a asistir al siguiente encuentro indígena que se realizó en octubre de 2007 en territorio yaqui.


    En las diversas mesas de trabajo, los comandantes y comandantas, así como las bases de apoyo, explicaron los trabajos que por más de trece años han realizado en la construcción de la autonomía. En esta ardua labor, la recuperación y la defensa de tierras ha sido fundamental, según ellos mismos explicaron.


    Autonomía en los hechos. Un balance


    En este apartado mostramos algunas declaraciones de miembros del Comité Clandestino Revolucionario Indígena (CCRI) del EZLN mediante las cuales establecen algunos puntos de balance que ellos mismos hacen del Encuentro y del desarrollo de la autonomía en los hechos10.


    “Este es nuestro pequeño balance de los más de 13 años de lucha [...] la trayectoria de nuestra lucha, como se ha transformado desde cuando existían los patrones que mantenían el poder en sus manos, los ríos, las montañas, la fuerza de trabajo, y cuando todos ellos manipulaban, explotaban, maltrataban...” (Comandante del CCRI Zona Selva Fronteriza).


    “El inicio del proceso de construcción de la autonomía parte desde la Primera Declaración de la Selva Lacandona. [...] El EZLN rompe el cerco militar al gobierno federal y se declaran formalmente los municipios autónomos [...] Cada municipio autónomo reconoció sus límites territoriales para ejercer sus autoridades...” (Comandante del CCRI Zona Norte).


    “El mal gobierno mandó la represión para desmantelar los municipios autónomos, juntamente con los paramilitares […] El gobierno no pudo acabar nuestros corazones […] Volvimos a reconstruir más fuerte, más organización y más trabajo del pueblo, nuestras bases de apoyo zapatistas no se rindieron ni tampoco se vendieron […] nos hicimos más fuertes en la resistencia” (Comandanta del CCRI Zona Selva Tzetzal).


    “Ante los planes de guerra gubernamental, los compañeros y compañeras en las zonas zapatistas se organizan en los diferentes niveles de trabajo. Para resistir, cada comunidad y cada municipio, organizó su resistencia de muchas formas y en todos los niveles” (Comandanta del CCRI Zona Altos).


    “Al no caer en las provocaciones del mal gobierno, empezamos a responder en vías pacíficas […] Entramos en otra etapa de lucha política...” (Comandante del CCRI Zona Altos).


    Los comandantes y comandantas en los cinco caracoles recordaron las diferentes iniciativas políticas que emprendieron: el gobierno tuvo que sentarse a negociar y firmó los acuerdos de San Andrés. En esos diálogos, el EZLN no estaba solo, sino que estaban los pueblos indios de México.


    Más adelante agregan que “el 9 de agosto de 2003 las JBG quedan integradas por compañeros y compañeras de bases de apoyo […] Es un paso importante y una nueva etapa política de nuestra lucha por la autonomía” (Comandanta del CCRI Zona Altos).


    Y para concluir, aseguran lo siguiente: “Con la creación de los caracoles y las JBG, la estructura organizativa y política de la autonomía de nuestros pueblos va tomando formas de cómo autogobernarse con un sentido más amplio, más claro para ejercer el derecho de la autodeterminación de los pueblos, como lo señala el convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y los acuerdos de San Andrés” (Comandante del CCRI Zona Norte).


    Autonomía y gobierno. Otra forma de hacer política.


    Veamos ahora otras opiniones sobre las experiencias de las nuevas formas de gobernar y ejercer la autonomía que ilustran muy bien lo que se han propuesto como otra forma de hacer política y lo que han logrado en estos años de autonomía de hecho en la zona zapatista.


    “Los diferentes niveles de autoridades autónomas han tratado de solucionar los problemas y han aplicado la justicia dependiendo del tamaño del delito y sin distinción de personas, partidos políticos, organizaciones y credo religioso. Cada municipio autónomo y la JBG resuelven los problemas de acuerdo a sus usos y costumbres sin cobrar ni un centavo, porque la justicia no es un negocio como lo hacen los malos gobernantes. Cada municipio resuelve los problemas y aplican la justicia” (Comandanta del CCRI Zona Altos).


    “La tarea principal de las JBG es gobernar en sus territorios, sin distinción de personas, buscar soluciones a los problemas y necesidades de los pueblos en la medida de sus posibilidades y sus capacidades, impulsar el desarrollo de las distintas áreas de trabajo, buscar nuevos proyectos económicos y sociales con el fin de fortalecer la resistencia” (Comandanta del CCRI Zona Altos).


    “Durante los años de función de la JBG, los pueblos rebeldes han aprendido a gobernar y administrar los apoyos para equilibrar el desarrollo de los municipios y de las comunidades, así como a aprender a vigilar el funcionamiento de sus delegados para que no caigan en la corrupción como sucede en el sistema del mal gobierno. El buen gobierno ha sido más importante en su intervención en la solución pacífica de los diferentes problemas o conflictos que acontecen en los municipios autónomos de cada zona” (Comandante del CCRI Zona Norte).


    “Los avances que se han logrado en las JBG, han participado en los turnos hombres y mujeres que trabajan [de manera rotativa], se ha visto que en el trabajo todos juntos organizados y unidos podemos lograr muchas cosas y dar un paso más adelante […] Nosotros los zapatistas estamos con el corazón abierto para seguir construyendo esa autonomía” (Comandante del CCRI Zona Selva Tzeltal).


    La práctica del mandar obedeciendo


    “La forma de gobernar que pretendemos los indígenas zapatistas, queremos rescatar y poner en la práctica el pensamiento de nuestros antepasados que vivieron y se gobernaron de acuerdo a sus formas de pensar, de entender y de servir a su pueblo, como decimos ahora los zapatistas, en la práctica del mandar obedeciendo […] Ya demostramos que los pueblos somos capaces para gobernar y gobernarnos sin necesidad de los partidos políticos corruptos y de los ricos...” (Comandanta del CCRI Zona Altos).


    “Las autoridades de cada municipio, integradas por compañeros y compañeras bases de apoyo, tienen la responsabilidad de resolver todo tipo de problemas, ver las necesidades y defender los intereses del pueblo. En las diferentes comunidades de los municipios autónomos también tienen sus respectivas autoridades locales que tienen la misma responsabilidad de resolver los diferentes problemas que surgen de la comunidad” (Comandante del CCRI Zona Altos).


    “Las autoridades locales si no alcanzan a solucionar algún problema lo enviarán en el municipio, la justicia cada municipio están trabajando las autoridades autónomas...[que] hacen la investigación profunda y cuanto tenga pruebas suficientes le dan dicho de terminado, cuando el municipio no alcanza a solucionar las problemas lo enviarán en la JBG” (Comandanta del CCRI Zona Selva Tzeltal).


    Las comunidades y los Municipios Autónomos Rebeldes Zapatistas en la formación de las Juntas de Buen Gobierno


    El ejercicio de facto de las autonomías indígenas es algo que ya existía en muchas partes desde hace mucho tiempo y el debate en relación a ellas ha sido muy intenso y se disparó después del levantamiento armado del EZLN, en enero de 1994.


    La actividad de las Juntas de Buen Gobierno constituye sólo uno de los ejemplos en donde el ejercicio de la autonomía y la producción jurídica de hecho, no han aguardado tanto a los cambios de paradigmas teóricos. En estos espacios, la autonomía fáctica ha constituido la alternativa más eficiente para cumplir dos objetivos que se engarzan entre sí: el cumplimiento de la demanda política vertida sustancialmente en San Andrés, así como el hecho de contrarrestar las debilidades que la ausencia estatal ha dejado por años.


    Los MAREZ se superponen geográfica y políticamente a los municipios constitucionales, están gobernados por un Consejo Autónomo constituido por representantes de las comunidades y, de forma paralela a la oficial, deciden su propia organización jurídica, educativa y de salud –en una actitud de resistencia–, en tales labores no aceptan proyectos ni dinero gubernamentales.


    n agosto de 1995, se fundaron los Aguascalientes que eran –además de espacio de interlocución entre los zapatistas y la sociedad civil nacional e internacional– sede de los mandos político-militares, con un Comité Clandestino Revolucionario Indígena (CCRI) en cada uno de ellos. Su aplicación incluía zonas del área de influencia de los MAREZ, hecho que contaminaba las decisiones del gobierno civil autónomo comunitario con la injerencia en ellas del mando político-militar. Este hecho, entre otros, fue reconocido por los insurgentes como indeseable. Entonces decidieron implementar una serie de cambios que dieran solución a los problemas detectados.


    Los Caracoles. Contexto de origen


    Los Caracoles “serán como puertas para entrarse a las comunidades y para que las comunidades salgan, como ventanas para vernos dentro y para que veamos fuera, como bocinas para sacar lejos nuestra palabra y para escuchar la del que lejos está”11.


    Durante la segunda quincena de julio y la primera de agosto de 2003, el EZLN, a través de su Comandancia General, hizo pública una serie de cambios que significaron su reestructuración. Las modificaciones efectuadas tuvieron 3 ejes principales: a) cambios hacia fuera, b) cambios en su estructura interna y c) cambios en su forma de lucha.


    Entre los cambios hacia adentro de la organización12 se encontraban: 1) la separación entre órganos civiles y político-militares, lo cual implicaba la desaparición de los Aguascalientes y, en su lugar, la emergencia de los Caracoles, 2) Como resultado de lo anterior, la constitución de las Juntas de Buen Gobierno como estructura encargada de la observancia del buen gobierno en las entidades autónomas zapatistas, 3) la definición de los órganos de gobierno de las entidades autónomas, así como de sus competencias y atribuciones. Las modificaciones externas establecían nuevas reglas de la relación entre los entes zapatistas con: las sociedades civiles, nacional e internacional, las agencias y organismos de apoyo nacional e internacional y con las comunidades y organizaciones sociales de su alrededor. En lo respectivo a la estrategia de lucha13, se 1) ratificó la implementación de gobiernos paralelos como mecanismo para la organización política interna y para la aplicación fáctica de los Acuerdos de San Andrés, 2) se refrendó la vía civilista como estrategia de cambio social.


    Juntas de Buen Gobierno: una expresión de autonomía de hecho


    Las JBG precisamente son producto de esos cambios en la estructura zapatista, como la más sintomática forma de enriquecer la organización autónoma mediante la separación de la actividad político-militar14 respecto de la actividad civil autónoma, a la que justamente estarían abocadas.


    El gobierno civil autónomo está dividido en 3 niveles: el regional, ejercido por las JBG; el municipal, desarrollado por los Consejos Autónomos de cada MAREZ, y el comunitario, a través de las comunidades en resistencia. Los MAREZ se agrupan en cinco regiones15: Altos, Norte, Altamirano, Selva Tojolabal y Selva Tseltal. Existen en total cinco JBG, una por cada zona de agrupación de los municipios autónomos que tiene sede en el respectivo Caracol16. Es decir, la Junta es el ente organizativo de gobierno autónomo y el Caracol es el espacio físico donde radica la Junta, es su “casa”. Cada Junta tiene un nombre que ha sido elegido por los Comités Autónomos17.


    El nivel regional de gobierno, representado por las Juntas, tiene bajo su jurisdicción una determinada cantidad de MAREZ. Los MAREZ18 mantienen competencias exclusivas. Pero, en este momento, concentraremos la atención sólo en las facultades de gobierno que poseen las Juntas.


    Las JBG se componen por una o dos autoridades provenientes de cada uno de los Consejos Autónomos de los MAREZ de la región correspondiente; dichas autoridades se rotan cada 7, 15 o 30 días, dependiendo de la región19. Debido a que su creación forma parte de las acciones que pretendían combatir los problemas con los que se enfrentaban las autonomías, podríamos decir que la misión buengobiernista –valga el neologismo– se resumen en: 1) dirimir las disparidades de desarrollo autónomo que subsisten inter-regional, inter-comunitariamente –dentro de una misma región– e inclusive intra-comunitariamente. En consecuencia, 2) combatir la concentración unipersonal de beneficios, así como 3) evitar el deterioro de la legitimidad de los órganos de autogobierno. Por otro lado, la fundación de las JBG buscó mantener un interlocutor único frente a los proyectos, denuncias y cualquier contacto que se refiera a los municipios que competen a cada región. Para el cumplimiento de tales objetivos, a las JBG se le asignaron las siguientes atribuciones:20


    
      	Contrarrestar en aquello que esté a su alcance la desigualdad en el desarrollo de los municipios autónomos y de las comunidades.


      	
        Hacer las veces de Mediador en los conflictos que pudiesen presentarse entre:

        
          	municipios autónomos, y; b) entre municipios autónomos y municipios gubernamentales.

        

      


      	
        Atender las denuncias contra los Consejos Autónomos por violaciones a los derechos humanos, protestas e inconformidades, y derivado de ello

        
          	desplegar las acciones conducentes para investigar su veracidad; b) ordenar a los Consejos Autónomos la corrección de estos errores, y; c) vigilar el cumplimiento de las órdenes mencionadas.

        

      


      	Vigilar la realización de proyectos y tareas comunitarias en los Municipios Autónomos Rebeldes Zapatistas, cuidando que se cumplan los tiempos y formas acordados por las comunidades.


      	Promover el apoyo a proyectos comunitarios en los Municipios Autónomos Rebeldes Zapatistas.


      	Vigilar el cumplimiento de las leyes que, de común acuerdo con las comunidades, funcionen en los Municipios Autónomos Rebeldes Zapatistas.


      	
        Atender y guiar a la sociedad civil nacional e internacional en

        
          	las visitas a comunidades, b) el inicio de proyectos productivos; c) la instalación de campamentos de paz; d) la realización de investigaciones, siempre que éstas reporten un beneficio a las comunidades, y; e) cualquier actividad permitida en comunidades rebeldes.

        

      


      	
        De común acuerdo con el CCRI-CG del EZLN,

        
          	promover y aprobar la participación de compañeros y compañeras de los Municipios Autónomos Rebeldes Zapatistas en actividades o eventos fuera de las comunidades rebeldes, y para; b) elegir y preparar a esos compañeros y compañeras para tales efectos.

        

      


      	Imponer el llamado “impuesto hermano” a todos los proyectos que se desarrollen en los municipios de su jurisdicción, mismo que consiste en el 10 % del monto total del proyecto. Por ejemplo, si una comunidad, municipio o colectivo recibe apoyo económico para un proyecto, deberá entregar 10 % del total del mismo a la JBG correspondiente, para que ésta lo re-destine a otra comunidad con menores apoyos.


      	Regular el ingreso de personas a los MAREZ


      	Registrar como zapatistas a las personas, comunidades, cooperativas y sociedades de producción y comercialización que soliciten su registro, con el fin de ser reconocidas como tales.


      	Los excedentes o bonificaciones por la comercialización de productos de cooperativas y sociedades zapatistas se entregarán a las JBG para que se apoye a los compañeros y compañeras que no pueden comercializar sus productos o no reciben ningún tipo de apoyo.


      	
        En lo concerniente a donativos y apoyos provenientes de la sociedad civil nacional e internacional, cuyo destino sea una o varias personas, comunidad o municipio autónomo en particular, la JBG:

        
          	evaluará la situación de la comunidades, y después; b) decidirá el destino más necesario para tal apoyo.

        

      

    


    Las actividades desarrolladas por las JBG estarán sometidas en cada zona al control y vigilancia del CCRI, con el fin de evitar actos de corrupción, intolerancia, arbitrariedades, injusticia y desviación del principio zapatista de “mandar obedeciendo”.


    Las JBG ofrecen atención gratuita a todo el que acude a ellas para resolver sus conflictos, siendo zapatistas o no. Con frecuencia reportan casos de personas que sin ser zapatistas concurren a ellas (y a los demás niveles de gobierno autónomos) para resolver sus asuntos; “en algunos lados (por ejemplo, en San Andrés, Sakamch’en de los Pobres) hasta los priístas acuden a la autoridad autónoma porque, dicen, “ellos sí atienden y resuelven ‘la’ problema”21.


    Integración de autoridades y modo de operar


    El nacimiento de las JBG como nuevo nivel organizativo se conecta con acciones cuyo claro propósito es la corrección del gobierno autonómico, así como la reorientación de su área de influencia. Su objetivo fundamental es vigilar las prácticas de “buen gobierno” de los organismos autónomos. Son a la vez instancias civiles de representación y negociación hacia el interior y hacia el exterior de la organización zapatista. Esta función es herencia clara del quehacer de los extintos Aguascalientes.


    En su actuación, las JBG mantienen los principios éticos del llamado neozapatismo22, sintetizados emblemáticamente en uno al que las propias Juntas hacen frecuente referencia: el “mandar obedeciendo”. Este principio representa la expresión más clara del poder popular: las autoridades son representantes de quienes las eligieron y, por lo tanto, se encuentran obligadas a obedecer los mandatos de los mismos y su actividad está sometida a ellos; con todo, este es un proceso no acabado sino de construcción constante23. Puede observarse que este principio tiene relación con las nociones como democracia participativa y mecanismos de control y rendición de cuentas. Del “mandar obedeciendo” las propias Juntas exponen:


    “La idea de los pueblos es gobernarse por sí mismos, y tomando como principio de la lucha que el poder está en el pueblo. En nuestro pueblo discuten un tiempo lo que propongamos como autoridad. Pero, como autoridades sólo somos representantes. Sobre nosotros hay un poder que es el poder del pueblo. El pueblo tiene problemas que no llegan a discutir, si no lo han discutido es su problema. Pero si hacemos algo que el pueblo no sabe, entonces, vienen nuestras críticas. Tenemos que aceptarlas”24


    Quienes forman parte de las Juntas reconocen en su hacer tonos distintos del hacer oficial-gubernamental, “las formas de los indígenas no coinciden con las formas del gobierno oficial. Y nosotros decidimos en la forma del ‘mandar obedeciendo’ con nuestras propias autoridades para que nos ayuden y nos ayudemos nosotros”25. Sostienen que la forma de impartir justicia proveniente del Estado se distingue de la impartida por los órganos autónomos en cuestión, a la cual efectúan un cuestionamiento sobrio y contundente, “nosotros pensamos y creemos que hay otra forma de aplicar la justicia. No hay dinero [de] por medio”26.


    El entramado normativo que guía el gobierno desarrollado por las Juntas está conformado básicamente por lo que los insurgentes autónomos nombran “camino del buen pensamiento”27 y que desde la perspectiva académica y/u oficial correspondería al de usos y costumbres. Sin embargo, pese a la generalizada caracterización de estatismo que se tiene de éstos, se observa una visión crítica que revela en sus normas la característica opuesta, es decir dinámica, “se trabaja mucho como norma los usos y costumbres. [Pero] Sabemos que hay también malas costumbres […] Poco a poco vamos viendo qué cosas benefician al pueblo y cuáles no, pero siempre vamos pasito a pasito. Lo va a decir nuestro caminar”28.


    Es decir, la aplicación de las costumbres no se efectúa de manera estancada, lineal e ininterrumpida, sino que el contenido y aplicación de las mismas también se actualiza y modifica de acuerdo al devenir social. Algunos eventos se resuelven en función del hecho o infracción específica que los provoca. Dentro de las normas de conocimiento común para quienes viven o ingresan a la jurisdicción de alguna Junta (y en general de todo territorio zapatista) se encuentran la prohibición de tráfico de armas, personas, alcohol y drogas. De estos dos últimos, está sancionado también su consumo.


    En este rubro es interesante la idea de educación social que subyace como mecanismo para lograr la eficacia de las normas y la cohesión social. Se reconoce importancia mayor a la labor informativa y educativa que las autoridades desarrollen hacia el tejido social, que la sanción misma de conductas con la respectiva coerción, “no se trata de prohibir sino de concientizar. Se trata de una cuestión formativa e informativa. Lo más fuerte es el actuar, el hacer. No sirve que la JBG prohíba”29.


    La resolución de conflictos se logra frecuentemente a través de la conciliación y la mediación, dos de los métodos usados de forma más recurrente por las JBG. En un primer momento, procede la búsqueda de información acerca del conflicto. Luego, se cita a las partes involucradas y se les reúne para conversar sobre el hecho, de donde se espera hallar las razones que lo originaron. Si la causa no encontró solución a través de la conciliación o la mediación, la sentencia –a través de sanciones– le da finiquito.


    Las sanciones se materializan básicamente de dos formas: trabajo comunitario y restitución del daño. Ambas medidas tienen como fin sanar el tejido social. Así, mediante el trabajo a favor de la colectividad (cuyo periodo se fija en función de la gravedad de la falta perpetrada), se busca la reflexión y reintegración social del sujeto infractor. El objetivo de la restitución del daño se centra en retornar las cosas (en la medida dable) al estado que tenían antes de la infracción o, en su caso, al menor daño posible30. Pero, como hemos visto, la labor del buen gobierno no se restringe dentro de las Juntas a la aplicación de normas jurídicas de naturaleza “penal” de resolución de conflictos o a la administración de justicia. Las Juntas poseen atribuciones que en su momento tienen (o pueden tener) traducción jurídica ampliada a través de órdenes, actos administrativos, entre otros.


    



    Relaciones entre el derecho estatal y el derecho buengobiernista: la respuesta oficial


    Tras el nacimiento de las Juntas, el gobierno federal, por conducto del entonces Secretario de Gobernación, Santiago Creel, formulaba declaraciones públicas refiriendo el derecho que los zapatistas tenían de ejercer su libre opinión, la manifestación de sus ideas, de libertad de reunión entre otros, igual que cualquier otra organización social. La minimización del evento, y la negación de su carácter de “gobierno”, sintetizaron la posición oficial respecto de la creación de las JBG, que significó una salida política epidérmica, cuyo fondo eludió resolver, “tocará a los legisladores […] ver la pertinencia de llevar a cabo las modificaciones correspondientes para ver si tiene acomodo o no en esta reforma. Lo que es claro es que son tres niveles de gobierno, tal y como lo marca la Constitución”31.


    Al igual que lo han hecho los demás órdenes de gobierno autónomo zapatista preexistentes, desde que emergieron, las JBG, a través de sus delegados, se han empeñado en el respeto de sus acuerdos internos, así como de sus propios sistemas normativos y de resolución de conflictos. Hasta hoy, tal intento no ha transcurrido de forma llana, el clima de confrontación aún tiñe la actividad buengobiernista. Pero esto no ha impedido la consolidación de su eficacia fáctica ni el crecimiento de su legitimidad, incluso entre aquellos que no son parte de las filas zapatistas.


    No obstante, todo indica que con independencia de la aceptación, tolerancia o represión que pudiesen ejercer los organismos del Estado, cuestionar el robustecimiento de actividades de la actuación de las JBG y su consolidación como autoridades de facto, resulta cada vez menos fácil, incluso para algunas autoridades oficiales, constitucionalmente establecidas.


    Así lo ilustra Cubells32 al relatar un caso verídico acontecido en el municipio autónomo Miguel Hidalgo. En las inmediaciones del municipio fueron detenidos por agentes de seguridad pública Juan Sántiz Gómez y Fernando Sántiz Pérez, bases de apoyo zapatistas del MAREZ Miguel Hidalgo, para luego ser llevados al Centro de Readaptación Social (CERESO) número 5, acusados del delito de ecocidio. La JBG respectiva (correspondiente a la región Tzots Choj) exhibió como injusta la acusación de sus compañeros, alegando que la leña es parte de su necesidad vital. El Consejo Autónomo de Miguel Hidalgo testificó señalando que las dos personas detenidas tenían permiso expedido por autoridades autónomas para cortar leña necesaria para uso doméstico. Posteriormente, y dentro del término probatorio correspondiente, la defensa presentó como prueba el documento donde se establecía dicha autorización. La jueza del caso hizo pronunciamiento acerca de la validez del permiso expedido por el municipio autónomo, pero 7 días después de efectuada la detención, finalmente dictó “auto de libertad”, sólo que “bajo reserva de ley. Un hecho todavía más contundente es reportado por SIPAZ en su informe del mes de marzo de 200333, donde se explica que “en una JBG nos compartieron que un compañero de una organización no zapatista había recibido apoyo de la presidencia Municipal para su pasaje hasta la JBG, mostrando el citatorio de la propia junta”. Sendos hechos hablan por sí mismos.


    Lo que podemos concluir, por lo tanto es que la autonomia zapatista, si bien no tiene reconocimiento de los “gobiernos”, camina firme por las vías de los hechos.
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        1 Cuna o kuna, es el nombre de un pueblo amerindio que está asentado en algunas zonas de Panamá.

      


      
        2 Véase Crítica Jurídica, núm. 11 y 14, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 1992, 1994, respectivamente; Cuadernos del Instituto de Investigaciones Jurídicas, Serie L, a) Derecho Indígena, núm. 1, “Derechos Contemporáneos de los pueblos indios” y, en particular, el num. 4 de estos Cuadernos: “Etnicidad y Derecho, un diálogo postergado entre los científicos sociales”.

      


      
        3 Para antropología jurídica, véanse, además de las revistas de la cita anterior: Revista del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UAEM, Nueva Época, núm. 10, México, Universidad Autónoma del Estado de México, junio de 1994; Norbert Rouland; Antropologie Juridique, París, Presses Univrsitaires de France, 1988; Esther Sánchez Botero, Antropología Jurídica; normas formales costumbres legales, Colombia, Sociedad Antropológica de Colombia, 1992 y el núm. 3 de la Serie L de Cuadernos del Instituto, Op. Cit. En donde se incluye el trabajo de Carlos Salvador Ordóñez Mazariegos, “Bibliografía Selecta sobre Antropología Jurídica” Op. Cit., pp. 131-142, y que, para el caso, recomendamos ampliamente. Sobre pluralismo jurídico, recomendamos: Germán Palacio, Pluralismo jurídico. El desafío al derecho oficial, Bogotá, Universidad Nacional de Colombia, 1993. En lo que respecta a los derechos alternativos: Miguel Alberto Bartolomé, “El derecho a la existencia cultural alterna”, Derechos indígenas en la actualidad, México, IIJ-UNAM, 1994.

      


      
        4 Véanse Rodolfo Stavenhagen, “Derechos humanos y derechos indios” Justicia y Paz, año 1, núm. 2, México, febrero, 1986; R. Stavenhagen et. al., Derecho indígena y derechos humanos en América Latina, El Colegio de México, 1988; Madrazo, Jorge, et al., Aspectos nacionales e internacionales sobre derecho indígena, Instituto de Investigaciones Jurídcas, México, UNAM, 1991.
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        8 Véase José Bengoa C., “Breve historia de la legislación indígena en Chile” en H. Diaz-Polanco, (comp.), Op. cit., pp. 299-335.
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    El municipio indígena desde dos experiencias: Oaxaca y Chiapas


    Yacotzin Bravo Espinosa


    Introducción


    El tema del reconocimiento y respeto de los derechos de los pueblos indígenas, es un tema de suma trascendencia, debido a que las diferentes luchas por la reivindicación de estos derechos han evidenciado los principios sobre los que se sustenta la organización del poder estatal y la sociedad. Los fundamentos tales como el federalismo, la democracia representativa, los derechos individuales, el monopolio de la producción y la aplicación de la norma, así como del ejercicio de la coactividad por parte del Estado, entre otros, se han vuelto insatisfactorios y limitados frente a diversas luchas indígenas que no sólo reclaman el respeto, cumplimiento y garantía de los insuficientes derechos reconocidos en la norma que son vulnerados reiterada y sistemáticamente, sino también, el reconocimiento y respeto de sus derechos colectivos negados a lo largo de la historia por el derecho dominante.


    Esta ceguera jurídica por parte del Estado ha determinado que los pueblos indígenas en diversas partes del país consoliden procesos de defensa, ejercicio y construcción de sus derechos, tales como la autonomía, el territorio, la impartición de justicia indígena, etcétera., lo que ha originado la constitución de centros alternos y algunas veces contrapuestos de poder o gobierno, así como de creación y aplicación normativa en diferentes niveles que rebasan la juricidad y los centros de poder público establecidos por el Estado.


    En este sentido, el presente trabajo tiene como objetivo analizar la forma en que los pueblos y comunidades indígenas, al ejercer su derecho de autonomía, crean niveles de gobierno local indígena, específicamente a nivel municipal —aunque se hará mención al nivel regional— ya sea mediante la apropiación de la figura legal del municipio libre, conforme su propia forma de organización política y normativa, como es el caso de San Juan Cotzocón de la región Mixe en el estado de Oaxaca, o a través de los municipios cuya creación, organización, funcionamiento, facultades, delimitación y jurisdicción es determinada desde los propios pueblos y comunidades que los constituyen de facto, al margen de la ley del Estado, como es el caso de los Municipios Autónomos Rebeldes Zapatistas en Chiapas. Estas realidades ayudarán a comprender los alcances, limitaciones y ausencias de la estructura de gobierno y de su marco jurídico vigente, sobre todo en lo que concierne al reconocimiento y respeto del derecho de autonomía y su ejercicio en sus diferentes niveles.


    La población indígena en los municipios oficiales


    En México, aproximadamente, la población indígena es de 10 millones 253 mil 627 personas, que representan, el 10.5% del total de la población.1 Esta población indígena habita en 871 de los 2 mil 443 municipios existentes en el país, es decir, en el 35.7% del total de los municipios.


    En 655 de estos municipios, la población es mayoritariamente indígena: en 481 la población indígena constituye más del 70% de los habitantes y en 174 las personas indígenas representan del 40 al 59%.


    Los municipios considerados sin mayoría indígena son 216: en 190 la población supera la cantidad de 5,000 y sólo 26 municipios tienen menos de 5,000 habitantes indígenas.


    Entre los estados con mayor presencia indígena, en relación, con su población total, encontramos a Oaxaca y Chiapas.2 El primero posee 310 municipios y el segundo 45 de los 655 municipios que hay a nivel nacional con población mayoritariamente indígena.


    Respecto a las condiciones en las que se encuentran los 871 municipios con población indígena, en 295 el grado de marginación es muy alto y en 363 el grado de marginación es alto.3


    El municipio indígena


    Hablar de municipios indígenas no sólo hace referencia al número de población indígena que habita en ellos, porque estos términos cuantitativos se limitan a proporcionar un panorama general de la presencia, localización y condiciones de la población indígena en nuestro país. La concepción del municipio indígena tiene que ver con la forma en que los pueblos y comunidades indígenas crean, integran, desenvuelven, organizan y funcionalizan al municipio como un nivel propio de gobierno.


    Sin embargo, el municipio como figura jurídica es parte de los tres niveles de gobierno de la federación mexicana, regulada en las diferentes leyes de Estado, empezando por la constitución. El municipio como organización federal se instituye en un primer momento sobre la base de la organización territorial española implantada en nuestro país durante la Nueva España4 y después por el federalismo Estadounidense,5 de manera que, al determinarse las fronteras territoriales, no se tomaron en cuenta los territorios ancestrales indios con raíces culturales comunes, lo que provocó que éstos pueblos fueran divididos arbitrariamente entre varias entidades federativas, municipios e incluso quedarán fuera de las fronteras territoriales del país.6


    El municipio colonial antecedente del municipio oficial actual , se dividía en dos tipos: los municipios o repúblicas de españoles y las repúblicas de indios. Las segundas surgen de la idea de congregar a los pueblos indígenas en asentamientos impuestos para destruir sus nexos étnicos con las tierras que habitaban, con el objeto de cristianizarlos y readecuar sus espacios territoriales en beneficio de los españoles, a través del despojo de sus territorios.7 Institución que llevó a los pueblos indígenas a diferentes grados de aculturación, aunque también fue un instrumento de los propios pueblos para conservar su identidad local y ejercer su autogobierno.


    Es así como el papel del municipio respecto a los pueblos indígenas a lo largo de la historia ha sido diverso. Por una parte, han sido instrumentos y espacios controlados y utilizados por los cacicazgos locales para someter y dominar a los pueblos indígenas; por otro lado, los propios pueblos han asimilado la estructura municipal haciéndola parte de su propia institucionalidad,8 pero conforme su tradición de gobierno, sus características culturales, sociales y normativas; aunque estos pueblos también han prescindido del nivel municipal, pues gracias a su fuerza y cohesión regional o comunal han alcanzado niveles de interlocución y negociación con los gobiernos estatal y federal.


    Los pueblos y comunidades indígenas desarrollan, entonces, diferentes niveles de organización política que va desde la comunal, el pueblo, el municipio y la región; no obstante, las bases son los niveles comunal y de pueblo, porque son los espacios donde las culturas indígenas reproducen, desarrollan y fortalecen sus formas de organización social, política y jurídica, así como sus principios culturales y cosmogónicos, los cuales se retoman en otros niveles o ámbitos mayores de organización para recrear sus identidades, tejer sus relaciones políticas y sociales, así como ejercer su autoridad. Estos ámbitos de organización son el municipio y las regiones indígenas y se ordenan de forma ascendente de la siguiente manera:


    Región<-- Municipio<-- Pueblo<-- Comunidad


    Los municipios indígenas se integran de manera diversa: pueden estar constituidos por un pueblo indígena o por varios pueblos indígenas, o bien por varias comunidades de diferentes pueblos. Éstos pueden encontrarse en municipios de una misma entidad federativa o de diferentes entidades federativas; por ejemplo, el pueblo mixe del estado de Oaxaca se agrupa en 19 municipios oficiales.9


    En general se pueden ubicar dos formas de cómo los pueblos y comunidades indígenas organizan, ejercen y desarrollan la institución municipal.


    El primero es el modelo municipal impuesto pero apropiado por los pueblos indígenas, el cual, oficialmente se instituye de manera vertical, de arriba hacia abajo, pues su creación, organización, estructura, delimitación y funcionamiento depende de la legislación del Estado: la constitución federal, las constituciones locales y las leyes secundarias municipales que emiten los congresos locales. La distribución de sus competencias y facultades se designan de forma descendente desde la federación, la entidad federativa y finalmente el municipio, y dentro de éste a las autoridades administrativas auxiliares como son las agencias municipales, subagencias municipales y/o agencias de policía —como se analizará más adelante.


    Sin embargo, esta figura municipal ha sido apropiada por los pueblos y comunidades indígenas ya que, a pesar de ser regulada en la legislación estatal, éstos la han dotado de contenido propio, de su forma de ejercer el gobierno, y funciona conforme su normatividad y principios culturales. Este proceso de apropiación se ha hecho a través de la adecuación y transferencia de sus mecanismos políticos, normativos y culturales (como la toma de decisiones, las maneras de hacer justicia, las estructuras y autoridades gubernamentales indígenas) a la forma de organización municipal oficial, lo que ha permitido la refuncionalización del municipio oficial conforme el gobierno indígena.


    “Desde el punto de vista jurídico, en los municipios no existe la asamblea ni la participación comunitaria en la implementación de recursos y proyectos. Sin embargo, al analizar los municipios indígenas se encuentra que esta institución no está funcionando en términos de ley, [sino] con principios comunitarios; en la mayoría de los municipios ya es común que la toma de decisiones sea a través de las asambleas, se buscan consensos, incluso en aquellos municipios integrados por dos o tres comunidades.”10


    Así, “la institución municipal, tal como se la han apropiado los pueblos indígenas, tienen hoy día una jurisdicción propia, resuelven gran parte de sus conflictos a través de sus normas, sus procedimientos y sus autoridades; tienen un sistema de desempeños de poder mediante el sistema de cargos; un sistema de elección propio y tienen cada vez más una conciencia territorial importante.”11


    La segunda forma de municipios indígenas, es la que se construyen de abajo hacia arriba, éstos no son apropiados sino creados desde los propios pueblos y comunidades indígenas al margen del Estado y de sus leyes municipales. Son los pueblos y comunidades quienes deciden constituirlos; determinan la forma de organización, ejercicio y funcionamiento de su gobierno; delimitan su espacio territorial, y establecen su jurisdicción12 y funciones públicas. De manera contraria al municipio oficial, el poder público no es delegado por un órgano central superior estatal, sino es atribuido desde centros de poder que se están ejerciendo desde los pueblos y comunidades indígenas.


    Esta forma de organización municipal se instituye como nivel de gobierno porque, en él se realizan actos de autoridad, se administra, procura e imparte justicia, y se crean normas para su organización y funcionamiento.


    A partir de la constitución del gobierno municipal, los pueblos indígenas ejercen su derecho a la libre determinación en niveles supracomunales, derecho que se encuentra reconocido en la Constitución federal, en su artículo segundo, el cual establece que los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación en un marco constitucional de autonomía para: decidir sus formas de convivencia y organización social, política, cultural y económica en su interior; regular y solucionar sus conflictos internos conforme a sus sistemas normativos, los que deben respetar los principios de la constitución, las garantías individuales, los derechos humanos y los derechos de las mujeres, así como ser validados por los jueces o tribunales, y a elegir a sus autoridades o representantes conforme sus sistemas normativos , los que deben respetar los principios de la Constitución, las garantías individuales, los derechos humanos y los derechos de las mujeres, así como ser validados por los jueces o tribunales, y a elegir a sus autoridades o representantes conforme sus sistemas tradicionales de elección, respetando el pacto federal y la soberanía de los estados. Sin embargo, el derecho a la autonomía indígena, establecida en estos términos, limita su ejercicio en los niveles supracomunales, como se analizará posteriormente.


    No obstante, existen otros instrumentos internacionales donde se reconoce este derecho de modo más amplio: los Pactos Internacionales de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, así como el de Derechos Civiles y Políticos13 que en su artículo primero señala: “Todos lo pueblos tienen derecho de libre determinación. En virtud de este derecho establecen libremente su condición política y proveen, asimismo, su desarrollo económico, social y cultural”, y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas que reconoce el derecho a la autonomía entendida como el derecho al autogobierno en cuestiones relacionadas con asuntos internos y locales, así como a disponer de los medios para financiar sus funciones autónomas.14


    Esta vertiente autonómica a partir de la cual los pueblos indígenas ejercen el derecho a la libre determinación, implica que tienen el derecho a decidir libremente continuar perteneciendo al Estado al que están integrados; la forma en que quieren insertarse a él y dentro de él, la forma de gobierno por la que quieren regirse conforme sus intereses o necesidades colectivas; crean sus órganos de gobierno, tipos de autoridad y formas de toma de decisión; deciden sobre los procedimientos para elegir a sus autoridades; tienen la potestad de crear normas para organizar su vida interna, administrar asuntos y aplicar justicia; delimitan su territorio y determinan su propio desarrollo social, cultural y económico. 15


    El ejercicio de este derecho no es homogéneo —ya que ningún pueblo o comunidad indígena lo es—, tiene diferentes niveles, alcances y características de acuerdo a las comunidades y pueblos que converjan en su ejercicio. Además, puede ejercerse por colectivos monoétnicos o pluriétnicos.16 Es por ello que el ejercicio de la autonomía municipal será diversa conforme la experiencia de las comunidades y pueblos que los constituyan.


    La legislación estatal y el municipio indígena


    El municipio se encuentra regulado en el artículo 115 de la Constitución federal, en las constituciones de cada estado y en sus respectivas leyes orgánicas municipales. Dentro de la forma de organización federal del Estado mexicano, es el tercer nivel de gobierno —los otros dos niveles son la federación y los estados o entidades federativas—, se constituye al interior de las entidades federativas como la base de su división territorial y como la forma de organización política y administrativa.


    Su órgano máximo de gobierno es el ayuntamiento, integrado colegiadamente por el presidente municipal, síndicos y regidores. En Oaxaca, además, se reconoce la obligación de promover regidurías de asuntos indígenas en los ayuntamientos de municipios sin mayoría de esta población, pero donde se encuentren una o varias comunidades.17


    Los puestos del ayuntamiento son obligatorios y duran tres años, a excepción del estado de Oaxaca donde se permite que el desempeño del cargo dure el tiempo que las prácticas tradicionales de los pueblos indígenas determinen, siempre y cuando no exceda el término de tres años.18 Las facultades gubernativas y administrativas se ejercen de manera diferenciada e independiente por cada uno de los miembros del ayuntamiento.


    El ayuntamiento es el único gobierno local dentro de los estados, ya que en la ley se prohíbe cualquier autoridad intermedia entre el ayuntamiento y el gobierno de las entidades federativas.19


    La forma de elección de este órgano es a través del sistema de partidos políticos y conforme las leyes electorales de cada estado; sin embargo, con la reforma al artículo segundo de la constitución federal20 y en la legislación oaxaqueña se reconoce a los pueblos y comunidades indígenas, el derecho a que en municipios con esta población se elija a los representantes para los ayuntamientos conforme sus tradiciones y normas internas. En Oaxaca, la importancia de este reconocimiento es tal que 418 municipios de los 570 que existen en el estado se rigen por el sistema de usos y costumbres.21


    No obstante el reconocimiento del derecho a elegir sus autoridades, quien tiene la facultad de suspender o desaparecer a los ayuntamientos son las entidades federativas por medio de sus legislaturas o congresos estatales, así como pueden suspender o revocar el mandato de alguno de sus miembros.


    Otras atribuciones de los congresos estatales que determina la jerarquía superior de las entidades federativas sobre los municipios son: establecen el número de municipios que existirán al interior del estado; modifican o suprimen los municipios existentes y crean otros cuando lo creen conveniente, y determinan su delimitación territorial.


    Como se puede observar, en la normatividad de Estado no existe la figura jurídica de municipios indígenas, pues no se reconoce el derecho de los pueblos y comunidades indígenas para crear, organizar y delimitar sus propios municipios, sino que se establece un modelo de municipio con reconocimiento de ciertos derechos para los pueblos y personas indígenas que habitan en ellos.


    Dentro de estos derechos, en Oaxaca, a nivel constitucional, se reconoce el derecho a la preservación del tequio como una forma de organización social a cargo de las autoridades del municipio y las comunidades. El tequio se encamina a la realización de obras de beneficio común, derivadas de los acuerdos de las asambleas, de las autoridades municipales y de las comunitarias de cada pueblo, y según la ley pueden ser considerados como pago de contribuciones municipales.22


    En Chiapas, se reconoce a las personas que pertenecen a comunidades indígenas, en municipios mayoritariamente indígenas, el derecho a que el trámite y resolución de controversias se haga conforme sus usos, costumbres, tradiciones y valores culturales, y con la participación de sus autoridades tradicionales comunales, siempre y cuando las dos personas en conflicto sean indígenas; empero, la autoridad encargada de la solución de controversias son los juzgados de paz y conciliación, los cuales pertenecen al poder judicial estatal.23


    a) Los órganos auxiliares del municipio


    En el artículo segundo de la Constitución federal se reconoce el derecho a los pueblos y comunidades indígenas para decidir su forma de organización política; sin embargo, en Oaxaca se establece que las comunidades indígenas son aquellos conjuntos de personas que forman una o varias unidades socioeconómicas y culturales en torno a un asentamiento común, que pertenecen a un pueblo indígena y se organizan en una categoría administrativa inferior a la del municipio a través de las agencias municipales o de policía.24


    Estas agencias son órganos auxiliares y desconcentrados de los municipios, sus atribuciones se reducen a ser representantes de los ayuntamientos ante las comunidades a las que pertenecen.25 El tiempo en que se encuentran en función es el mismo que el ayuntamiento y, al igual que el nivel municipal, las elecciones pueden ser por los “usos y costumbres”,26 pero su integración depende de lo que en la ley municipal se establezca, y sus autoridades pueden ser removidas por el ayuntamiento cuando lo crea justificado.


    Esta figura jurídica, impuesta como forma de organización de las comunidades indígenas, las coloca en una categoría inferior y dependiente del municipio, vulnerando su condición de gobierno comunal; empero, al igual que el municipio, las comunidades indígenas también se apropian de esta figura para ejercer sus formas propias de gobierno comunal.


    b) La asociación y coordinación municipal


    Al exterior del nivel municipal, los pueblos y comunidades indígenas también construyen niveles de gobierno en ejercicio de su autonomía, como es el caso de las Juntas de Buen Gobierno en Chiapas, pero en la Constitución federal sólo se establece la facultad de asociación y coordinación para que los municipios presten servicios públicos y ejerzan sus funciones de forma más eficiente, siempre que exista previo acuerdo entre sus ayuntamientos. En caso de que se trate de dos o más municipios de diferentes entidades federativas, deben contar con la aprobación de sus respectivas legislaturas.


    En Oaxaca, se establece que las comunidades y pueblos indígenas ejercen su autonomía en diferentes niveles: agencia municipal y agencia de policía; municipio y asociaciones


    integradas por varios municipios entre sí, comunidades entre sí o comunidades y municipios.27 Estas asociaciones pueden “adoptar libremente su toponimia, cultura, lengua y formas de gobierno del pueblo indígena al que pertenezcan.”28 Sin embargo, más que reconocerse como un nivel de gobierno, es una asociación cuyo objeto se reduce al estudio de los problemas locales, la realización de programas de desarrollo común, el establecimiento de cuerpos de asesoramiento técnico, la capacitación de sus funcionarios y empleados, la instrumentación de programas de urbanismo y las demás que tiendan a promover el bienestar y progreso de sus respectivas comunidades y pueblos.29


    Una experiencia de municipio indígena oficial: San Juan Cotzocón, Oaxaca


    El municipio indígena oficial, como se explicó anteriormente, es aquel que se encuentra regulado por el marco jurídico del Estado, pero pasa por un proceso de apropiación de los pueblos y comunidades indígenas para constituirlo como un nivel de gobierno propio. Un ejemplo es el municipio San Juan Cotzocón de la región Mixe en el estado de Oaxaca,30 el cual es reconocido oficialmente como parte de los municipios que se eligen por el sistema de usos y costumbres


    En la forma de gobierno de este municipio concurren las autoridades establecidas por la legislación municipal del estado, como es el ayuntamiento compuesto por el presidente municipal, los regidores, los síndicos y el alcalde, así como las dependencias administrativas mínimas que están a su cargo: la secretaría del ayuntamiento y la tesorería municipal,31 y paralelamente las autoridades tradicionales indígenas, como son el consejo de ancianos o principales, las autoridades religiosas y la asamblea general comunitaria de San Juan Cotzocón. Estas autoridades municipales funcionan complementariamente, ya que los cargos son religiosos, políticos y civiles, y sus tareas se relacionan entre sí.


    Por su parte, el ayuntamiento no se estructura ni funciona como lo establecen las leyes municipales, sino conforme el sistema de cargos y servicio comunitario propio de las comunidades indígenas. En su organización existen cargos civiles, religiosos, de justicia y de policía. La duración en los cargos es de un año, a excepción del músico de la banda filarmónica, que dura 20 años, y el tesorero.32 Para su cumplimiento no existe horario, es tiempo completo, y no son remunerados, son de servicio a la comunidad, a excepción del secretario y tesorero municipal. Su organización es jerárquica, de acuerdo al número de cargos cumplidos con anterioridad, y tiene como base el prestigio y reconocimiento de las personas que ocupan los cargos.


    La autoridad máxima es el alcalde y no el presidente municipal —como en los municipios oficiales—, y éste tiene un suplente. Es un cargo civil, religioso y judicial; sus funciones son impartir justicia, coordinar las actividades religiosas junto con el consejo de ancianos y con el capillo, además de que se encarga de los compromisos de la banda filarmónica y otras actividades que van más allá de lo establecido en la norma estatal que limita al alcalde a la impartición de justicia municipal.33 El requisito para ocupar este cargo es haber cumplido con los principales cargos de este sistema de cargos.


    La siguiente autoridad es el presidente municipal, que también cuenta con un suplente. Es un cargo civil, político y administrativo. Las funciones que realiza son: estar al frente de todos los trabajos del municipio, hacer labores de gestoría, atender los asuntos de las agencias municipales y coordinar a las diferentes comisiones para organizar las fiestas de los santos del municipio. Los requisitos para ocupar el puesto son haber sido topil, miembro de un comité, suplente de regidor y suplente de síndico, además de ser originario de la cabecera municipal. El presidente municipal es jerárquicamente inferior al alcalde, pero superior a los cargos administrativos: el secretario municipal, el tesorero municipal y sus respectivos auxiliares, así como de las comisiones para fiestas34 ( estas comisiones se encuentran en el mismo nivel que los cargos administrativos).


    El síndico municipal se encuentra debajo de la figura del presidente municipal, tiene un suplente. El requisito para ocupar el cargo es haber cumplido con los cargos de topil, comandante y/o mayor de vara, miembro de un comité y regidor, así como ser originario de la cabecera municipal. Las autoridades subordinadas a él son: el mayor de vara, el comandante topil y los topiles. El topil es el cargo más bajo en esta estructura. Las funciones que realizan estos últimos son de policía y vigilancia, aunque al comandante de topil y a los topiles también les corresponde el servicio de limpieza de caminos vecinales y el área municipal.


    Los regidores están después del síndico. Existen regidores de hacienda, obras, educación, transporte, deportes, acción social y panteón. Entre las funciones que ejercen están: recaudar impuestos, realizar obras comunitarias en coordinación con el síndico, (como el tequio y la prestación de servicios públicos), y atender el panteón. Los regidores para desempeñar el cargo requieren haber ocupado los cargos de topil y mayor de vara, y en caso de no haber cumplido el cargo de mayor de vara haber sido regidor dos veces. Los cargos que siguen a los regidores son los del comité de la clínica de salud y la tienda Conasupo.35


    A pesar de que, según la ley, el ayuntamiento es el máximo órgano de gobierno y decisión en la estructura municipal, en este municipio —al igual que en los niveles comunales— la “asamblea general comunitaria de San Juan Cotzocón” es el órgano superior de gobierno, decisión, vigilancia, elección y destitución de las demás autoridades municipales.


    En caso de la destitución o revocación de alguna autoridad, la asamblea debe privilegiar el llamado de atención y, por último, la sanción que puede ir desde una multa hasta la cárcel. Este es un punto importante que diferencia a este municipio indígena del municipio oficial, en el primero la decisión de revocación es interna y colectiva, mientras que en el segundo es una autoridad externa —la legislatura del estado— la que decide destituir o suspender a las autoridades municipales. Otra autoridad paralela es el consejo de ancianos o principales, compuesto colegiadamente por 120 miembros vitalicios. Sus funciones en general son religiosas; sin embargo, funge también como asesor o consultor de la asamblea o del cabildo en la resolución de problemas difíciles.36 Para ser miembro de este consejo es necesario haber cumplido con todos los cargos principales del sistema de cargos. Al interior del consejo se encuentran los servicios de presidente, tesorero y secretario con duración de un año. Otros cargos inferiores, pero que acompañan al consejo, son el fiscal, el capillo, el músico, los mayordomos, el topil de la iglesia y el alférez.


    Los Municipios Autónomos Rebeldes Zapatistas en Chiapas


    Los Municipios Autónomos Rebeldes Zapatistas se han constituido como una realidad autónoma de algunos pueblos indígenas en diferentes zonas del estado de Chiapas; se desarrollan en el contexto de la lucha indígena zapatista que se dio a conocer públicamente el primero de enero de 1994 con el levantamiento armado del Ejército Zapatista de Liberación Nacional.


    Estos municipios se crean en 1994 como repuesta a la represión y hostigamiento militar del gobierno federal hacia las comunidades indígenas bases de apoyo del EZLN.37 Cuando surgieron eran 32 municipios y en el 2007 existían 31 MAREZ.38


    Los MAREZ como parte del proceso de autonomía indígena zapatista39 son niveles superiores de gobierno creados por la decisión de las comunidades. La base de su composición son un conjunto de comunidades de una zona o área indígena que se encuentran dentro de un territorio definido por la influencia del EZLN —denominadas bases de apoyo zapatistas—,40 las cuales participan en la estructura política de los MAREZ a través de las autoridades que eligen en sus asambleas.


    La constitución de estos municipios desde las comunidades ha implicado necesariamente la definición y puesta en práctica de instancias de gobierno superiores con sus propios mecanismos de toma de decisiones, normas y autoridades con jurisdicción y competencias propias, así como una mayor delimitación territorial, proceso que encuentra su antecedente directo en las formas organizativas y de autoridad que venían desarrollándose en los niveles comunitarios y supracomunitario antes de 1994, pero que se impulsa a partir del levantamiento zapatista.41


    Una característica importante de este proceso autonómico es que las comunidades bases de apoyo zapatista han optado por la impugnación de las instituciones del Estado, rebasando instrumentos como la interlocución con el gobierno para resolver problemas básicos, el rechazo a programas gubernamentales y la injerencia gubernamental en sus decisiones y formas de gobierno. Frente a ello, consolidan principios como el mandar obedeciendo en el ejercicio de su gobierno, la construcción colectiva de soluciones a sus problemáticas y necesidades elementales conforme sus contextos sociales y culturales, así como delimitan su propio espacio bajo la denominación de “territorio rebelde zapatista”.


    El territorio zapatista no se constituye por el territorio geográfico oficial,42 sino por el espacio territorial delimitado al margen del Estado por las propias comunidades a partir de un proceso de identidad política vinculada con el movimiento indígena zapatista.


    A nivel municipal, al conformarse el territorio zapatista como el ámbito espacial donde sus autoridades se atribuyen la facultad de tomar decisiones, dictar actos de gobierno, y crear y aplicar sus normas, se rompe con la división territorial, política y administrativa del municipio legalmente reconocido.43 Ello ha provocado un constante enfrentamiento con los gobiernos municipales oficiales por el control geográfico, es decir, por la forma de delimitarlo, llamarlo, distribuirlo, gestionarlo, por el tipo de decisiones y acciones que se realizan sobre él,44 así como por el control, uso y disfrute de los recursos naturales existentes.


    De manera que la base territorial zapatista de los MAREZ se ha constituido sobre la estructura territorial de municipios oficiales45 abarcando, incluso, dos o más municipios oficiales.
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    Fuente Centro de Investigación Económica y Política y Acción Comunitaria Chiapas


    1.- “Libertad de los Pueblos Mayas”; Cabecera: Santa Rosa El Copan: En Ocosingo.


    2.- “San Pedro Michoacán” Cabecera: en La Realidad; en Las Margaritas.


    3.- “Tierra y Libertad”; Cabecera: Ejido Ampara Agua Tinta; en Las Margaritas, Independencia y Trinitaria.


    4.- “17 de Noviembre”; Cabecera: Ejido Morelia; en Altamirano y Chanal.


    5.- “Miguel Hidalgo y Costilla”; Cabecera: Ejido Justo Sierra; en Las Margaritas y Comitán.


    6.- “Ernesto Che Guevara”; Cabecera: Moisés Gandhi; en Ocosingo.


    7.- “1o De Enero”; Cabecera: en Sibajá, en Ocosingo.


    8.- “Cabañas”; Tushakiljá en Oxchuc y Huixtán.


    9.- “Maya”; Cabecera: en Ejido Amador Hernández; en Ocosingo.


    10.- “Francisco Gómez”; Cabecera: Ejido La Garrucha; en Ocosingo.


    11.- “Flores Magón”; Cabecera: Ejido Taniperlas; en Ocosingo.


    12.- “San Manuel”; Cabecera: Ranchería San Antonio: en Ocosingo.


    13.- “San Salvador”; Cabecera: en Ejido Zapata; en Ocosingo.


    14.- “Huitiupán”, en el territorio con el mismo nombre.


    15.- “Simojovel”, en el territorio con el mismo nombre.


    16.- “Sabanilla”, en el territorio con el mismo nombre.


    17.- “Vicente Guerrero”; en el territorio llamado Palenque.


    18.- “Trabajo”, territorio de Palenque y Chilón.


    19.- “Francisco Villa”, en el territorio llamado Salto de Agua.


    20.- “Independencia”, en los territorios llamados Tila y Salto de Agua.


    21.- “Benito Juárez”, en los territorios llamados Tila, Yajalón y Tumbalá.


    22.- “La Paz”; en los territorios llamados Tumbalá y Chilón.


    23.- “José María Morelos y Pavón”; Cabecera: Quetzalcóatl en el territorio de Marqués de Comillas, Ocosingo.


    24.- “San Andrés Sacamch’en de los Pobres”; Cabecera municipal; en el territorio de San Andrés Larrainzar.


    25.- “San Juan de La Libertad”; Cabecera municipal; en el territorio llamado El Bosque.


    26.- “San Pedro Chenalhó”; Cabecera en Polhó; en el territorio con el mismo nombre.


    27.- “Santa Catarina”; en los territorios llamados Pantelhó y Sitalá.


    28.- “Bochil”; Cabecera municipal; en el territorio con el mismo nombre.


    29.- “Zinacantán”; Cabecera municipal; en el territorio con el mismo nombre.


    30.- “Magdalena de la Paz”; Cabecera: Magdalena, en el territorio llamado Chenalhó.


    31.- “San Juan K’ankujk’”; en el territorio llamado San Juan Cancuc.


    32.- Regiones Autonómicas “Tierra y Libertad”; en los territorios de Las Margaritas, La Trinitaria, Frontera Comalapa, Chicomuselo, La Grandeza, El Porvenir, Siltepec, Mazapa de Madero, Bellavista, Villa Comaltitlán, Unión Juárez,, Tapachula, Tuxtla Chico y Motozintla.


    33.- Región Autónoma Tzoj Choj; en los territorios de Altamirano, Chanal, Oxchuc, Tenejapa, Cancuc, Huixtán, San Cristóbal, Amatenango del Valle, Ocosingo, el pueblo de Abasolo y “Ernesto Che Guevara”.



    REGIONES AUTONOMAS PLURIÉTNICAS (RAP)


    34.- Regiones Autónomas Pluriétnicas; en los territorios de Marqués de Comillas (Ocosingo).


    35.- Región Fronteriza de Las Margaritas, Santo Domingo Las Palmas.


    36.- Región Autónoma Norte; que comprende Bochil, Ixtapa, Soyaló, El Bosque, Jitotol, Huitiupán y Simojovel.


    37.- Región Soconusco: Huixtla, Tuzantán, Tapachula, Cacahoatán y Unión Juárez


    38.- Región Selva Las Tazas.


    39.-Concejo Autónomo de Nicolás Ruiz


    La fuente del Mapa es el Centro de Investigación Económica y Política y Acción Comunitaria, A. C., sin embargo no se cuenta con la fecha de su elaboración.


    



    Otra característica es la integración pluriétnica o monoétnica de los MAREZ. Éstos pueden integrarse por comunidades pertenecientes a un pueblo o a diferentes pueblos indígenas.46 Políticamente, su composición es también diversa, en ellos pueden convivir bases de apoyo zapatistas y comunidades, familias o individuos que se vinculan a diferentes partidos políticos y organizaciones políticas. De forma que pueden existir comunidades donde la mayoría de personas son bases de apoyo del EZLN, otras donde constituyan la mitad y otras donde sean minoría.47


    Esto es importante, pues el territorio entendido como ámbito donde se aplican las normas indígenas zapatistas no es continuo, ya que los grupos o personas que no son bases de apoyo del EZLN no están obligados a obedecerlas, debido a que la base de obligatoriedad de las normas zapatistas se encuentra en la identidad política de las comunidades indígenas. Empero , los beneficios logrados con este proceso se extienden a todos aquellos que no son bases de apoyo, como lo han expresado los pueblos zapatistas. “Esto implica el reto de ‘gobernar para todos’ independientemente de su filiación partidista o de posiciones ideológicas.”48


    Por último, el proceso autonómico zapatista, del cual los MAREZ son parte, se ha acompañado de un continuo hostigamiento por parte del Estado. Los diferentes niveles de gobierno han impulsado diversas medidas dirigidas a desarticular este proceso, entre las que se encuentran: la militarización del territorio zapatista; formas de vigilancia a través de diferentes grupos policíacos; el impulso de políticas de asistencia social y programas públicos (educación, salud, proyectos productivos, etc.) en las mismas zonas donde se construyen los proyectos autonómicos zapatistas con el objeto de debilitarlos y fragmentar a las comunidades, y la agrupación de paramilitares creados para hostigar a las bases de apoyo zapatistas y a las autoridades autónomas. 49


    a) Formas de gobierno


    En general, en el régimen de gobierno de los MAREZ se tiene una idea colectiva de gobernar, sin embargo, las autoridades que componen este nivel son diferentes en su integración, características y funcionamiento, pues dependen de las necesidades de cada municipio y de las comunidades indígenas que lo conforman.


    Dentro de las autoridades que constituyen a los MAREZ está el Consejo Municipal Autónomo. En la mayoría de los casos se compone de un presidente autónomo, un vicepresidente, un secretario, un ministro de justicia, un ministro de asuntos agrarios y el responsable del registro civil.50 Este consejo funciona de manera colegiada y en coordinación permanente con las demás autoridades municipales.


    Junto a él se encuentran las autoridades tradicionales, como el consejo de ancianos, el cual vela por el cumplimiento de las tradiciones,51 funge como asesor de las autoridades nuevas o gobierna en conjunto con el Consejo Municipal Autónomo.


    Paralelamente, encontramos una comisión de vigilancia integrada por dos personas elegidas por las comunidades. Su función es vigilar que las autoridades municipales cumplan con los mandatos de las asambleas. 52


    Otro tipo de autoridad son los diferentes comités o comisiones municipales de salud, educación, tierra y territorio, ancianos, mujeres, producción, etcétera. Estas autoridades surgen para dar respuesta de manera autónoma a las diversas necesidades detectadas en el ámbito comunal y municipal.53


    Las comisiones o comités municipales son parte, a su vez, de un sistema de prestación de servicios y creación de proyectos autónomos que se construye, coordina y desarrolla en los tres niveles de autonomía zapatista: la comunal, los municipios y las Juntas de Buen Gobierno (nivel regional de gobierno). Sistema que funciona y se estructuran de forma complementaria entre los tres niveles de gobierno y entre las diferentes autoridades de cada nivel —consejo municipal, autoridades tradicionales, comisiones, comisión de vigilancia.


    El número y funcionamiento de cada comisión o comité varía según las necesidades del municipio; su desarrollo, avance y consolidación dependen del tipo de tareas que desempeña y del interés de la población y las autoridades autónomas que tienen sobre las problemáticas y necesidades. 54


    El municipio autónomo San Juan de la Libertad


    Un ejemplo especifico de la organización de gobierno, es el municipio autónomo San Juan de la Libertad. Su cabecera municipal se encuentra en la comunidad indígena San Antonio el Brillante. Este municipio está creado sobre el municipio oficial de El Bosque, en la zona Altos de Chiapas. y colinda con los municipios oficiales de Bochil, Simojovel, Santiago, Jitotol y el municipio autónomo de San Andrés Sakamch’en.55 Es integrante de la Junta de Buen Gobierno “Corazón Céntrico de los Zapatistas delante del Mundo ó Ta olol yoon zapatista tas tuk’il sat yelob sjunul balumil”.56


    La composición cultural de San Juan de la Libertad es monoétnica, ya que las comunidades que lo integran pertenecen al pueblo tzotzil, y aunque es diverso, políticamente está compuesto por bases de apoyo del EZLN, que constituyen mayoría, y también por personas de organizaciones priístas.57


    Su estructura de gobierno municipal se integra por el consejo autónomo, las autoridades tradicionales y la comisión de vigilancia, como se puede ver en el cuadro 1.58


    El Consejo Autónomo y las autoridades tradicionales tienen a su cargo un cuerpo de policías conformado de 15 personas con el mismo grado entre ellas. A pesar de que existen aparentemente dos estructuras de gobierno —el consejo autónomo y las autoridades tradicionales—, se gobierna colectivamente. El funcionamiento de las autoridades municipal es no es jerárquico sino horizontal, pues no existe división de funciones entre ellos. La participación es igualitaria y el trabajo se realiza de manera colectiva.
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    “Es como teoría, pero en la realidad los que ocupamos el cargo aquí en el municipio tenemos un acuerdo de unión de todas las autoridades. Si el juez tiene un asunto que arreglar puede intervenir el consejo, y si el presidente tiene un asunto que arreglar con sus regidores, interviene el juez o las autoridades tradicionales. Entonces, no se distingue cuál es el cargo, todos podemos participar.”59 Estas autoridades no sólo tienen cargos en el municipio, también se trasladan a la Junta de Buen Gobierno a la que pertenecen para cumplir con cargos como autoridades municipales en ella. Las funciones que realizan son de coordinación, representación y comunicación entre el municipio y la Junta. En algunos casos las autoridades municipales también tienen cargos en sus comunidades.


    El periodo del cargo en el municipio puede durar de uno a tres años60, pero funcionan rotativamente a partir de turnos. En San Juan de la Libertad, los cargos duran tres años y la rotación se organiza por turno de seis grupos para abarcar seis turnos respectivamente: tres para el municipio y tres para la Junta de Buen Gobierno.


    Cada grupo se conforma de autoridades del consejo autónomo y las tradicionales. El grupo al que le corresponde cumplir sus funciones en el municipio se integra también por dos o tres policías. Éste permanece en la sede del municipio autónomo por tres días y descansan quince días. Sin embargo, cuando existe algún problema grave o de importancia deben reunirse todas las autoridades del municipio en asamblea para resolverlo61.


    El grupo que se traslada a la oficina del municipio en la sede de la Junta de Buen Gobierno cumple con su cargo tres días y descansa quince, a diferencia de otros municipios que se trasladan ocho días a la Junta. “Los demás municipios duran una semana. Hay un acuerdo del municipio, que dice, que nosotros como consejo participamos allá y aquí, se va la gente turnada igual que acá. Si un turno no te toca, te toca al otro, no tiene personal fijo.”62


    El cargo se presta de tiempo completo, para ello, las autoridades se trasladan de su comunidad a las instalaciones del municipio o de la junta para prestar el servicio. Debido a esta rotación llevan un libro de registro donde se establece un control de las personas, los conflictos que atiende cada turno y los asuntos pendientes, con el objetivo de cumplir con sus tareas.


    Los cargos no son remunerados, no se recibe salario. El trabajo se desarrolla por servicio y en beneficio de la comunidad, aunque en algunas ocasiones los desplazamientos son pagados por las mismas comunidades que solicitan su traslado para la atención de algún problema mediante la cooperación de sus miembros. También los miembros del Consejo son apoyados en los trabajos del campo para que puedan dedicarse a su cargo y no tener que ir a la milpa63. Otra forma de financiamiento son las tiendas cooperativas que las autoridades construyen para cubrir sus gastos en las oficinas y en sus traslados.


    Para el funcionamiento de los municipios no reciben financiamiento del Estado. Su presupuesto resulta de la cooperación de sus miembros, de integrantes de la sociedad civil nacional e internacional y de los recursos que la Junta de Buen Gobierno otorga a cada municipio.


    Este gobierno, si bien está formado por comunidades zapatistas, no se limita a atender a éstas, sino a toda la gente que acude a ellos independientemente de la filiación política que tengan. “Porque de aquí, en esta presidencia autónoma nosotros atendemos a cualquier gente, sea de la organización o del partido. No distinguimos, sea quien sea puede venir. A veces otros regidores del Bosque [municipio oficial] vienen a pedir quejas aquí porque los tratan mal allá.”64


    



    Estructura del Municipio autónomo San Juan de la Libertad65
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    b) Forma de elección y control de las autoridades municipales


    Las autoridades municipales son elegidas por las comunidades indígenas mediante sus procedimientos e instituciones. En el municipio San Juan de la Libertad, el procedimiento para designar a las autoridades del Consejo autónomo es a través de las asambleas, que pueden durar varias horas o todo el día. “No se hace así como lo hace el gobierno: son diferentes. Toman la palabra todos los habitantes, luego eligen quién puede ser, luego otros proponen y luego por mayoría se elige quién va a ser el presidente, el síndico, o lo que sea.”66 En caso de que alguna persona haya sido elegida y no quiera ocupar el cargo tienen la posibilidad de no aceptarlo, siempre y cuando expongan sus razones. “Algunas veces el que sale electo como presidente o lo que sea tiene otro cargo en su comunidad o tiene otros trabajos que hacer y se defiende y empieza a discutir”.67


    El procedimiento de elección es el siguiente:


    1. En las asambleas generales de cada una de las comunidades se elige a las personas para ocupar cargos municipales.


    2. Las personas que resultaron electas en las asambleas comunitarias, se reúnen para decidir cuando será la fecha y el lugar de la elección de las autoridades municipales que, generalmente, es entre julio y agosto.


    3. El día y la fecha que se designa para la elección se cita a asamblea municipal general. En esta asamblea se asignan los cargos para cumplir en el municipio, a las personas elegidas previamente en las asambleas comunitarias.68


    Entre los requisitos que deben tener las personas electas son: gozar de prestigio, haber ocupado otros cargos y pertenecer a la “organización”, es decir que sean bases de apoyo del EZLN. “Son compañeros que son de la organización, no son de otro partido, son los que tienen autonomía.”69


    Como se puede observar, en este sistema de elección, las asambleas, tanto la comunitaria como la general del municipio, son los órganos máximos de decisión. En ellas, se crea, se estructura y se determina el funcionamiento del gobierno municipal, además, se elige a las autoridades y se vigila que cumplan con sus cargos y, en caso contrario, se les revoca.


    La revocación es una forma de control hacia las autoridades municipales, pues cuando no se cumple con las decisiones o mandatos de las asambleas comunitarias o municipales, la autoridad es revocada por la asamblea comunitaria a la que pertenece. Sin embargo, previo a esta revocación, se hace un llamado de atención. Si la autoridad que cometió la falta hace caso omiso, entonces el consejo autónomo da aviso a la asamblea de la comunidad para que le llame la atención o lo revoque y designe a una nueva autoridad.70


    Otra forma de control es a través de un informe cada seis meses o cada año, tanto a las comunidades como a la Junta de Buen Gobierno.


    Consideraciones finales


    Los pueblos y comunidades indígenas en nuestro país ejercen su derecho a la autonomía para organizarse política, jurídica, cultural, económica y socialmente. A partir del ejercicio de este derecho, constituyen, estructuran y funcionalizan sus regímenes de gobierno no sólo a nivel comunal —como lo establece la constitución—, sino también a nivel municipal y regional, y crean sistemas normativos en diferentes ámbitos, paralelos y alternativos a los gubernamentales oficiales. La legitimación de su gobierno y normas proviene de las propias colectividades indígenas, pues son éstas quienes con base en sus culturas, cosmovisiones, necesidades y contextos propios los construyen y dotan de contenido.


    Ello pone en crisis no sólo la tesis tradicional que sustenta al Estado como el único sujeto colectivo que ejerce el poder público, monopoliza la creación y aplicación de la norma y el uso de la fuerza pública; sino también al derecho que lo fundamenta y estructura y que niega el reconocimiento de los derechos de estos pueblos con los alcances y niveles que demandan. Esta negación limita el ejercicio de los derechos reconocidos en la norma internacional. 71


    Esta ceguera jurídica ha provocado que el derecho oficial sea superado por las prácticas autonómicas de los pueblos, y que éste está cada vez más lejos de reflejar la realidad social indígena. Un ejemplo claro es la figura municipal regulada por las leyes del Estado frente a la diversidad de municipios indígenas que se reconfiguran a partir del municipio legal, así como de aquellos que se construyen desde los pueblos y comunidades indígenas al margen del Estado, como es el caso de los MAREZ.


    En este sentido, dentro de las limitantes más importantes del municipio oficial frente a los municipios indígenas es la organización jerárquica y dependiente política, financiera y legislativamente del gobierno estatal, ya que su creación, delimitación, funcionamiento y supresión se regula y decide en los niveles superiores jerárquicos. Así, su aparente libertad se vulnera por las múltiples intervenciones de la legislatura local en la formación de su gobierno y en el ejercicio de sus atribuciones. Contrario a ello, en los municipios indígenas la organización del poder y del derecho se invierte. La organización política, toma de decisiones y los sistemas normativos que se aplican en ellos, provienen de los pueblos y comunidades indígenas que constituyen y amplían sus formas de gobierno y delimitación de su territorio.


    Como podemos ver, estamos ante dos formas de ejercer el gobierno: una que se determina desde arriba, de manera vertical, es decir desde la federación, las entidades federativas y los municipios; y la segunda, que se constituyen desde abajo, desde las comunidades y pueblos indígenas que conforman niveles superiores de gobierno, donde el poder público no es delegado por un órgano central superior, sino es atribuido desde centros de poder comunales. Este tema inevitablemente conduce a la cuestión de la redistribución del poder del Estado y de las relaciones entre éste y los pueblos indígenas. Se trata, entonces, de un asunto estructural, del replanteamiento de la configuración de poder, que implica, como expresa José Obieta Chalbaud, que el Estado no sea el punto de partida de la actividad organizativa y de estructura final de la colectividad, sino el punto de llegada. “No es al Estado a quien compete determinar los pueblos que lo constituyen y la organización política que deberán tener, sino que son los pueblos o naciones, que le preexisten, los que deben decidir la constitución del Estado y la forma que éste va a revestir.”72


    Es por ello que el reconocimiento y la apertura para entender estas realidades se fija como un reto para el derecho vigente, porque mantener posturas cerradas es seguir negándose a realidades que se construyen cotidianamente desde lo local, es decir, desde abajo, y que rebasan el campo jurídico dominante.
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    Larga lucha por la vida y la autonomía Los triquis de San Juan Copala


    Silvia Soriano Hernández


    Presentación


    Oaxaca es, como muchos estados de la república mexicana, una región con amplia diversidad geográfica y cultural además de población muy variada; cuenta también con grandes desigualdades sociales, económicas y políticas. Es asimismo un ejemplo de la violencia política que forma parte de la realidad nacional, particularmente del campo. Bastión del Partido Revolucionario Institucional (PRI), fue de los primeros estados donde a nivel regional un partido considerado de izquierda le arrebató un triunfo al partido oficial.


    En la década de los ochenta, la zona del istmo oaxaqueño cobró celebridad cuando una organización política, la Coalición Obrero Campesina Estudiantil del Istmo (COCEI), hizo frente al priísmo para presentar un proyecto alternativo de democracia. Fue en 1982 cuando en Juchitán, cabecera de distrito, el ayuntamiento fue declarado libre y popular por los zapotecos en alianza con otros grupos sociales. En esa ocasión se unieron al que representaba la alternativa de izquierda electoral, el Partido Socialista Unificado de México (PSUM)1. Los conflictos postelectorales han sido una constante en el estado. A la demanda popular de democracia regional y respeto del voto, se ha seguido la toma de los palacios municipales con la consecuente respuesta violenta, que después de golpes y balaceras, ha dejado muchos muertos, heridos y encarcelados. A lo anterior hay que añadir la reivindicación de muchas comunidades indígenas de respetar los usos y costumbres para elegir candidatos.2


    La fuerza de la COCEI fue una sólida base popular. Además de exigir la democracia municipal, la Coalición incluyó entre sus peticiones el respeto a la propiedad comunal de la tierra y el acceso a los créditos agrícolas. Las tomas de tierra, huelgas de hambre, plantones y movilizaciones fueron estrategias de lucha de la organización y la represión marcó a sus simpatizantes. Asesinados, encarcelados, perseguidos y golpeados fue el saldo de una organización que se oponía al largo poder del PRI en la región. Pero la COCEI lo logró y sacó al partido oficial de la presidencia municipal convirtiendo en realidad una demanda añorada por muchos.


    La COCEI no pudo mantenerse mucho tiempo en el poder. En agosto de 1983, una toma violenta del palacio municipal por parte de elementos del ejército y de policías estatales arrojó a los coceístas del palacio con lujo de violencia. El proyecto para influir en los cambios de la sociedad desde arriba fue truncado de golpe.


    En la misma década de los ochenta, otra organización se abría camino frente a los golpes caciquiles: el Movimiento de Unificación y Lucha Triqui (MULT). Tras reivindicar el cese a la violencia, el derecho a la tierra y el respeto a los recursos naturales forestales que formaban parte de su territorio, los triquis se unificaron en una organización de lucha que presentó diversos frentes de movilizaciones.


    Tanto la COCEI como el MULT hacen referencia a viejas organizaciones combativas de las décadas de los ochenta y noventa del siglo pasado, de las cuales ya no queda más que el recuerdo, teniendo en mente el viraje político en ambas. De las pasadas movilizaciones a la situación actual, los cambios son evidentes. Las divisiones internas y la política agresiva desde el poder, modificaron fuertemente su fisonomía.3 Pero no todo desapareció.


    Una importante reivindicación de muchos pueblos indígenas es el derecho a la autonomía. Tal es el caso de los triquis de San Juan Copala, quienes en enero de 2007 se autonombraron municipio indígena autónomo emulando, de alguna manera, a las comunidades autónomas zapatistas y como un mecanismo de defender sus muy negados derechos. Las respuestas oficiales frente a esta declaración no sorprenden4, pero la declaratoria no ha dado marcha atrás.


    En las siguientes páginas, daremos seguimiento a la autonomía indígena en San Juan Copala, teniendo como antecedente el proceso del MULT (que primero surgió como el Club y que ya en el siglo XXI impulsara la creación de un partido político) y como marco de referencia los actos violentos. La lucha política en México tiene dos caras claramente delimitadas: la de la violencia y la de la impunidad; Oaxaca no es la excepción: los conflictos postelectorales son cotidianos y los muertos producidos por éstos también. Los límites e invasiones de tierras son otra causa de una realidad violenta, que cuentan con la anuencia de los caciques apoyados en la intimidación orquestada desde el Estado y otros grupos de poder. Muchas veces estas disputas se han querido disfrazar como conflictos inter-comunitarios.


    En este contexto de procesos locales que pueden ser leídos más ampliamente, es que reflexionaremos en el significado de la declaración de autonomía de un municipio indígena, teniendo como marco de referencia la violencia, la propuesta organizativa de los triquis, la respuesta desde el poder para frenar la organización y la capacidad de mantener una afirmación que va más allá del reconocimiento oficial. Es importante comprender el proceso para los objetivos de esta investigación amplia sobre las autonomías indígenas, sus perspectivas y posibilidades de encontrar la tan buscada paz con equidad para comunidades que aspiran a la construcción de nuevas relaciones en el marco del reconocimiento.


    La organización triqui


    Los triquis están ubicados en el noroeste del estado de Oaxaca en dos regiones distintas: una alta y fría, y la otra baja, que a su vez se divide en templada y caliente. San Juan Copala es el asentamiento más importante de la zona baja. En términos numéricos, se calcula que los triquis no pasan de los 25 mil; sin embargo, sus luchas han trascendido y ellos se han dado a conocer por ellas. Su territorio ha sido menguado tanto por mestizos como por otros pueblos indígenas de la región.


    Al inicio de la era independiente, los conflictos territoriales se volvieron una constante en el territorio triqui. Varias revueltas armadas muestran la respuesta indígena frente al despojo, como la rebelión de Hilarión Medina (1833-1836)5 y la de los triquis de Copala (1844-1847).6 Durante la Reforma y con las leyes de desamortización, parte de sus tierras fueron adquiridas por una empresa privada, pero después de la Revolución algunas les fueron restituidas. El cultivo del café modificó las relaciones internas, los acaparadores aparecieron y comenzaron a introducir aguardiente y armas con consecuencias fácilmente adivinables. La presencia del ejército desde 1978 con un destacamento militar en la zona incrementó las tensiones.7


    Dos municipios perdieron tal categoría en la década de los cuarenta: San Andrés Chicahuaxtla y San Juan Copala; el primero en 1940 y el segundo en 1948, siendo San Martín Itunyoso el único que quedó como municipio.


    Es difícil fechar el comienzo de la violencia, pero es fácil encontrarla en cada conversación con los habitantes de la región. El despojo de tierras, la lucha por recuperarlas, triquis que venden las tierras comunales y los bosques, las denuncias, la represión y de nuevo la lucha por recobrarlas. Los caciques son pocos, pero tienen el poder y el dominio sobre muchos de los pobladores. Las amenazas de muerte siempre cumplidas son un factor que si bien ha intimidado, no ha erradicado las inquietudes triquis de justicia. En muchos de los pobladores todavía está presente el bombardeo de 1956. Tras una década de conflictos, se recuerda que un teniente de apellido Palos mantenía el control de los triquis a través de la venta de armas, las vendía y después pasaba cobrando para no quitárselas y de nuevo pedía dinero. La gente se cansó y tras una emboscada en que fue muerto, el ejército respondió bombardeando el pueblo de Cruz Chiquita. En la década de los setenta, tras un recrudecimiento en los conflictos limítrofes, la asolada del ejército y los continuos muertos y encarcelados, los triquis se unificaron en una organización política. El Movimiento de Unificación y Lucha Triqui se formó oficialmente en 1980 y su nombre se dio a conocer en 1981. Uno de sus fundadores, el maestro Paulino Martínez Delia, asesinado en enero de 1990, dio cuenta de este proceso de violencia y de la constitución de una organización que pretendía acabar con ésta.8


    “En 1982 me nombran autoridad municipal de mi pueblo natal. A finales de ese año, las gentes en el poder comienzan a reprimir más, a emboscarnos. Desde entonces comencé a denunciar en todas partes, pero no hubo nada. En 1983, más o menos, en veinte barrios, en veinte agencias, organizamos a la gente. Como 250 gentes llevamos a Oaxaca con el fin de que hicieran justicia: «Resolución inmediata al deslinde de tierras comunales de San Juan Copala; libertad a los compañeros presos políticos; cese el orden de aprehensión contra 300 compañeros; cese el asesinato de compañeros y castigo a los asesinos».”9


    El maestro Paulino estudió para promotor bilingüe y en la década de los setenta volvió a la región triqui donde trabajó como profesor. Desde entonces percibió y evidenció el trato de los caciques hacia los indígenas que incluye el despojo, el asesinato, el robo y la impunidad. Junto con otros compañeros se dieron a la tarea de crear una organización popular que defendiera al pueblo, esta es una de sus ideas sobre lo que debería ser la organización y que manifestó al momento de su fundación: “El movimiento no solamente lucha para tener el poder, lucha para que haya tranquilidad y paz para toda la gente.” No oculta la lucha que darían por el poder, pero subraya la importancia de la tranquilidad y la paz, el contexto violento se aprecia en sus palabras. Martínez Delia fue profesor, agente municipal y activista político del MULT. Tras el asesinato de un pistolero en 1984, a él se le acusó del crimen y, sabedor de la falta de justicia imperante en el país y en Oaxaca en particular, huyó por unos días para después él mismo organizar su defensa en la ciudad de Oaxaca. Con las pruebas de su inocencia en la mano y con un amplio dispositivo de solidaridad, que incluyó a la sección XXII del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación (SNTE) y diversas organizaciones populares del país, fue absuelto. Un año más tarde, en su lucha por el deslinde y la recuperación de tierras comunales, fue detenido. Torturado y obligado a firmar su declaración de culpabilidad, el MULT, junto con Amnistía Internacional, exigieron su liberación y castigo a los torturadores; consiguieron la primera, pero no la segunda. Tras fuertes presiones fue liberado en 1985. El 23 de enero de 1990 fue asesinado en una emboscada y encontrado con 16 balazos en la cabeza. La exigencia de justicia y castigo a los culpables todavía se escucha y la impunidad continúa latente.


    Esta breve historia no es la única, como es fácil suponer. Queremos ahora incorporar en estas líneas, las declaraciones que nos compartió el señor Plácido Abraham López Castro, de San Pedro Yosotatu sobre el mismo tema: el despojo de tierras, la lucha por su recuperación, la persecución, el hostigamiento y finalmente el asesinato a los líderes. En agosto de 2007 conversamos con López Castro en San Juan Copala, y él nos refirió el despojo de tierras de diez años atrás que comenzó siendo de 48 hectáreas y que en noviembre de 2002 fue de la extensión total de su ejido, de 499 hectáreas. A partir de ello es que decidieron que: “Se venía luchando, se formó un frente de comunidades que teníamos los mismos problemas, los mismos conflictos y quisimos, pues, organizarnos como comunidad. No como organización sino como comunidad”.


    Tras amplias movilizaciones, el gobierno les prometió regresarles sus tierras pero sólo les dio 65 hectáreas que ellos comenzaron a sembrar. Después desaparecieron a tres de los miembros de su comunidad para debilitarlos, así que a la restitución de tierras añadieron la demanda de la aparición de sus compañeros pero no volvieron a ver ni sus cuerpos. Reforma Agraria les presentó la prueba de que esas tierras ya habían sido vendidas, gracias a la corrupción de los abogados que los defendían, colocados precisamente por Reforma Agraria. Con actas y nombres falsos se legalizó el despojo. Para la comunidad la respuesta oficial no fue suficiente y solicitó un amparo que, para la fecha en que conversamos con él, estaba en trámite.


    La estrategia siguiente es del todo conocida: “A la comunidad están tratando de asesinar, ya van asesinando a varias personas, sabemos que también nosotros, también nos quieren matar. Están creando en la región un ambiente de que nosotros somos los criminales, de que nosotros somos los violadores, de que nosotros somos los monstruos de la comunidad. Están buscando la manera de que haya operativos, de meterle al procurador general de justicia la idea de que nosotros somos los malos. Ese es el ambiente que se está creando. La verdad ha llegado el ejército, han llegado personas de Derechos Humanos y ven que no es realidad lo que ellos dicen. Hay un agente del ministerio corrompido también, David Hernández Mejía, que estaba o está en Tlaxiaco, y la verdad han estado corrompiendo. Nosotros, yo en lo personal, tengo como cinco averiguaciones previas en mi contra. Liberamos apenas uno. El defensor de nosotros fue acusado de violación, de que fuimos nueve los que violamos a una mujer, violación tumultuaria (algo así). Estuvieron dos compañeros presos, el compañero Braulio que fue el agente el año pasado. Entonces están tratando de culpar a autoridades y a vecinos que no compartimos la idea de la venta del ejido y que vamos a estar luchando hasta… no importa, pues, lo que nos llegue a pasar. Por la familia, por el pueblo, vamos a seguir luchando, por esclarecer que nosotros de ninguna manera hemos vendido nada y que las tierras siguen siendo de San Pedro Yosotatu. Es esa la situación, así está la cosa.”


    La larga represión y asesinatos en la región con la conocida impunidad no han sido suficientes para frenar el anhelo de justicia de estos pueblos indígenas. Para Plácido, la justicia se ve lejana pero posible: “Cada tres meses, por lo regular, están sucediendo cosas. Hay comentarios de que van a seguir metiendo sicarios, que van a tener que matar a quienes estén estorbando. Quisieron meternos a todos de un jalón a la cárcel para que pudieran regresar y hacer lo que quisieran. Pero yo creo que existe un Dios y que posiblemente aquí estemos en desventaja porque no tenemos dinero, posiblemente no haiga la justicia que nosotros abrigamos, pero pues existe un Dios y tampoco lo que ellos quieran puede salirles siempre bien. Esperemos que un día ojalá logremos unificarnos y luchar, combatir contra esta injusticia que estamos viviendo y contra los problemas que está creando el propio gobierno, ¿no? Y pues para eso estamos aquí.”10


    En diciembre de 2007, Plácido López Castro, como otros tantos, fue asesinado.11 En un boletín de prensa firmado por el presidente del Centro de Derechos Humanos y Asesoría a Pueblos indígenas AC, Maurilio Santiago Reyes, y fechado en Tlaxiaco, Oaxaca, el 26 de diciembre del mimo año, se denunció el crimen y se vuelve a exigir castigo a los asesinos de los líderes indígenas, así como justicia. En el boletín se narra que “El día 24 de diciembre del 2007, aproximadamente a las nueve cuarenta y cinco de la noche, cuando el señor Plácido López Castro, líder indígena e hijo del Señor Marcial Salvador López Castro presidente de bienes comunales, se encontraba en su domicilio conocido en San Pedro Yosotatu, Tlaxiaco, Oaxaca, esperando la posada del niño Dios, como familiar del mayordomo de dicha celebración. Fue acribillado por tres personas armadas, que con diversos disparos de arma de fuego dieron muerte inmediata al Sr. Plácido López Castro. Dicha persona se distinguió por la lucha de las tierras del ejido de San Pedro Yosotatu, Tlaxiaco, Oaxaca, y fue opositor al grupo del señor Andrés Castro, que recibió por parte del gobierno federal 15 millones de pesos en efectivo por las tierras en disputa con el ejido de San Sebastián Nopalera y Zimatlán de Lázaro Cárdenas, tal como consta en el expediente agrario respectivo.” Dos ideas del señor Plácido deben ser leídas nuevamente por su vigencia e importancia en el contexto indígena oaxaqueño: “esperamos que un día ojalá logremos unificarnos” y lo significativo de “combatir contra esta injusticia”.


    Con una resonancia mayor que las anteriores muertes, el asesinato de dos locutoras de la radiodifusora “La voz que rompe el silencio” fue denunciado en muy diversos ámbitos, desde la Cámara de Diputados hasta Reporteros Sin Fronteras.12 Se trata de Teresa Bautista y Felícitas Martínez de 22 y 20 años, respectivamente. Fueron emboscadas y privadas de la vida el 7 de abril de 2008. La emisora radial salió al aire el 20 de enero de 2008 por iniciativa triqui en el contexto del aniversario de la declaración de autonomía del municipio de San Juan Copala. Ambas locutoras dedicaron sus emisiones a la difusión de su cultura indígena y perdieron la vida meses después de iniciar esta labor.13 A estas muertes hay que añadir la desaparición de las dos hermanas profesoras bilingües y la larga denuncia que han hecho varias organizaciones sobre la violencia específica hacia las mujeres.14


    Tanto el maestro Martínez Delia como el señor López Castro son dos entre muchos más de los que han perdido la vida en la lucha de los pueblos indígenas de México en general y de Oaxaca en particular. Son estos crímenes impunes los que nos dan la entrada para comprender el devenir del MULT de organización social con fuerte base popular y blanco de la violencia estatal y caciquil hacia la formación de un partido regional.


    El partido indígena


    Abatido por tantos muertos y por una violencia institucional que se volvió cotidiana, así como una intromisión del poder caciquil y priísta, el MULT se escindió. Por una parte estaba el que finalmente logró infiltrar y debilitar el PRI, al que comenzaron a llamar el corrompido, que conservó las siglas y que años después decidió impulsar la formación de un partido político, y por la otra quedo el MULTI que después del rompimiento incorporo a sus siglas el carácter de independiente. Antes de este proceso hay que añadir que en 1998, con la idea de debilitar al MULT se creó la Unión por el Bienestar Social de la Región Triqui (Ubisort), organización enfocada principalmente hacia la exigencia de créditos y apoyos económicos. En abril de 2003, el ahora MULT solicitó su registro ante el Instituto Estatal Electoral como partido político local con la denominación Partido Unidad Popular (PUP); no lo consiguió, pero apeló, y en noviembre del mismo año, el Tribunal Electoral ordenó que se le diera el registro. Es entonces el primer partido político (así sea a nivel local) de corte indígena que existe en el estado de Oaxaca y en el país.


    El Partido Unidad Popular participó en el proceso electoral del año 2004 proponiendo como candidato a gobernador a Héctor Sánchez López (fundador y líder histórico de la COCEI) quien obtuvo 41 257 votos equivalentes al 4.1% de la votación total.15 A nivel de municipios no obtuvo triunfo alguno ni logró colocar diputados.


    Para tener una idea del actuar político de este partido, es interesante reflexionar en el manifiesto que publicó en enero de 2007, a unos días de que San Juan Copala se declarara municipio autónomo y cuando el conflicto entre el gobierno estatal y la Asamblea Popular de los Pueblos de Oaxaca (APPO) se encontraba en un punto álgido. El PUP, a nombre del MULT, tras introducir en su texto la negación de derechos de los pueblos indígenas y denunciar las estructuras caciquiles regionales que dividen y roban a los mismos, manifestó: “Con simulaciones «autonómicas» pretenden sorprender al movimiento social democrático y revolucionario”.16 Es una clara alusión y descalificación al proceso autonómico de los triquis de San Juan Copala pero, además, en su declaración política añaden una contrapropuesta frente a la APPO: “A partir de este momento, con toda nuestra fuerza, con todos nuestros militantes y en todos los rincones en que desarrollan su trabajo los comités, bajo consenso de compañeros de diferentes etnias agrupados en Consejos Comunitarios, declaramos la constitución de la Asamblea de los Pueblos Indígenas (API) como máximo órgano de la toma de decisiones17. El contexto violento de Oaxaca, donde constantes movilizaciones sociales cuestionaban la capacidad y la legalidad del gobernador Ulises Ruiz, que además gozaban de amplia cobertura nacional e internacional, obligó a Ruiz a buscar apoyo en las tradicionales organizaciones priístas, es así como debemos leer el anterior manifiesto.


    La declaración de autonomía18


    El 1 de enero de 2007, a nombre de 20 comunidades de la zona, se constituyó el Municipio Libre y Autónomo de San Juan Copala. En una ceremonia indígena presidida por un Consejo de Ancianos se entregó el bastón de mando al que llamaron “presidente popular”, José Ramírez Flores, un campesino de 32 años.19 En el discurso de autonomía, subrayó, en su lengua, uno de los miembros del Consejo, al dirigirse a los integrantes del nuevo gobierno, que “las nuevas autoridades tendrán que gobernar con los principios triquis y escuchar al pueblo para poder mantenerse en el cargo […] no deberán ser corruptos y buscarán la paz para toda la nación triqui”. La sede del municipio popular y autónomo fue declarada San Juan Copala.


    Oaxaca es uno de los estados de la república con altos índices de marginación y con población inmigrante en diversas partes del país así como en Estado Unidos. Mucha de la población triqui vive fuera de su región.20 De los que aún quedan en Oaxaca, algunos de los pueblos triquis que decidieron declararse autónomos forman parte de los tres municipios constitucionales, de Juxtlahuaca, Putla de Guerrero y Tlaxiaco.21 Los triquis dijeron saber que el gobierno estatal no va a mostrarse de acuerdo con sus autoridades nombradas en la ceremonia, pero eso no importa, porque son ellos quienes los van a reconocer como su propio gobierno. Esta resolución se tomó tras varias asambleas internas y fue motivada, en sus propias palabras, por tantas desilusiones con las organizaciones políticas. Así, decidieron que ya no habría ninguna organización, que volverían a sus raíces triquis y a su municipio libre, autónomo e indígena, todo con el fin de poner término de una vez a la violencia y trabajar por la paz.


    Sobre las diferentes organizaciones (MULT, MULTI, Ubisort) opinaron que éstas sólo fomentan la división, y sobre los partidos políticos dijeron: “Está el Partido Unidad Popular, está el PRI, está el PRD y no toman en cuenta la principal raíz de lo que está pasando en la región. Ellos no ven a indígenas, no ven a triquis, usan a triquis para sus campañas, pero no ven cuál es la problemática de fondo que se vive, cómo se vive y si es que se vive”. Sin embargo, los conflictos continúan y muestra de ello es que las nuevas autoridades autónomas acusaron a los integrantes del MULT de las amenazas, asesinatos y agresiones que se han suscitado desde que se comenzó con la planificación de la autonomía.


    Qué mejor muestra de la violencia imperante en la región que el día de la declaración de autonomía, había un cadáver expuesto en la plaza, ya que un día antes, cuando Roberto García Flores de 38 años se dirigía a la conmemoración, fue asesinado.22


    En conferencia de prensa, el alcalde autónomo destacó que uno de los principales objetivos de su administración será la transparencia de los recursos económicos que se logren captar. Pese a la negativa que ha mostrado la administración estatal encabezada por Ulises Ruiz, el munícipe aseveró que por medio del diálogo exigirán que su autonomía sea reconocida por las autoridades estatales. Sin embargo, el clima de violencia en torno a la propuesta autonómica se ha recrudecido al grado de que a unos días de que tomaran posesión las autoridades del municipio, una balacera se escenificó desde los cerros cercanos al palacio municipal. Los agredidos supusieron que se trataba de triquis del MULT, pues abiertamente se habían manifestado en desacuerdo contra los de San Juan Copala. Lo significativo en todo esto son las declaraciones que se expresan en torno a tantos asesinatos: “así son los triquis, les gusta matarse entre sí.”23


    Ante toda esta política agresiva, no queda sino pensar que la propuesta triqui de autonomía es un camino para buscar y encontrar la paz a través de medios pacíficos. El bastón de mando en manos de su representante simboliza, en sus propias palabras, “al padre que debe llevar a su pueblo por el buen camino”. Con otro cadáver a cuestas, los triquis volvieron a llamar a la unidad de su pueblo y a continuar la lucha por recuperar la categoría de municipio (la que perdieron en 1948) como la base de la organización política del país, pero ahora con la cualidad de ser autónomo.


    A seis meses de la declaración, las autoridades triquis seguían en la misma postura y nos hablaron de los logros alcanzados gracias a la declaración y el ejercicio de su autonomía: “Existe mucho problema aquí en la región triqui. Yo creo que de ahí decidió nuestro pueblo. Por eso conformamos el municipio autónomo, porque anteriormente teníamos policía preventiva aquí y según dicen es para seguridad de los triquis, y no es cierto."


    “Aquí anteriormente existen dos organizaciones políticas: el principal es el MULTI y el otro es Ubisort y nada más, por eso se complican más las cosas. Hay unos que sí les apoya o respalda totalmente el gobierno: a los campesinos o a los que les gusta hacer la violencia y a otros no los defiende. Es por eso que en este año el primero de enero decidimos con nuestras comunidades […] Hemos hecho varias reuniones conjuntamente con nuestros lideres, agentes de la comisión municipal de la comunidad y ya después de ahí cuando se llegó el primero de enero conformamos el municipio autónomo. Creo que desde el primero de enero para ahorita, gracias a Dios que ya no tenemos muchos problemas, ya no existen muchos heridos, muertos, porque como lo vuelvo a repetir, siempre había muertos cuando teníamos a la policía preventiva.” 24


    Este es uno de los elementos centrales: el largo recuento que no es exhaustivo de la violencia hacia los triquis que mencionamos líneas atrás, para tener presente el contexto que orilló a estas comunidades a declararse autónomas frente a la inutilidad de otros caminos. El combativo MULT fue debilitado a raíz de tantos asesinatos políticos, fue infiltrado y convertido en priísta. Se transformó por golpes y corrupciones mientras los muertos seguían como una constante. La policía municipal sólo incrementaba la violencia; en cambio, con el municipio autónomo esto ha venido cambiando: “Qué bueno que se salieron de acá porque cuando tenemos a la policía todo al contrario. Cada rato llegan las balaceros aquí a Copala. Cada fiesta que tenemos hay muertos, no faltan heridos. Pero ahora que conformamos el municipio autónomo hemos elaborado varias fiestas, bodas, bautizos y no hemos tenido ningún problema. Claro, ustedes vieron ayer que sí tenemos policía municipal. Cuando hay fiesta tenemos resguardo alrededor de la población, pero con la policía municipal ya no hemos recibido ningún problema. Ahora es la policía municipal. [En] cada fiesta está. Es de la región triqui. Aquí manejamos varias comunidades. Hay comunidades grandes y salen como diez policías municipales. Hay pequeñas, salen cinco. Hay más grandes y salen hasta doce. De ahí reunimos todos a la policía municipal… por ejemplo, se acerca otra fiesta que es la de San Miguel Arcángel. Empieza el 27, 28 y termina el 29. Ya les comuniqué a todas las autoridades del pueblo para que se bajen todos los policías municipales el día de la fiesta. Ya hemos celebrado varias fiestas y gracias a Dios que no hubo ni un problema, no hubo ni un herido, ni un muerto.”


    La lucha por el municipio libre y autónomo continúa, los avances en cuanto a la violencia son palpables aunque todavía falta. La memoria histórica de los antepasados también está presente en su proyecto autonómico: “Con el municipio autónomo se ha avanzado mucho. Se ha logrado la paz en la zona. Y, bueno, claro, hace poco hubo otro muerto aquí en Cuitla Villa de Guerrero. Bueno, como tenemos contrarios a nosotros. Estaban acusando otra vez a nosotros que ahí es la zona triqui, que mataron un triqui, pero ahí en Cuitla Villa de Guerrero no es en la zona triqui, es la Mixteca.


    “Sobre el problema de la región hemos avanzado mucho también. Ahora sí hablando de las obras, de los proyectos, hemos avanzado. Solicité dos audiencias con el secretario general de gobierno, Manuel García Corpus. Nos recibió y estamos exigiendo el reconocimiento del municipio autónomo y lo del proyecto, lo del recurso ramo 28 y 33 para la obra. También exigimos que nos manden los recursos directamente aquí para que podamos trabajar con los hermanos triqui. Porque nos cuentan nuestros abuelitos que anteriormente, desde 1947, 48, aquí es municipio libre. No sé exactamente qué clase de municipio era, pero era municipio libre. Estamos exigiendo al gobierno del estado y al gobierno federal que nos regrese nuestro municipio como era antes. Ahora sí falta reconocimiento. Falta que nos bajen nuestros recursos directos. Nos cuentan nuestros abuelos que en 1948 éramos municipio libre. Después de ahí bajó la categoría, nos quitaron municipio libre y nos dejaron la agencia municipal. Y mucho después, en 1988, por las organizaciones políticas, nos bajaron otra vez la categoría y ya de ahí lo están conformando el presidente y consejo municipal porque existen dos organizaciones políticas: Ubisort y MULTI. El gobierno decidió con ellos que así lo vamos a trabajar para que pueda trabajar bien. Conformó al presidente del consejo municipal tanto a la Ubisort y otro al MULTI, y es por eso desde 1988 hasta 2006 conformamos [un] municipio autónomo.”


    El deslinde de los partidos políticos es inevitable: “Desde que declaramos municipio autónomo, nosotros somos independientes. No tenemos que aliarnos con algún partido político. Nosotros decidimos qué es lo que hace falta en el pueblo. No tenemos que preguntar a un partido qué es lo que tenemos que trabajar. Las autoridades se eligen a través de asambleas. Las autoridades somos nosotros y los señores líderes de la comunidad, y los de la mayordomía. Todavía estamos pensando en tiempos. Ayer estaba comentando un compañero que, como ahora, si es presidente autónomo, debería estar tres años para cada autoridad. Todavía no se ha acordado. En la asamblea participan las autoridades y líderes de la comunidad. Elegidas por el mismo pueblo. Aquí en San Juan Copala, antes de elegir eso, bueno, yo como autoridad tengo que convocar a todos los congregantes que pertenecen a nosotros. Las autoridades de la comunidad, los líderes y luego las mayordomías van avisando quién es el compañero que puede trabajar bien a nuestros paisanos. Quién es el que tiene la capacidad para poder controlar a nuestra gente y de ahí se convoca como a tres reuniones y ahí se decide quién es esa persona con buen corazón para que pueda apoyar a nuestros hermanos triquis.”


    Un año después, en enero de 2008, celebraron su aniversario en un ambiente violento y de amenazas. Algunas de las actividades convocadas para su conmemoración tuvieron que ser interrumpidas por el hostigamiento militar y policíaco en la zona. Como proyecto de autonomía indígena merece un espacio para concretarse, una experiencia que surge del largo proceso violento que sólo busca la paz y la posibilidad de vivir en armonía consigo mismos y con sus bosques. Es claro que este sueño que se va volviendo realidad choca con muchos intereses políticos y económicos, pero los triquis tienen la voluntad y el coraje para salir adelante como pueblos indígenas largamente excluidos. Ahora presentan sus propósitos que comienzan por lograr la paz en sus tierras a través del camino de la autonomía.


    Epílogo


    El recuento sobre los daños infringidos a los triquis es muy largo y no existe espacio suficiente para presentarlo. No todos los muertos tienen la celeridad que se le dio a las dos locutoras que fueron asesinadas en el mes de abril de 2008, pero no hay duda de que son numerosos y de que la comunidad indígena no los olvida.


    Las voces de estos muertos, que ofrendaron su vida por conseguir la justicia y la paz, son muy claras cuando hablaron de la importancia de la comunidad. El señor Plácido dijo cómo lucharían, “como organización no, sino como comunidad” o como cuando el maestro Paulino afirmó “el movimiento no solamente lucha para tener el poder, lucha para que haya tranquilidad y paz para toda la gente”. Y la voz viva del municipio autónomo de San Juan Copala con las características de sus autoridades “no deberán ser corruptos y buscarán la paz para toda la nación triqui”. Esa paz es la única que les permitirá avanzar en su proyecto por la vida y la equidad.


    En el Encuentro de Pueblos Indígenas de América, celebrado en octubre de 2007 en Vicam, Sonora, coincidieron triquis de diferentes organizaciones políticas y allí externaron otras significativas palabras: “es el gobierno el que nos hace pelear”. La convocatoria zapatista de la otra campaña fue el elemento que los hizo unirse como indígenas largamente golpeados, pero que buscan por diversos caminos la paz y la tan negada justicia.25


    Nuevo epílogo sin punto final


    Resulta ineludible presentar brevemente los cambios ocurridos entre el año de 2009 en que se publicó lo anterior y el de 2015 que aparece la versión electrónica. Cuando visitamos San Juan Copala y escuchamos a la asamblea, la esperanza en un nuevo rumbo que terminara con la violencia era el tenor dominante. En noviembre de 2009 un grupo paramilitar comenzó un sitio a la comunidad triqui que en septiembre de 2010 llegó a su fin con la ocupación violenta del centro político y ceremonial. Los paramilitares entraron con completa impunidad, golpeando, saqueando, incendiando casas, destruyendo, balaceando, mientras las últimas treinta familias que aún resistían salían aterrorizadas, corriendo por los cerros y cayendo en barrancos “Bajo fuego 303 días, desplazados ahora, invisibles siempre, los triquis que demandan autonomías señalan al MULT y a la Ubisort. Acusan a Amado Ortiz y a Antonio Cruz de estar al frente del asalto”.26


    Antes de esta toma violenta, en enero del 2009 fue asesinado otro triqui, miembro de la familia de Teresa Bautista, la locutora de radio de 24 años ultimada en una emboscada en abril de 2008. Su hermano de 17 años llamado Isaías Bautista Merino fue privado de la vida cuando asistía a la toma de posesión de un nuevo líder municipal de San Juan Copala. En abril de 2010 activistas de derechos humanos decidieron organizar una caravana con el objetivo de llevar alimentos. Fue atacada y fallecieron la mexicana Beatriz Alberta Cariño Trujillo y el finlandés Jyri Antero Jaakkola quienes recibieron disparos provenientes de las lomas cercanas, por varias horas hubo desaparecidos y algunos resultaron heridos. De nuevo, sin castigo a los culpables. La tan nombrada impunidad y falta de acción de las autoridades correspondientes, condujeron a nuevos homicidios. El 21 de mayo Timoteo Alejandro Ramírez, dirigente importantísimo del MULTI, así como de su esposa, Cleriberta Castro, quienes se encontraban en el poblado de Yosoyuxi, en la región triqui, fueron atacados y asesinados. Los pobladores identificaron a los agresores como miembros del MULT. En julio, un líder la Ubisort fue acribillado en inmediaciones del paraje Tres Cruces.


    En septiembre, 300 triquis del Municipio Autonómo de San Juan Copala se desplazaron hacia la ciudad de Oaxaca y la Ciudad de México por temor a represalias en su contra, con el objetivo de permanecer en plantón exigiendo justicia y con ella el retorno. El 7 de octubre, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos con sede en Washington, otorgó medidas cautelares a favor de 135 habitantes de la Comunidad de San Juan Copala, que para ese momento eran desplazados. En octubre hubo varios asesinados de ambos bandos. Los triquis desplazados en el centro de la ciudad de Oaxaca, colocaron una manta con la demanda de “justicia y paz con dignidad” viviendo las amenazas de la policía local para que desalojaran el lugar. En abril cuando se cumplieron tres años del asesinato de las triquis locutoras, la radio comunitaria La voz que rompe el silencio acusó la falta de interés de las autoridades tanto federales como locales para esclarecer el doble homicidio.


    Si quedara alguna duda de a quienes se deseaba golpear y a quienes apoya la policía bajo las órdenes del gobierno estatal y nacional, en enero de 2012, un grupo de mujeres, hombres y niños de ambos sexos, triquis, se dirigieron a San Juan Copala, acompañados de observadores internacionales, con la intención de regresar a su comunidad y cerca de 200 policías les impidieron el paso. La lista de indígenas muertos de las diferentes organizaciones, es un claro indicador de lo trágica que es la situación. Esta breve crónica evidencia también que la declaración de autonomía, que buscaba la paz en la región, fue leída como una amenaza que atentaba contra relaciones de poder que persiguen la impunidad y la violencia es el camino para frenar de golpe cualquier proyecto autonómico que desafía abiertamente a un estado represor. Recupero las palabras que cerraron el epílogo anterior “es el gobierno el que nos hace pelear”.



    



    Ubicación del municipio autónomo triqui de San Juan Copala, Oax.
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        1 Años después, en 1998, la misma COCEI presentó como candidato al gobierno del estado de Oaxaca a uno de los dirigentes de la Coalición, Héctor Sánchez, que en un proceso cuestionado fue derrotado por el candidato del PRI. Sánchez, que se volvió militante del PRD, renunció a este partido cuando, para las elecciones de 2004, en alianza con el PAN propusieron a otro candidato, entonces él fue postulado por el Partido Unión Popular. Es conveniente recordar que el PSUM es el antecedente del actual Partido de la Revolución Democrática.

      


      
        2 Hay que mencionar que el 4 de noviembre de 2006, la indígena Eufrosina Cruz Mendoza participó como candidata a presidenta municipal de Santa María Quiegolani Yautepec, cargo que se elige por usos y costumbres. Cuando comenzó a mostrar ventaja frente a su oponente, el profesor Eloy Mendoza, se alegó que ella no podía participar por ser mujer. El congreso local validó la elección excluyéndola del proceso. La indígena recurrió a organismos civiles a denunciar su caso pero no hubo marcha atrás. Sin embargo, consiguió que la Comisión Nacional de Derechos Humanos elaborara un informe donde se propone reformar la constitución de Oaxaca para prohibir la discriminación. En el año de 2010 el PAN la postuló como su candidata a diputada local por representación proporcional, al ganar quedó como la primera mujer indígena en presidir el Congreso del Estado. Continúa en las filas del PAN.

      


      
        3 La división en la COCEI es tan evidente que ahora se le coloca un guión a las siglas: COCEI-PT, COCEI-PRD, COCEI-PAS, y los que se vayan acumulando.

      


      
        4 El gobierno estatal (por cierto, tan cuestionado) afirma que la creación del municipio autónomo carece de sustento legal y que no podrá sobrevivir, pues no cuenta con los recursos económicos para funcionar. Dirigentes del PRI, por su parte, la califican de una “fanfarronería” que debilita a las instituciones estatales.

      


      
        5 Hilario Alonso Medina, mejor conocido como Hilarión, y su hermano Jacobo, se involucraron en la guerra de independencia sin subordinarse a nadie, teniendo como bandera de lucha la restitución de tierras a las comunidades. Los hermanos no depusieron las armas tras el triunfo independentista y, al no ver satisfechas sus demandas, se rebelaron ante el nuevo gobierno. La llama que encendió esta revuelta fue el despojo de tierras triquis para beneficio de un general criollo participante en la gesta independentista. La revuelta creció al amparo de los pueblos. Gracias a este apoyo, los rebeldes garantizaron los triunfos de la guerrilla de Hilarión. Todavía hoy los habitantes señalan las cuevas donde lo escondieron para protegerlo. Finalmente las tropas federales lo capturaron en 1836, lo decapitaron y el movimiento rebelde pasó a una paz relativa.

      


      
        6 Encabezada por Dionisio Arriaga y Domingo Santiago, la rebelión surgió tras el fallo de un juez para quitar tierras comunales a San Juan Copala otorgándolas a la iglesia católica como pago por deudas de diezmos. A la par, unos mestizos decidieron apropiarse de otras tierras comunales alegando que eran parte de su propiedad. La lucha se generalizó hacia los mixtecos que a su vez estaban siendo despojados por los hacendados vecinos, con lo que la rebelión rompió los límites estatales llegando hasta Guerrero. Los militares y el clero unieron fuerzas para lograr la pacificación, primero prometiendo la paz si deponían las armas y después valiéndose de todos los medios a su alcance para derrotar a los indios insurrectos. La caída y posterior fusilamiento de Arriaga no detuvo la revuelta. Si alguno de los líderes cedía a las propuestas oficiales de negociar, aparecía otro u otros líderes dispuestos a continuar la lucha armada. Finalmente la estrategia gubernamental logró la derrota de los indios rebeldes al conseguir que algunos de los dirigentes aceptaran deponer las armas frente a otros que deseaban continuar la lucha. La división destruyó la fuerza rebelde.

      


      
        7 Desde 1978, los soldados han hecho su voluntad en la región al cobijo de las armas; las denuncias por las viviendas incendiadas, el robo de animales, las torturas y agresiones físicas, así como las violaciones sexuales a las mujeres, se han incrementado. La impunidad en estos casos es también la norma. Por lo regular son los hombres de la comunidad agraviada quienes interponen una denuncia sobre la agresión a las mujeres, la cual no prospera. Sin embargo, se sabe de sólo dos mujeres violentadas, de 14 y 16 años, que se atrevieron a presentar su denuncia ante el ministerio público, una en agosto de 2006 y la otra en noviembre de 2007, apoyadas por la Liga Mexicana por la Defensa de los Derechos Humanos (Limeddh-filial Oaxaca). Además de lo anterior, hasta ahora se sigue exigiendo la aparición de dos hermanas que fueron vistas por última vez a bordo de una camioneta y con los ojos vendados en julio de 2007. Ambas profesoras bilingües, originarias de El Rastrojo, San Juan Copala. La información sobre estos delitos está documentada por la Agencia Internacional de Prensa India: htpp://www.aipin.info

      


      
        8 La información para las siguientes líneas fue obtenida de dos trabajos que se realizaron sobre el líder y maestro, uno publicado por Francisco López Bárcenas en el suplemento Ojarasca 53, de septiembre de 2001, y el otro que apareció después de su asesinato, una entrevista realizada por Federico Besserer que se publicó en el antecedente de Ojarasca, México indígena, la segunda puede consultarse en: http://fridaguerrera.blogspot.com/2007/09/san-juan-copala-zona-triqui-con-larga.html

      


      
        9 Ibid.

      


      
        10 El testimonio completo del señor Plácido puede consultarse en el libro coordinado por Silvia Soriano, Testimonios indígenas de autonomía y resistencia, 2009, publicado por esta misma casa editorial.

      


      
        11 En la reflexión que hace Francisco López Bárcenas, a partir de este asesinato dice, después de enumerar las causas del conflicto así como la larga lista de agresiones y ataques varios: “Esto no paró las agresiones. El 16 de abril fue asesinado Pedro Erasto Espinoza López y el 6 de julio fueron detenidos Homero Castro López y Constantino Castro López. La policía se introdujo por la fuerza a la casa de Josefina López León y le disparó por la espalda a Reynaldo Castro López. Al finalizar el año fue asesinado Plácido Abraham López Castro, con lo cual culminó un ciclo de agresiones contra un ejido que lo único que ha hecho es defender sus tierras. En medio de toda esta violencia sorprende que cada que pueden afirmen estar dispuestos a encontrar una solución negociada al conflicto. Ojalá y alguien los escuche, sobre todo los de San Sebastián Nopalera y Zimatlán de Lázaro Cárdenas. Podría ser el inicio de un retorno a la normalidad de la región.” “San Pedro Yosotatu, Oaxaca. Siguen los asesinatos y las desapariciones”, en Ojarasca, suplemento mensual, número 130, febrero de 2008, p.3.

      


      
        12 La oficina en México del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, condenó el 18 de abril el asesinato y se solidarizó con las víctimas (hubo cuatro heridos que sobrevivieron) y con sus familiares. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos también deploró el asesinato y exigió que rápidamente se realice una investigación para que los responsables sean debidamente castigados. A pesar de la poca confianza que genera, el coordinador de la radio comunitaria también recurrió a la Comisión Nacional de Derechos Humanos exigiendo que no se le dé el mismo trato que se dio en Zongolica.

      


      
        13 El contexto violento del estado de Oaxaca donde en las barricadas de la APPO dos periodistas perdieron la vida no puede dejarse de lado en este doble asesinato. Por otra parte, la agresión a las radios comunitarias también es un elemento a considerar.

      


      
        14 Este caso, como otros tantos, no es fácil de comprender, plagado como está de acusaciones mutuas. Virginia y Daniela Ortiz son hijas de un dirigente del MULT, éste denunció a las autoridades del municipio autónomo y al MULTI de ser los responsables de la desaparición de las hermanas. Ellos se han deslindado de este hecho e incluso han ofrecido formar una comisión de la sociedad civil para encontrarlas, pues culpan al gobierno de Ulises Ruiz (gobernador priísta) que se valió de este pretexto para golpearlos.

      


      
        15 La alianza del PRI, PT y PVEM dio el triunfo a Ulises Ruiz con 47.2 de los votos; en segundo lugar el candidato de la alianza PAN, PRD y Convergencia con 44.6 por ciento. En las elecciones locales de 2007, el abstencionismo fue el triunfador con más del 60 por ciento, seguido por el partido oficial en el estado, el PRI. En el municipio autónomo de San Juan Copala se instalaron las dos casillas correspondientes pero ellos tomaron la decisión de no votar.

      


      
        16 http://www.unidadpopular.org.mx/api.php

      


      
        17 Ibid.

      


      
        18 Esta información fue obtenida a partir de diversas notas periodísticas y de la entrevista realizada al presidente municipal quien, junto con la asamblea, nos expresó el sentir de su pueblo el 2 de agosto de 2007.

      


      
        19 Además de Ramírez Flores, el nuevo cabildo autónomo está conformado por Leonardo Merino, suplente municipal; Severo Sánchez, alcalde único constitucional, y Macario Merino, secretario. Asimismo, el Consejo de Ancianos se conformó por Tiburcio Ramírez, Julio Rodríguez, Eusebio Merino, Antonio Rodríguez, Casiano Ortega y Jacinto Sandoval.


        Es importante mencionar que en la ceremonia se habló de la Asamblea Popular de los Pueblos de Oaxaca que se mantenía en lucha contra el gobierno represor de Ulises Ruiz.

      


      
        20 Unos han huido de la represión y otros de la miseria económica, según datos de la CDI del año 2000. Se calcula que en Oaxaca viven 17 980, en Baja California 1 929, en el Estado de México 1 722, en Sinaloa 1 215, en el Distrito Federal 831, en Sonora 835 y en otros lugares de la república 699, véase: Triquis, pueblos indígenas del México contemporáneo, CDI, versión electrónica en http://www.cdi.gob.mx. Al menos hay dos organizaciones de triquis en la ciudad de México, una que es MAIZ AC Movimiento de Artesanos Indígenas Zapatistas y la otra Artesanos Indígenas del Movimiento de Unificación y Lucha Triqui.

      


      
        21 El municipio autónomo de San Juan Copala se integró con la unificación de 20 de las 36 comunidades triquis: San Juan Copala, Yoxoyuzi, Santa Cruz Tilaza, Guadalupe Tilaza, Tierra Blanca, Paraje Pérez, El Carrizal, Sabana, Yerba Santa, San Miguel Copala, Yutazani, Unión de los Ángeles, Río Metates, Río Lagarto, Cerro Pájaro y Cerro Cabeza, entre otras, mismas que aglutinan a alrededor de 15 mil indígenas.

      


      
        22 En un trabajo publicado por la Universidad Autónoma Chapingo en el año de 1983 se hace una selección de testimonios y documentos que ilustran de manera clara la fuerte represión que sufre el pueblo triqui. Véase El pueblo triqui. Memorial de agravios. Movimiento de Unificación y Lucha Triqui, México, Universidad Autónoma Chapingo, 1983.

      


      
        23 Se pueden consultar varios diarios de circulación nacional con declaraciones parecidas. Ésta fue tomada del diario Milenio del 20 de enero de 2007 y se puede ver en la versión electrónica: http://www.milenio.com/mexico/milenio/notaanterior.asp?id=722076

      


      
        24 Este testimonio también puede consultarse en el libro anteriormente citado, de Soriano (coord.), 2009.

      


      
        25 Sobre lo complejo que resulta entender la relación entre las diferentes organizaciones triquis y en el marco de la otra campaña, es interesante la reflexión que hace Francisco López Bárcenas en “Triquis. Los ríos profundos” en Ojarasca, suplemento mensual, número 126, octubre de 2007.

      


      
        26 Una relatoría bastante completa de los hechos puede consultarse en Contralínea, versión electrónica: http://contralinea.info/archivo-revista/index.php/2010/10/01/emergencia-humanitaria-en-copala/

      

    

  


  
    Autonomías indígenas de facto en el estado de Guerrero


    José Enrique Victoria Saavedra



    Que el Estado quiere someternos, humillarnos, demolernos en nuestra historia, nuestro cuerpo,


    nuestra mente, nuestras organizaciones… ya lo sabemos, estamos advertidos.


    Adherente de La otra campaña


    Introducción


    Los pueblos indígenas del mundo y de nuestro subcontinente latinoamericano se han convertido en las últimas décadas en un sujeto estratégico para la transformación de la sociedad, al desbordar sus utopías y propuestas alternativas de civilización a otros sectores que buscan un mundo con mayor justicia.


    Los pueblos indios son ahora una amenaza más visible para el orden imperial mundial. Ante esta situación, los Estados nacionales de nuestra región se ven en la necesidad de renovar sus políticas indigenistas o inclusive de incrementar el uso de viejas prácticas (algunas de las cuales, según el imaginario social, habían sido ya superadas y su uso se remontaba sólo a la época de la guerra sucia) como son: las detenciones arbitrarias, la desaparición forzada, la tortura e incluso las ejecuciones extrajudiciales en contra de líderes o simpatizantes de algún movimiento indígena. Todo ello con miras a sembrar el terror entre los pueblos -sean o no indios- a romper los tejidos sociales y comunitarios y, en consecuencia, a tratar de contener el avance del movimiento indígena.


    En las últimas décadas hemos visto cómo los pueblos indios de nuestro subcontinente y de México han irrumpido en la escena política como sujetos cada vez más organizados. Esto se debe a varias causas1 tanto externas como internas. Entre los detonadores de estas nuevas formas de movilizaciones de los amerindios (para contextualizar) conviene mencionar las reformas económicas estructurales que han dado forma al vigente patrón de acumulación del sistema capitalista. Enemigo de lo colectivo y lo comunitario, el neoliberalismo, con sus pretensiones refundacionales y en franca respuesta a lo que Hirshman ha denominado agresiones al capital2 ha tenido implicaciones que son contrarias al anhelo de producción y reproducción de las culturas de los pueblos indios, a tal grado que el impacto sociocultural de estas reformas económicas3 parecía que era el principio del fin de su existencia.


    Los mismos pueblos indígenas han caído en la cuenta de que es completamente antagónico el actual sistema económico, con su cosmovisión. De esta forma, los proyectos emprendidos por ellos y que buscan preservar sus tradiciones y cultura, y que fomentan la colectividad, se vuelven una verdadera agresión al capital.


    Al igual que en la escala continental y planetaria, en México se reproduce el paradigmático contraste norte-sur. En nuestro país, cuando se tiene que ejemplificar la pobreza, irrumpe en nuestra mente la multicitada tercia de entidades federativas con los mas bajos índices de desarrollo humano de todo el país: Guerrero, Oaxaca y Chiapas. En México, el sur y sureste desbordan la mera referencia geográfica y se tornan como la región con mayor presencia indígena, donde la desigualdad social es más evidente y existen fuertes cacicazgos.


    Esta investigación es un acercamiento a tres procesos sociales que tienen como objetivo central la consolidación de proyectos autonómicos. Los impulsores de tales procesos se han visto obligados a ejercer la autonomía por la vía de los hechos debido a la negación de las autoridades federales y estatales de formular una legislación que responda a los intereses de los pueblos indios.No basta que, actualmente, en la Constitución se reconozca el derecho a la autonomía si este reconocimiento va acompañado de “candados” jurídicos.


    El estado de Guerrero es el espacio físico en el cual se desarrollan estos tres proyectos autonómicos: la nueva forma de procurar e impartir justicia por parte de la Coordinadora Regional de Autoridades Comunitarias (CRAC), conocida comúnmente como la Policía Comunitaria; la lucha anticaciquil por parte de las Autoridades Tradicionales Amuzgas (ATA) y su proyecto de una radiodifusora comunitaria; y el ambicioso proyecto de una universidad intercultural digna: la Universidad Intercultural de los Pueblos del Sur (UNISUR).


    Este trabajo es un recuento de las tres experiencias, así como se mencionan algunos de los mecanismos que ha utilizado el Estado para frenar el avance de los proyectos autonómicos emprendidos por los pueblos indios.


    Vicisitudes del estado de Guerrero


    Dentro del territorio que hoy llamamos Guerrero se han dado una serie de acontecimientos que son fundamentales para la consolidación de la nación mexicana. Ahondando en este punto, el historiador Carlos Illades escribe: “los hombres y mujeres del sur contribuyeron decisivamente a la independencia nacional, a la construcción de la modernidad decimonónica y, en general, al proceso histórico mexicano; sin embargo, Guerrero es a la fecha unos de los espacios geográficos más pobres, atrasados y castigados de la República. Vista en el tiempo largo, su historia está atravesada por varias líneas marcadas y durables: la primera es su carácter de periferia activa dentro del conjunto nacional; otra es su secular atraso económico; una más es su persistente movilización popular. Se agrega además la inestabilidad política ―producto quizá de la combinación del atraso económico, la desigualdad social y de un sinuoso proceso de constitución del estado― que se remonta al siglo XIX y se adentra en el actual.”4


    Ante la represión, el centralismo y una sistemática violación a los derechos humanos (DDHH) más elementales, los guerrerenses han respondido con movilización social; a su vez, el gobierno en no pocas veces lo ha hecho con la violencia de Estado. De esta manera, en la historia de Guerrero se imprime un ciclo de represión-resistencia-represión.


    En México, como en otros países, ser un luchador social es un delito. Encabezar, militar o simplemente simpatizar con algún movimiento social que intente revertir la realidad o la desigualdad social lo vuelve presa del acoso gubernamental. Se mueve la maquinaria del Estado con miras a estigmatizar, aislar o reprimir un movimiento o personaje que disida del gobierno.


    Con argucias el Estado otorga cada vez más poder a las fuerzas represivas. El ejército mexicano realiza funciones que antes sólo competían a las distintas policías. Con el pretexto de combatir al narcotráfico se criminaliza a las luchas sociales y se agrede a comunidades estén organizadas o no.


    En Guerrero, la violación a los DDHH incluye crímenes de lesa humanidad. Cualquier disidente político (y no sólo ellos, incluso personas que no militan en ningún movimiento social) es susceptible de sufrir desaparición forzada, tortura, ejecución extrajudicial o esterilización forzada entre otras.


    Según cifras de Julio Mata Montiel, Secretario General de la Asociación de Detenidos, Desaparecidos y Víctimas de la Violación de Derechos Humanos (AFADEM), de los más de 1300 casos de personas detenidas-desaparecidas en contra de su voluntad y por motivos políticos en México, la mitad corresponde al estado de Guerrero, es decir, cerca de 650 (estos son sólo los que están documentados). Mata Montiel aclara que la desaparición forzada “es un delito actual que las autoridades del Estado mexicano siguen aplicando en contra de los movimientos sociales y políticos, en contra de la disidencia política y el principal objetivo que persigue el Estado mexicano con la práctica de la desaparición forzada es romper el tejido social, desbaratar a las organizaciones sociales a través del terror, es, pues, atemorizar a la organización, a la familia y a la comunidad.”5 Esta práctica es cada vez más recurrente en las regiones indígenas no sólo de Guerrero, sino de Oaxaca, Chiapas, las Huastecas, Michoacán, entre otras.


    El alzamiento indígena del Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN) en Chiapas y la posterior aparición pública del Ejército Popular Revolucionario (EPR) en territorio guerrerense trajo como resultado una nueva militarización al interior de los estados así como un un aumento en la violación de los DDHH de los pueblos originarios, la fabricación de delitos, las detenciones arbitrarias y encarcelamiento de los líderes de organizaciones indígenas.


    En Guerrero, el mapa de las regiones con alta presencia indígena es también el mapa de la pobreza, y es además, el mapa de la militarización. En Guerrero el monolingüismo llega hasta el 60% de la población indígenas. Al respecto, José Raymundo Díaz Taboada, integrante del Colectivo Contra la Tortura y la Impunidad (CCTI), una asociación civil a nivel nacional con presencia en Guerrero que brinda ayuda a personas que han sido torturadas, nos dice que “un indígena cuando es detenido no se le informa en su idioma original, en su lengua natal, de qué es acusado, de qué está detenido y a dónde lo van a llevar […] A un indígena que intente hablar en su idioma con otro indígena, los policías a golpes y amenazas les dicen que no hablen en su idioma, que si van a hablar que hablen en español.”6


    Del año 2000 a la fecha en la región Me’phaa de Ayutla han sido torturadas sexualmente seis mujeres tlapanecas por elementos del ejército. Dos de estos casos se hicieron del conocimiento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), debido a que no encontraron justicia en las autoridades mexicanas. Una de las limitaciones que existen para castigar los delitos cometidos por los militares es el fuero militar. Sobre este accionar del Ejército Mexicano, el General Francisco Gallardo Martínez aclara que los soldados violan mujeres como parte de una guerra de baja intensidad: “las tropas saben lo que están haciendo y por qué lo hacen, toda vez que sus acciones corresponden a la estructura de su formación, entrenamiento y adoctrinamiento que se le da a la tropa a través de los manuales de adiestramiento, en el que también reciben mensajes subliminales para romper el tejido social de una comunidad o población […] Ya que para las fuerzas castrenses detrás de cada indígena hay un guerrillero en potencia y todo mundo es sospechoso.”7


    La tortura busca romper la personalidad del sujeto que la sufre, es una práctica que - al igual que la desaparición forzada- deja secuelas que se expanden a la familia, amigos, organización y comunidad. Busca además fomentar la desmovilización, el miedo, la apatía, la desesperanza a nivel social.


    Existen varias medidas que han utilizado los gobiernos para minar a las poblaciones indígenas, éstas van desde la integración a la cultura nacional, hasta las ejecuciones sumarias,8 pasando por la esterilización forzada. Los pueblos indios del estado de Guerrero han padecido estas politicas. Muestra de ello es la recomendación emitida por la Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH), donde explícitamente acepta que algunas instituciones de salud han esterilizado indígenas.


    La CNDH emitió en 2003 la Recomendación General No.4 Derivada de las Prácticas Administrativas que Constituyen Violaciones a los Derechos Humanos de los Miembros de las Comunidades Indígenas Respecto de la Obtención de Consentimiento Libre e Informado para la Adopción de Métodos de Planificación Familiar. Esta recomendación expresamente menciona“Esta comisión también documentó que el personal médico y paramédico de las brigadas de salud comunitaria, las cuales dan atención en zonas con población indígena, ejercen presión sobre la población masculina con el fin de obtener su consentimiento para la aplicación de métodos definitivos (vasectomía) de planificación familiar, mediante la promesa de proveerles de bienes materiales y recursos económicos, y en el caso extremo los amenazan de excluirlos de programas asistenciales de gobierno si no se someten a la vasectomía. Procedimiento con el cual se acreditó que no se cumplió con las disposiciones sobre el consentimiento informado y no contaron con traductor, ocasionando con ello la afectación de sus derechos reproductivos.”9


    Un caso ilustrativo de esta practica gubernamental en Guerrero, es el de14 indígenas me’phaa que fueron esterilizados en contra de su voluntad en la localidad de El Camalote en la región de Ayutla. El gobierno estatal se negaba a pagar hasta hace poco tiempo una suma (muy por debajo de lo que establece la ley) como indemnización, negando así el derecho a una digna reparación del daño . Sin embargo, va más allá de la mera cuestión económica y debe de incluir la reparación moral.


    Las violaciones a los DDHH, antes mencionadas, son políticas de Estado encaminadas a mantener el orden de cosas imperante. Existe una sistematización en estas prácticas, en ocasiones los autores intelectuales no son funcionarios públicos, sino representantes de los grupos de poder económico como los empresarios locales o, los caciques que ven afectados sus intereses.


    La región de la Costa Montaña de Guerrero, un lugar donde el traje típico es la pobreza


    La región del país con los más altos índices de marginación está habitada mayoritariamente por indígenas. Según datos del Consejo Nacional de Población (CONAPO)10 de los 100 municipios más marginados del país, 22 están en Guerrero, en las regiones de la Montaña y la Costa Chica, y de entre los diez con mayor grado de marginación, cuatro son de la Montaña. Incluso el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) ubica al municipio mixteco de Cochoapa el Grande, a nivel de Latinoamérica, con los peores Índices de Desarrollo Humano.11


    Del casi medio millón de indígenas guerrerenses, la mitad habita en estas dos regiones; el resto se ubica en la parte de la Montaña Baja, hacia la región Centro y la región del Alto Balsas, en la parte noreste del estado. También se encuentran indígenas en el resto de las regiones del estado como producto de la migración.


    Las tres experiencias autonómicas, analizadas en esta investigación, se desarrollan en la zona denominada la Costa Montaña. Esta región es la unión de la parte sur de la Montaña y la parte norte de la región de la Costa Chica. Es una zona multiétnica habitada por indígenas mixtecos, tlapanecos, amuzgos y mestizos. La presencia de las instituciones de asistencia social en esta región es casi nula. Los programas gubernamentales son paliativos y se enfocan a los municipios catalogados como “focos rojos”, los médicos son escasos, algunas localidades mayores sólo tienen una clínica improvisada de adobe, pero eso sirve muy poco porque no tiene medicamentos, ni siquiera el cuadro básico.


    Las siguientes cifras del Centro de Derechos Humanos de la Montaña “Tlachinollan” ilustran esta situación de olvido institucional: Uno de cada cuatro niños muere antes de cumplir los seis años (generalmente por las enfermedades curables como las ocasionadas por parásitos, vómito, diarrea, desnutrición, etcetera); de cada 100 mil partos mueren 281 mujeres, cuando la media nacional es de 51 mujeres (5 veces menos); existe sólo un ginecólogo para atender a 17 mil 654 mujeres en edad fértil (a nivel nacional el promedio es de un ginecólogo por 2414 mujeres).12


    Otra muestra de la marginación que se vive en la región es la migración temporal de los indígenas que se da principalmente a las regiones agroindustriales del país, como Sinaloa en la pizca del tomate o Morelos en la caña, aunque otros prefieren irse a los Estados Unidos de Norteamérica. Para “Tlachinollan”, existen aproximadamente 20 mil migrantes anuales, incluyendo niños. Tal fue el caso de David Salgado Aranda de 9 años de edad, que murió en el 2007 al ser atropellado por un tractor cuando se encontraba en los surcos cortando jitomate. El mismo Centro documentó en 2006 el deceso de 12 jornaleros que murieron atropellados, ahogados e intoxicados en diversos campos de cultivo del norte del país.13 El analfabetismo en la región ronda el 60% y en las mujeres indígenas esta cifra se eleva hasta el 80%. Ocho de cada diez viviendas tienen piso de tierra y casi nueve de cada diez utilizan el carbón como único combustible. Mientras que el 70% de los hogares presenta algún nivel de hacinamiento y al menos un 60% no posee ni drenaje ni servicio sanitario14.


    Los montañeros y los indígenas de la Costa Chica entienden que a pesar de la poca o nula voluntad política de las autoridades, tienen que revertir su situación de pobreza y marginación, es por ello que apuestan a una transformación desde abajo, basada en la autoorganización, la movilización y la recuperación de su identidad.


    Tres experiencias autonómicas vía los hechos en Guerrero


    Se puede decir que la autonomía es la demanda madre de los pueblos indígenas, para ellos significa sobrevivencia. Este reclamo representa la búsqueda de una nueva forma de relacionarse con el Estado, busca dejar atrás al indigenismo, política que se dio (y aún se da) a lo largo de Latinoamérica en países que cuentan con estas poblaciones.


    Para Díaz Polanco, el sistema autonómico “se refiere a un régimen especial que configura un gobierno propio (autogobierno) para ciertas comunidades integrantes, las cuales escogen así autoridades que son parte de la colectividad, ejercen competencias legalmente atribuidas y tienen facultades mínimas para legislar acerca de su vida interna y para la administración de sus asuntos.”15 El reconocimiento legal de un estatuto autonómico implica que el Estado transfiere funciones a los gobiernos locales indígenas asumiendo que la población a la que representa es diversa.


    Con la autonomía, los pueblos indígenas buscan incidir sobre su propio destino, ser partícipes en la toma de decisiones que directamente los afectan. Autonomía no significa separatismo ni mucho menos es el paso previo. La autonomía indígena es una táctica política de sobrevivencia. Debido a las fuertes movilizaciones de fines de los ochenta y toda la década de los noventa, el gobierno federal mexicano, en especial el Congreso de la Unión, decidió al fin legislar sobre la cuestión indígena. Cuando se creía que se harían normas constitucionales, los acuerdos firmados en San Andrés o en su defecto, la propuesta de la Comisión de Concordia y Pacificación (COCOPA), se consuma lo que los pueblos indígenas califican como una traición. Los partidos políticos aprobaron una reforma que no respondía a las demandas de los pueblos indígenas. Esto puso de manifiesto el tutelaje y el paternalismo con que se quiere seguir tratando a los pueblos originarios, con la reforma del 2001, decidieron echar a andar sus autonomías por la vía fáctica. Para mayo de 2008 había en los escritorios del gobierno del estado de Guerrero poco más de 200 acciones penales en contra de líderes sociales, de las cuales, 138 eran contra personas de origen indígena y el resto para personas no indígenas. En cuanto a los indígenas, la organización más perseguida es la Policía Comunitaria con 38 órdenes de aprehensión, los amuzgos del Municipio Autónomo de Suljaa con 11, la Organización del Pueblo Indígena Me’phaa de la variante lingüística Bátháá tiene el mismo número. A éstas podemos sumar las de los que se oponen a la construcción de la hidroeléctrica en La Parota, los que luchan contra la minera canadiense en Carrizalillo o a los jóvenes estudiantes de la normal rural de Ayoptzinapa16. El gobierno fabrica delitos a los líderes por cargos como: privación ilegal de la libertad, bloqueo a las vías generales de comunicación, obstrucción de la justicia y no pocas veces aparecerá el de motín y sedición.


    a) La Policía Comunitaria. Otra forma de impartir justicia


    La Policía Comunitaria es el más importante referente de un proyecto autonómico indígena de facto en el estado de Guerrero. Con presencia en 56 comunidades en más de 5 municipios en la Costa Montaña, la cifra de “los comunitarios”, como se les conoce a los policías, ronda ya los 700 elementos.17


    El proyecto nació en 1995 ante la creciente ola de violencia e impunidad que se vivía en la región. De origen Na savi (mixteco) y Me’phaa (tlapaneco), las comunidades que son las que sufragan los gastos de los policías comunitarios, han visto disminuir los delitos del fuero común: asaltos en el camino, homicidios, robo, abigeato, allanamiento de morada, violaciones sexuales y otros hasta en un 90%.


    Este proceso no podía pasar inadvertido para los gobernantes. Hoy somos testigos del acoso de los tres niveles de gobierno hacia la Policía Comunitaria. No obstante, en un principio, el ejército adiestraba a los policías comunitarios en el uso de las armas. La ruptura se da cuando los comunitarios, en lugar de atrapar al delincuente y llevarlo con las autoridades mestizas, decidieron en 1998 crear la CRAC, este órgano es el encargado de impartir justicia con base en los usos y costumbres de los indígenas. Antes de la creación de la CRAC la impartición y adminsitración de justicia eran negocio.Los indígenas notaron que al delincuente que entregaban al gobierno si tenía dinero, inmediatamente lo liberaban. En la lógica bajo la cual opera el sistema propuesto por los indígenas, los fines de lucro no son compatibles. Para empezar, los policías comunitarios no perciben salario alguno, es más bien un tipo de servicio social que realizan por su comunidad.


    Marcada por su impronta comunitaria, esta nueva propuesta no se reduce a la mera acción punitiva, lo que se busca es, ante todo, resarcir el daño que la persona que comete un delito (“error” como también lo llaman) propicia a la comunidad en su conjunto. Ellos plantean que “el delincuente no es la persona a eliminar para que la comunidad pueda vivir en paz. Cuando se comete un delito todos son víctimas, no sólo el agraviado, sino también el delincuente (porque perdió lo mas importante en la cosmovisión indígena: su honor, su palabra, lo que le hace hombre), así como la comunidad (porque no se dio cuenta de que esta persona andaba en un mal camino y no logró ponerlo otra vez en la buena dirección). En esta visión, la justicia y la seguridad son responsabilidad de todos y se trata de buscar maneras de restaurar la relación dañada y re-establecer el tejido social.”18


    El Acta Constitutiva de la Policía Comunitaria está fechada el 15 de septiembre de 1995, pero su origen bien lo podemos remontar a por lo menos tres o cuatro décadas antes. Este proyecto es el resultado del trabajo que durante muchos años realizaron las organizaciones campesinas de la región, tales como: el movimiento comandado por Genaro Vázquez Rojas, los curas progresistas simpatizantes de la Teología de la Liberación de la Diócesis de Tlapa; las organizaciones que nacieron como producto de la contra celebración por el “encuentro de dos mundos”, como el Consejo Guerrerense 500 años de Resistencia Indígena, el trabajo del Partido Comunista Mexicano (PCM) en la entonces llamada Montaña roja.


    Herederos de toda esa tradición organizativa y de lucha, reunidos los pueblos tlapanecos y mixtecos deciden solucionar el grave problema de la violencia en la región, resultado del deterioro del tejido social. Realizan una serie de asambleas y acuerdan crear, en base a los usos y costumbres, un sistema que contenga el problema de la violencia en la región.19 Los presos del sistema comunitario notan una gran diferencia, personas que han estado en las cárceles de gobierno comentaban acerca de la comunitaria: “aquí los policías no nos golpean, no nos drogan, ni nos jalan las greñas, tampoco nos dan choques eléctricos, ni nos escupen la comida”.20


    La idea central del proyecto de justicia comunitaria es “reeducar” al infractor, esto incluye pláticas con los más viejos, con los venerables ancianos. Ellos son los encargados de recordar a los delincuentes la importancia de lo colectivo, de la comunidad, platican con ellos, les preguntan por qué obraron así, los aconsejan. Esta es una de las grandes propuestas de este proyecto. Los presos de este sistema tienen que realizar una serie de trabajos comunitarios que les son asignados, dependiendo del delito que hayan cometido. Por ejemplo, pueden empedrar una calle, arreglar la carretera, hacer puentes o construir edificios que servirán para una comisaría o un salón de clases improvisado. “Si aquí acordamos que los reeducados hicieran trabajo para la comunidad, no es con la visión de tener esclavos, sino que deben de recuperar el principio del trabajo de su formación, que de alguna forma no obtuvieron”,21 aclara el comandante Bruno Plácido Valerio.


    A diferencia de otros cuerpos policíacos como la Judicial, la Ministerial, la Federal, la Estatal o la Preventiva, los elementos de la Policía Comunitaria no son violadores de los derechos humanos de los reos.


    Hoy en día los retos de la CRAC son diferentes a los que tuvo en su origen. Su zona de influencia está creciendo, recientemente abrió dos sedes más: Espino Blanco en Malinaltepec y Zitlaltepec en Metlatonoc; dar mantenimiento a esas oficinas implica un mayor gasto para las comunidades, que, como ya lo he mencionado, son las que sostienen el proyecto. Muchos policías se empiezan a inconformar por la falta de salario, pues el hecho de estar en la comunitaria implica que dediquen menos tiempo a su milpa. A esto debemos agregar que en la temporada de octubre a marzo muchos jóvenes tienen que dejar sus comunidades porque deben de migrar como peones jornaleros al norte del país.


    Un obstáculo que deben librar es el de la represión. En este proceso han resultado muertas dos personas. Siempre es latente la amenaza del ejército en las comunidades con el pretexto del narcotráfico o la guerrilla. Esto influye para que muchos jóvenes no acepten ser policías comunitarios. Mediáticamente existe una campaña feroz para desacreditarlos, en los medios televisivos no escatima en hacer parecer a los comunitarios como “simples bandoleros armados, roba vacas organizados o gente que busca hacerse justicia por su propia mano”.


    Una de las tareas pendientes es la mayor inclusión en igualdad de condiciones de las mujeres. La ONG, Servicios Internacionales para la Paz (SIPAZ), constata que ya han trabajado mujeres en la Policía Comunitaria, pero debido a la discriminación de los varones no se ha incrementado de manera sustancial su participación. Ante esta situación de discriminación, las mujeres argumentan que: “el objetivo de nuestra participación será una Policía Comunitaria que contemple nuestras miradas y escuche nuestras voces. Al final, la lucha es colectiva y en esta colectividad nosotros somos la otra mitad que busca, junto con nuestros compañeros, una mejor calidad de vida, donde se respeten nuestros derechos como pueblos indígenas.” 22


    El papel de las mujeres es fundamental en la búsqueda de una sociedad más justa y el proyecto de la Policía Comunitaria no debe soslayar eso. Las mujeres ya han demostrado de sobra su interés en que las cosas se transformen. Ellas son quienes padecen la triple discriminación: por ser mujeres, indígenas y pobres. Ellas no quieren que se las encasille en ciertos roles, quieren estar presentes en la lucha por el reconocimiento a sus derechos.


    El proceso de procuración e impartición de justicia que están desarrollando los pueblos indígenas tlapaneco y mixteco, en la región de la Costa Montaña del estado de Guerrero, es una de las propuestas de la ciudadanía a los gobernantes para dar solución al problema de la inseguridad.


    El titular del ejecutivo estatal en Guerrero ha declarado recientemente que se buscará asesoría en inteligencia y se comprará armamento sofisticado a Israel para combatir “todo tipo de delincuencia organizada.”23 Las organizaciones sociales en Guerrero saben que la solución a la violencia y el combate a la delincuencia son más complejos, el problema de la violencia en el país no es un problema de policías y ladrones, de buenos contra malos, no es un problema de tecnología, sino es un problema estructural. Si no hay inversión en la alimentación, no hay inversión en el trabajo, no hay inversión en la educación, no hay inversión en la salud, no es de extrañarse que los pueblos indígenas busquen formas alternativas para cubrir estas necesidades básicas.


    Al usar el Estado mecanismos legales y extralegales para coartar y reprimir estos proyectos alternativos, que nacen desde el seno mismo de los pueblos, se hace evidente que no existe una voluntad real para dar solución al problema.


    Los pueblos indígenas de la Costa Montaña sustentados en su identidad, en su capacidad inventiva y sobre todo en la misma necesidad, tienen en marcha este proyecto, aún a sabiendas de que pueden ser víctimas de las medidas legales que criminalizan el reclamo de sus derechos y de que-como consta en las actas del gobierno-sean grupos tildados de operar al margen de la ley.


    b) Las Autoridades Tradicionales Amuzgas y la Radio Ñomndaa, lucha indígena anticaciquil


    Los partidos políticos han mostrado hasta ahora una incapacidad de recoger y dar solución a los reclamos de los pueblos indígenas. Esa parece ser la lección que ha aprendido el pueblo amuzgo en la lucha por el reconocimiento a sus derechos. Es por ello que en el 2002 nace el proyecto de las Autoridades Tradicionales y se crea el Municipio Autónomo de Suljaa (Xochistlahuaca).


    El pueblo amuzgo representa la décima parte de los habitantes indígenas del estado de Guerrero, es decir, cerca de 50 mil. Se ubica en dos municipios: Xochistlahuaca y Tlacoachistlahuaca, aunque también hay un número considerable en Ometepec y en San Pedro Amuzgo, en el vecino estado de Oaxaca. El municipio de Xochistlahuaca se encuentra en el lugar 24 en cuanto a mayor grado de marginación, según cifras de la CONAPO24; además de que se ubica entre los tres primeros lugares con mayor porcentaje de población monolingüe a nivel nacional.


    Muchas de las comunidades que forman parte de este municipio, viven una dualidad de autoridades. Esto se debe a la lucha que actualmente libran los amuzgos para que les sea reconocido su derecho a elegir a sus autoridades con base en sus usos y costumbres. El proyecto de las Autoridades Tradicionales Amuzgas (ATA) es el intento de los amuzgos por autogobernarse en el ámbito local. Cansados de que las autoridades municipales constitucionales hagan caso omiso a sus peticiones,conscientes de que por el régimen de partidos es imposible que accedan al poder municipal y hartos de los violentos desalojos a sus manifestaciones ordenados por el poder caciquil, los amuzgos se organizaron y crearon el Frente Cívico de Indígenas de Xochistlahuaca (FCIX).


    Uno de los objetivos centrales de la organización fue la destitución de la presidenta municipal; no obstante, al ver el apoyo a la alcadesa por parte del gobernador René Juárez Cisneros (incluso movilizando al ejército), la FCIX decide tomar el ayuntamiento y poner a las ATA a despachar.


    Este proyecto que se planeó desde 1998 se concretó 4 años después con la primera generación de las ATA, que estaría en funciones del 2002 al 2005. La primera generación logró consolidar tres tareas que se habían programado: la creación de una radio que transmitiera en lengua amuzga, la siembra de peces (truchas y camarones) y la Casa del Libro, la cual es una biblioteca comunitaria. En esos primeros tres años, las ATA gozaron de gran popularidad entre la gente porque las decisiones que tomaban eran consultadas con los sabios ancianos, acudían a las comunidades, preguntaban sobre sus problemas, la misma gente participaba y sugería. Había comisiones de Justicia, de Desarrollo Rural, de Desarrollo Social y de Artesanías. Cuando la gente tenía un problema se acercaba a ellos.


    Para las elecciones municipales del 2005, muchos integrantes del FCIX decidieron apoyar a los partidos políticos. Al ver que gozaban de la confianza y simpatía de la gente, otros optaron por contender a cargos de elección popular postulados por el PRD, no obstante el producto de esas elecciones fue un tercer periodo de gobierno para la cacique Aceadeth Rocha. Este revés significó una fractura para el proyecto autónomo de las ATA. La segunda generación de las autoridades (2005-2008) ya fue incapaz de desmarcarse de la dirigencia del PRD; en consecuencia, empezó a perder legitimidad entre la gente, ya que empezó a recibir línea política de dicho partido, dejó de ir a las comunidades, el número de asambleas realizadas disminuyó. Las mujeres, los campesinos, los jóvenes, y los profesores, que en un principio manifestaron interés por este proceso, paulatinamente se fueron alejando. Julio Onofre, integrante del FCIX y uno de los coordinadores de la “Radio Ñomndaa”, recuerda: “la gente ya no llegaba y tenían razón, pues ya eran de un partido [las ATA], porque antes decíamos que la organización no tenía etiqueta partidista, sino que era de todo el pueblo… Hoy las autoridades están ahí pero no tienen el poder, hoy están ahí nomás cuidando el edificio, el Ayuntamiento.”25


    Las ATA que sembraron en Guerrero la semilla de los municipios autónomos cayeron en la tentación de entrarle a los partidos políticos. De los proyectos que emprendieron, el que más impacto tiene hoy en la población es la radio comunitaria. Es a partir de la Radio Ñomndaa donde actualmente hacen escuchar el reclamo de su derecho a la libre determinación.


    La radiotransmisora “es una vía para construir un proyecto de autonomía donde nos podamos gobernar por nosotros mismos, sin tanto andar diciendo, partido ven para que me ayudes o a ver gobierno vente para que me avales mi sistema de gobierno.”26


    Los Ñamncuee Ñomndaa (como se llaman los amuzgos en su lengua) saben que es muy difícil erradicar al sistema de partidos en su municipio, pero esa fue la apuesta con el proyecto del Municipio Autónomo Suljaa y las ATA.


    Para el Frente Cívico, la alternancia en el gobierno estatal con el arribo al poder del PRD no significó cambios sustanciales, “es cambiar de color, cambiar de discurso, pero en los hechos ha sido la cuestión de la represión mas brutal sobre la gente. Hay un señalamiento directo de las fuerzas represivas de nuestro estado a los compañeros luchadores sociales.”27 En la región amuzga opera un grupo paramilitar bajo las órdenes de la cacique, que golpea a los disidentes, anda amenazando a las familias de los “autónomos” y no hay un castigo para ellos. Se pasean impunemente por las comunidades.


    Es por esto que el Frente Cívico prefiere seguir trabajando fuera de los partidos. Tiene clara la necesidad de trabajar con los amuzgos pobres. Propone trabajar sobre la conciencia, “porque hoy lo que han destruido es el pensamiento de la gente, hay que trabajar más en ese sentido con nuestras tradiciones. Hay que trabajar para que la gente recupere su identidad, se re-apropie de su cultura y la empiece a ejercer por sí sola, en eso hay que trabajar.”28


    Como ya lo hemos referido, la radio es el proyecto más fuerte de todos los que emprendieron las ATA. Por lo mismo es el principal blanco de la represión gubernamental. Frente al analfabetismo que impera en la región y la falta de otros recursos como medios impresos, la radio se vuelve una herramienta vital para la comunicación, la difusión de las ideas y la transmisión de la cultura. Si eso se hace en la propia lengua de los amuzgos, la identificación en torno a su cultura se va incrementando y empiezan a tener conciencia más de lo que son y de lo que quieren. Esto lo entienden bien los promotores de la radio.


    Para David Valtierra Arango, coordinador de la Radio Ñomndaa (“La Palabra del Agua” en idioma amuzgo) todas las personas y todos los pueblos tienen el derecho a decirse en su propia lengua lo que piensan y lo que sienten. Sobre el reconocimiento a los derechos de los pueblos indígenas, Valtierra Arango comenta: “gracias a todos los partidos políticos no están reconocidos como deberían estar. En consecuencia, nosotros tomamos la determinación de hacer valer esos derechos en los hechos, que es el ejercicio de la autonomía en lo que toca a la cuestión de la comunicación, en este ámbito, nosotros estamos logrando ejercer la autonomía.”29


    La Radio Ñomndaa inició sus transmisiones el 20 de diciembre de 2004 desde la cabecera municipal de Suljaa y abarca 30 km a la redonda. Su objetivo central es difundir y recuperar la cultura amuzga. Es un proyecto independiente de cualquier partido político o religión, no recibe dinero de ningún nivel de gobierno, es la misma gente la que sostiene a la radio con cooperaciones voluntarias. Si una persona cumple años o simplemente se quieren mandar saludos, dejan cuatro, cinco o diez pesos. Si quieren anunciar algún producto, también dejan una pequeña cooperación voluntaria, de lo que se trata es de que la misma gente sienta la radio como suya, es por ello que cuando ha sido necesario, la gente ha salido a defenderla como ocurrió en el último intento de desmantelar la radio por el gobierno.


    La programación de la radio es muy variada. Hay programas para toda la gente: infantiles, hechos por niños y niñas, programas con mitos y leyendas amuzgas, donde se habla de la medicina tradicional indígena. También incluye espacios dedicados exclusivamente a la música amuzga y otros donde se da difusión al más variado tipo de música, desde las chilenas, pasando por la música de los jóvenes y grupos de moda en televisión, hasta la música de orquesta o de cámara. Existen secciones dedicadas a difundir las luchas de los pueblos indígenas o en las cuales se incluyen los derechos humanos de los pueblos indígenas y, claro, las noticias regionales, nacionales e internacionales.


    Los coordinadores de la radio tienen una demanda por delitos del fuero federal en la Procuraduría General de la Republica (PGR). David Valtierra expresa que “para el gobierno es un delito federal que estemos utilizando las frecuencias para transmitir nuestra palabra. Según ellos, antes tienen que darnos el permiso, por eso dicen que somos ilegales, que somos delincuentes, por eso tenemos esa demanda y por eso nos han enviado gente del ejército para investigarnos.”30


    El Ejercito Mexicano, la Agencia Federal de Investigaciones y la policía Estatal, llevan citatorios a la radio, merodean las instalaciones a manera de intimidación, avionetas militares realizan vuelos rasantes por encima de la antena. Las instituciones encargadas de promover el “desarrollo” de los pueblos indígenas prometen que van a ayudar a tramitar el permiso de Radio Ñomndaa, pero bajo ciertas condiciones, entre otras: que el permiso salga a nombre de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI); que la radio primero debe salir del aire porque si no lo hace no se puede tramitar el permiso. Los coordinadores consultaron con la gente esta oferta de la CDI, pero dijeron que no, “que radios indigenistas ya había muchas”. Otras formas de contener el avance de la radio es el sabotaje, los cortes del suministro de luz eléctrica o del servicio telefónico son recurrentes.


    La radio busca que los amuzgos se reconozcan como pueblo, que sepan que tienen derechos. “La idea es que la gente vaya conociendo que ya hay algunos derechos, pero, sobre todo, que vayan exigiendo el reconocimiento de otros derechos, como el de la libre determinación o la autonomía.”31 Los promotores de la radio consideran que ésta debe ser una herramienta que sirva para acompañar los diversos procesos organizativos de la región. “También se trata de irnos convenciendo a nosotros mismos que valemos tanto como cualquier otro y que podemos hacer las cosas, que ya no tenemos que estar siempre de rodillas ante el poder besándole la mano a ver qué es lo que nos dan. Tenemos que asumirnos como personas y en la radio estamos haciendo un esfuerzo para lograr esto.”32


    Para los ñamncuee ñomndaa está claro que la lucha por la autonomía será difícil, que el gobierno no va a ceder porque responde a intereses contrarios al de los pueblos indígenas. Los amuzgos saben que la autonomía no será una dádiva, sino conquista del pueblo organizado.


    c) Universidad Intercultural de los Pueblos del Sur, la puesta en práctica de una educación intercultural digna


    En la búsqueda de un desarrollo integral en la región de la Costa Montaña, los indios guerrerenses han dado un paso más en la lucha por el reconocimiento a sus derechos: la creación de una universidad propia. Una institución de nivel profesional, que sustentada en su cosmovisión y en un diálogo intercultural forme a profesionistas e intelectuales (sujetos activos en la búsqueda del desarrollo local) y, además, entregue a la sociedad egresados que ayuden a la descolonización, tanto externa como interna.


    El gobierno, al darse cuenta de que las demandas de educación en el nivel superior se encontraban dentro de la agenda de los pueblos indios, quiso tomar la delantera construyendo universidades que denominó “interculturales”, pero que no respondían a un enfoque donde la matriz cultural indígena fuera la base. Estas universidades oficiales no se desmarcan de la vieja concepción indigenista y son más bien formadoras de mano de obra barata que responde a las necesidades del mercado.


    El tercer proceso autonómico del que hablaremos refiere la búsqueda de la consolidación de una universidad intercultural digna: La UNISUR. Como es sabido, los indígenas poseen un grado de escolaridad por debajo de la media nacional. Para este sector de la población acceder al nivel de estudios universitarios es muy difícil. Ante esta situación, desde hace ya más de diez años, los pueblos indígenas de Guerrero, junto con un grupo de académicos, se dieron a la tarea de trabajar por la fundación de una universidad.


    Se organizaron consultas con las comunidades, foros regionales, encuentros estatales, congresos donde se invitaba a especialistas, en los cuales los pueblos indígenas hablaban de sus necesidades y carencias. Hubo reuniones con varias autoridades, se entregaron diagnósticos y solicitudes, tanto a representantes educativos estatales, como a federales. En el año 2005, el gobernador y el secretario de educación en Guerrero anunciaron la creación de una universidad intercultural.


    Meses después, unilateralmente, el gobierno decide que la sede de esa universidad sería en el poblado de la Ciénega, en el municipio de Malinaltepec, haciendo caso omiso a un estudio de factibilidad bien fundamentado (que tomó años elaborar a las comunidades y al grupo de académicos que estaban encargados de la gestión de la universidad), el cual sugería cuatro subsedes para igual número de etnias que habitan en el estado de Guerrero (en ese momento aún no se incorporaban los afromexicanos al proyecto).


    La postura del gobierno estatal se hizo más evidente cuando llevó a cabo reuniones secretas, con alcaldes de los municipios indígenas y funcionarios del área de educación. Antes de que se aprobara el decreto de creación de la universidad, se descubrió que se habían asignado varias plazas de maestros y la concesión de la construcción de la universidad, lo cual puso en evidencia el tráfico de influencias y el actuar del gobierno sin consultar a las comunidades indígenas. El gobernador traicionó el proceso que se venía realizando y ante la inconformidad de los pueblos y de los investigadores, inmediatamente se les empezó a tildar como a un grupo de “subversivos que obstaculizan el desarrollo de los pueblos y buscan controlar la universidad”.


    El 22 de noviembre de 2006, el Congreso Local del Estado de Guerrero aprobó el Decreto por el cual se crea la Universidad Intercultural del Estado de Guerrero (UIEG), sin consultar a los pueblos indígenas, violentando así sus derechos al no poner en práctica el “consentimiento libre, previo e informado”, que aparece en el Convenio 169 de la OIT.


    Ante esta traición a los pueblos indígenas y al esfuerzo organizativo que habían mostrado, las autoridades civiles y comunitarias de las cuatro etnias y de los afromexicanos, reunidas en la comunidad de Santa Cruz del Rincón, municipio de Malinaltepec, deciden poner en marcha el proyecto de la UNISUR con recursos propios y sin el aval del gobierno acuerdan la creación de las siguientes sedes: Santa Cruz del Rincón, municipio de Malinaltepec, para los Me’phaa y Na savi; Xochistlahuaca para la población Ñamncuee Ñomndaa, Cuajinicuilapa para el pueblo afromexicano (que si bien no es indígena, lo incorporan porque consideran que también ha sufrido una discriminación hacia su cultura); Xalitla para los pueblos nahuas del Alto Balsas y Acatlán, que dará cobertura a los indígenas nahuas de las regiones Centro y Montaña Baja del estado.


    El Informe del Tercer Congreso Intercultural en el Estado de Guerrero dice:


    “Considerando que los pueblos originarios tenemos el derecho inalienable de definir nuestros proyectos educativos y de desarrollo, en función de nuestra cultura y nuestra cosmovisión, mismo que se encuentra consagrado en el convenio 169 de la OIT y la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuyo articulo ٢º en su apartado A, fracción IV, reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y comunidades indígenas a preservar y enriquecer sus lenguas, conocimientos y todos los elementos que constituyen en nuestra cultura e identidad.”33


    El mismo documento solicita a: “todas las autoridades civiles y comunitarias emanadas de nuestro pueblo o por ellos elegidas, para destinar esfuerzos y recursos para el funcionamiento de la Universidad Intercultural de los Pueblos del Sur, UNISUR, que hoy hemos acordado poner en marcha.”34 A las autoridades federales, estatales y municipales, a los legisladores estatales y federales demandaban y exigían: “A que en estricto apego a nuestra carta magna, reconozcan y respeten el proyecto original de la universidad, que los pueblos originarios hemos construido y consensuado por medio de nuestros mecanismos de gobierno y discusión.”35


    La UNISUR ya está operando cuatro de sus cinco sedes (aún falta la de Acatlán en Chilapa). En su primer año tuvo una población estudiantil de más de cien alumnos y si bien es cierto que entre sus obstáculos existen algunos de tipo operativo o de instalaciones, propios de un proyecto que apenas empieza a cimentarse, el principal lo representa el gobierno, negando el apoyo, acosando a los dirigentes, pagando a periodistas para descalificar el proyecto de la UNISUR, sembrando el desconcierto, recomendando a los jóvenes que “no jueguen a la aventura” con esa universidad.


    Las autoridades argumentan que los profesores son unos improvisados, que no tienen el perfil. Sobre esto, los investigadores Joaquín Flores Félix y Alfredo Méndez Bahena responden que de los quince profesores que laboran en la UNISUR, trece cuentan con maestría o doctorado, y algunos provienen de universidades públicas “como la Autónoma de Guerrero, el Instituto Politécnico Nacional, la Autónoma Metropolitana o la Autónoma de la Ciudad de México.”36 Además se están fomentando acercamientos con otras universidades interculturales de América Latina o instituciones como la Universidad Nacional Autónoma de México o la UNESCO.


    Actualmente, en la UNISUR se imparten 3 carreras: Ciencias y tecnologías para el desarrollo sustentable; Gestión de municipios y territorios de los pueblos originarios y Lengua y cultura de los pueblos originarios. Todas con el objetivo, no sólo de sistematizar el conocimiento indígena, sino de entrar en un franco diálogo con el conocimiento y pensamiento universal, así como formar a intelectuales comprometidos con el desarrollo de las comunidades indígenas y no a simples “líderes subversivos”, como cree el gobierno.


    Las mismas comunidades indígenas son las que están sosteniendo económicamente a la UNISUR. Los pueblos indígenas han demostrado su completo interés y apoyo a proyectos (que ellos llaman liberadores) como la UNISUR, que parten de su realidad y se encaminan a transformarla. Para que un estudiante sea aceptado en la UNISUR, necesita el aval de una comunidad u organización indígena, además de que éste se comprometa que sus investigaciones y sus estudios estarán orientados a fomentar el desarrollo de sus comunidades.


    La universidad oficial ya se encuentra funcionando. Muchos jóvenes se han inscrito en ella atraídos por una beca que se les otorga mensualmente, cuenta con todo el respaldo de las instituciones de educación de nivel estatal incluso de nivel federal, con la complicidad de un buen número de los alcaldes indígenas de la región y con el apoyo de un buen número de diarios oficialistas . El gobierno ya ha manifestado su interés en consolidar a esta institución como la única universidad intercultural de Guerrero, invitando a los académicos de la UNISUR para que abandonen su proyecto a cambio de plazas de catedráticos.


    En suma


    La UNISUR, al igual que la radio comunitaria Ñomndaa o la Policía Comunitaria, son la prueba de que los pueblos indios tienen propuestas alternativas encaminadas a cambiar la situación de marginación en que se encuentran.


    Existe una gran brecha entre las instituciones estatales y las demandas de los pueblos indígenas. Como muestra tenemos la reforma en materia de derechos y cultura indígena del 2001, en la cual, a pesar de reconocer el derecho a la libre determinación en general y a la autonomía en particular, contiene candados que niegan el ejercicio pleno de estos derechos.


    Ante tal situación, muchos pueblos indígenas de México y de Guerrero se han visto en la necesidad de ejercer la autonomía vía los hechos, es decir, sin el reconocimiento por parte de las instituciones estatales, violando así éstas últimas, la constitución o tratados internacionales como el Convenio 169 o los Pactos Internacionales de Derechos Civiles y Políticos y el de Derechos Económicos Sociales y Culturales, que hacen clara alusión al derecho a la Libre Determinación de los pueblos.


    La consolidación de las autonomías indígenas, lejos de atentar contra la unidad nacional, ayudaría a zanjar la gran diferencia y a reducir la desventaja de los pueblos indígenas en comparación con otros sectores de la sociedad.


    El gobierno mexicano y de Guerrero se han negado a entablar un diálogo entre iguales con los proyectos autonómicos de facto. E incluso recurren a prácticas legales y extra-legales, incluyendo las violaciones a derechos humanos tipificadas en el derecho internacional como crímenes de lesa humanidad convirténdose en un mecanismo más para contener el avance y consolidación de tales proyectos.


    En el país en general, pero sobre todo en las regiones donde los indígenas se están organizando, existe una escalada represiva aunada a la impunidad. A esto debemos agregar la criminalización de la protesta social como una política de Estado.


    Pero ante todo, se debe destacar y comprender que los pueblos indígenas no sólo están buscando una nueva relación con el Estado, sino que, además, tienen una propuesta alternativa de nación que para el resto de la sociedad sería un gran equívoco histórico soslayar.
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    Autonomía en la meseta p’urhépecha y el lago de Zirahuén


    Antonio Mejía Andrade



    Introducción


    La construcción de los Estados latinoamericanos implicó la búsqueda de una población homogénea en el continente. La unificación étnica se basó en la imposición política, cultural y jurídica de los grupos hegemónicos sobre la población originaria del territorio. Su independencia en el siglo XIX, no representó la construcción de un nuevo pacto social para los indígenas, sino que mantuvo el carácter marginal de la Colonia y, desde entonces, se han enfrentado a políticas de aislamiento, exterminio y asimilación impuestas por los aparatos gubernamentales.1


    Si el principio de las naciones modernas se basó en la violencia contra las minorías étnicas, la historia posterior no podía representar un cambio radical, puesto que el Estado la legitimó desde su origen. Las imposiciones del liberalismo latinoamericano atentaron contra derechos fundantes de los Estados modernos: “el respeto a la vida, a la autonomía, a la igualdad de condiciones y a la posibilidad de perseguir sin coacción los propios fines […]”.2


    A lo largo del siglo XX, los cambios en la política indígena se mantuvieron en el plano discursivo, por ejemplo, el indigenismo institucional buscó la integración de los indios dentro de un marco político y social preestablecido con la intención de inscribirlos en un proyecto modernizador y ajeno.


    La complejidad de esta relación se reafirma en nuestros días y mantiene el contrapunteo histórico en aspectos legales y culturales que polarizan la relación estatal con la población indígena, provocando distintas traducciones en el proceso de los actores. Para los pueblos indígenas, la demanda por el derecho a la libre determinación y autonomía ha enmarcado la lucha en los últimos años y ha generado el análisis sobre la teoría y la práctica de proyectos autonómicos en el país. Su importancia radica en que trastocan aspectos políticos, culturales, económicos y jurídicos de la tensión entre el Estado y la comunidad indígena con el objetivo de crear un nuevo pacto social.


    La punta de lanza de esta demanda se dio con el levantamiento armado en Chiapas: “Este último evento —en particular a partir de las discusiones que dieron por resultado los Acuerdos de San Andrés— vinculó la antigua y ansiada demanda de autogobierno, de reconocimiento político y constitucional de los sistemas normativos, la cultura y territorialidad de los pueblos indios, a la problemática de la llamada cuestión nacional”.3


    Diversos representantes de la comunidad indígena nacional convocados por los zapatistas se sentaron a dialogar con representantes del gobierno para crear una legislación basada en el consenso que incluyera las demandas indígenas en la carpeta oficial; sin embargo, esta oportunidad de diálogo no tuvo un final afortunado, puesto que las reformas constitucionales sobre derechos y cultura indígena que aprobó el gobierno mexicano en el 2001, reiteraban la concepción histórica de los indígenas como objetos de asistencia social y no como sujetos de derecho.


    Las consecuencias fueron distintas en cada caso. En Chiapas, las comunidades zapatistas no dirigieron más las demandas al aparato estatal, sino que se dedicaron a satisfacerlas con base en la organización propia y con el apoyo de la sociedad civil nacional e internacional. En el resto del país, las comunidades y organizaciones afines con el movimiento indígena decidieron impulsar proyectos y recrear espacios de autonomía en los hechos.


    Este trabajo se enfoca en las manifestaciones del derecho a la libre determinación y autonomía en dos comunidades indígenas del estado de Michoacán y da cuenta del proceso de organización y vinculación de las organizaciones locales con el movimiento indígena nacional.


    Bases del conflicto en Michoacán


    El proceso histórico de cada región y grupo étnico posee particularidades que determinan la forma de organización. En el caso de la meseta p’urhépecha, los problemas agrarios han marcado la historia regional desde el siglo XVIII y hasta la fecha han sido la causa de conflictos que podemos clasificar en dos tipos generales. El primero se da entre comunidades vecinas y el segundo entre la comunidad y los inversionistas privados. Ejemplo del primero son las comunidades de Nurio, Cocucho y San Felipe de los Herreros, enclavadas en la serranía p’urhépecha, en donde los conflictos se deben a la invasión de linderos, violación al uso de suelo comunal o ejidal y explotación clandestina de madera y recursos naturales. Su origen se remonta al momento en que las autoridades virreinales expidieron los títulos de propiedad. Los títulos virreinales fueron la manera de mediar el encuentro entre dos formas de ver la tierra, por un lado la propiedad comunal sustentada en la cosmovisión indígena y por el otro la apropiación individual del espacio mediante la medición y repartición del territorio propia del liberalismo. El problema fue que la medición no se hizo claramente y con el paso del tiempo los límites se tergiversaron provocando enfrentamientos.4


    El segundo tipo se da entre las comunidades y la inversión privada. El ejemplo está en la comunidad indígena de Zirahuén, localizada en la región lacustre.5 La tenencia de Zirahuén posee cuatro tipos de propiedad: comunal, ejidal, privada y avecindados libres. La causa de los conflictos radica en las violaciones al uso de suelo comunal y ejidal por parte de inversionsitas, quienes han recibido facilidades de las instituciones agrarias para acaparar tierras con fines turísticos o de cultivo de aguacate.6


    Tensiones y rutas organizativas en la meseta


    El conflicto agrario tiene un lugar fundamental en la historicidad de las comunidades. Ha influido en la relación con los vecinos y en la relación con las instituciones gubernamentales. Tomaremos la experiencia de Nurio para ejemplificar este proceso.


    Nurio acarrea las disputas agrarias desde la creación de los títulos virreinales. La versión de los nurienses es que ellos son los pobladores originales de la región y se desplazaron por el yugo colonial de las faldas del cerro Nurio Juata hacia la actual localización.7 Por el contrario, la comunidad de Cocucho afirma que los pobladores de Nurio fueron personas errantes que, huyendo de la explotación española, pidieron asilo a su comunidad y tras haberlos aceptado comenzaron a rebasar los límites de tierras que les habían otorgado, provocando los primeros enfrentamientos.


    El conflicto ha atravesado por distintas etapas, pero a principios de los años cuarenta del siglo pasado vivió uno de sus momentos más violentos. El motivo de la disputa fue la tierra cultivable y los recursos forestales como la resina, madera y leña. “La mayor violencia que hubo aquí con las comunidades vecinas fue por ahí como del 44. De eso hay expedientes, listas de los finados y cómo fueron asesinados, de cómo el 8vo batallón de caballería de Zamora se prestó a ese jueguito por un rico de Cocucho que contrató ese ejército. Un pelotón que vino pagado por un tal Gregorio Elías y vino a hacer una masacre, vino a hacer la barbaridad de matar numerosos campesinos para que esas tierras fueran de ellos. Todo esto yo lo veo en Morelia, en el archivo agrario. Los problemas más grandes fueron con Cocucho y San Felipe por allá del 49 y siguió hasta hace poco en 1983 cuando se atravesó un convenio. Hasta entonces no se podía subir al cerro, fue una violencia, una vida muy triste para los resineros que explotaban el monte para la goma, la resina que suelta el pino”.8


    Producto de la violencia, muchas familias emigraron de la comunidad y otras rentaron sus tierras.9 La migración de los comuneros despertó el interés de varios caciques de Paracho en las tierras de la comunidad y “fue en ese momento cuando las tierras de Nurio empezaron a ser rentadas y acaparadas por ciertas familias de Paracho, en especial una familia de apellido Miranda. Nurio tiene pocas tierras, de hecho es de las zonas en la meseta que menos tiene, y en ese momento ya no eran de ellos sino de gente de Paracho que identificaban como caciques. Estas personas eran comerciantes que rentaban tierras en otras comunidades y hacían sus cultivos con mano de obra de los verdaderos dueños. Ante ese problema los pobladores vieron que los enemigos eran los de afuera, los no indígenas que no pertenecían a la comunidad y que además no estaban trabajando las tierras para beneficio comunal”.10


    La lucha que se desató tuvo un carácter anti-caciquil y en 1970 los comuneros de Nurio se armaron para la recuperación de tierras. Fue hasta 1983 que el gobierno intervino y se firmó un convenio para detener las matanzas, pero a lo largo de estos años la violencia intercomunitaria motivó la organización política. En la década de los setenta se formó una especie de caracol que unificó las luchas de las comunidades vecinas y en este proceso Nurio jugó un papel importante.


    La organización comunitaria no ha estado exenta de los intentos de mediación gubernamental y de los partidos políticos. En principio, la intención del PRI a nivel regional era conjuntar las necesidades y demandas sociales bajo su tutela, por ejemplo, con la creación en los años setenta del Consejo Supremo P’urhépecha a cargo del Instituto Nacional Indigenista. En todo el país se crearon consejos correspondientes a cada grupo etnolingüistico. La finalidad era vincular las organizaciones indígenas con el PRI mediante programas de asistencia social y la oferta de cargos públicos.11


    A principios de los ochenta, las organizaciones indígenas de la meseta orientaron su discurso político hacia la etnicidad. Este posicionamiento ideológico estuvo influenciado por el indigenismo gubernamental que desde mediados de siglo funcionó como agente aculturador del Estado a través de proyectos educativos y la formación de maestros bilingües. Posteriormente, los maestros se deslindaron de la tutela institucional y se vincularon con movimientos sociales y políticos disidentes para convertirse en actores fundamentales en la formación de algunas organizaciones indígenas en la meseta. Un ejemplo de esta nueva orientación fue la celebración del Año Nuevo P’urhépecha que se llevó a cabo por primera vez en 1983. Asimismo, se erigieron organizaciones como la Asociación de Profesionistas de Zacán, la Federación de Profesionistas P’urhépechas, la Organización Camino del Pueblo, entre otras.


    En 1988, la tradición priista de Michoacán, basada en la figura de Lázaro Cárdenas del Río, cambió su orientación debido a la adscripción de su hijo Cuauhtémoc Cárdenas a una nueva corriente política. El núcleo fuerte del nuevo movimiento cardenista en Michoacán lo aportó la comunidad p’urhépecha. Algunas bases de las organizaciones indígenas de la meseta se sumaron al Frente Democrático Nacional (FDN) y posteriormente al Partido de la Revolución Democrática (PRD). Ante la denuncia del fraude electoral en 1988, las reacciones se tradujeron en la toma de ayuntamientos, bloqueo de carreteras y plantones que respaldaban el triunfo del PRD.12


    En los noventa, las organizaciones reafirmaron su carácter étnico debido a la insurrección zapatista. En este contexto surgió en 1994 la Organización Nación P’urhépecha (ONP) integrada en su mayoría por ex militantes del PRD que mantuvieron este vínculo dentro de la organización. Dicha raigambre fue a la larga uno de los motivos estructurales que provocaron su escisión en 1998, cuando surgió Nación P’urhépecha Zapatista (NPZ).


    El objetivo principal de la ONP era acceder a recursos para bajarlos a la comunidad por la vía partidista. Las principales demandas se centraban en la defensa de la propiedad comunal y los recursos naturales. El plan de acción proponía la construcción de proyectos productivos y una cooperativa de transporte indígena administrada en beneficio de las comunidades de la meseta. El financiamiento se buscó dentro de las dependencias de gobierno estatal y federal, pero después del levantamiento zapatista hubo acercamientos con organizaciones internacionales con el fin de obtener financiamiento alternativo.


    Un personaje que ejemplifica este proceso es tata Juan Chávez Alonso, reconocido luchador indígena de la meseta, originario de la comunidad de Nurio, quien antes del levantamiento zapatista participó en el Frente Democrático Nacional y apoyó en su origen a la Organización Nación P’urhépecha, pero se separó de ella debido a la ligadura partidista y gubernamental que mantuvo. A partir de 1994 defendió la lucha zapatista y fue pieza clave en la fundación del Congreso Nacional Indígena (CNI) en 1996. Juan Chávez fue una autoridad moral en su comunidad de origen y en la región. En los setenta encabezó la recuperación de tierras contra los pequeños propietarios de Paracho y promovió la construcción de proyectos educativos y culturales para conservar el conocimiento y tradiciones p’urhépechas. A partir de los Diálogos de San Andrés, tata Juan Chávez se convirtió en un referente en la lucha por el reconocimiento de los derechos y cultura indígenas, y en 2001 fue pieza importante para que el III Congreso Nacional Indígena se llevara a cabo en Nurio.


    Tensiones y rutas organizativas en la laguna


    La comunidad indígena de Zirahuén es un caso particular en la región. Además de títulos virreinales, posee un amparo de posesión del siglo XVIII en el cual las autoridades coloniales reconocieron el territorio de la comunidad indígena.


    A diferencia de la meseta, esta comunidad no conservó la lengua p’uhré. Entre las razones se aduce la fuerte presencia de las haciendas y los grandes latifundistas que redujeron la propiedad comunal a una proporción mínima y, con ella, la lengua y las costumbres fueron desapareciendo.13 Esta diferencia influyó en el carácter que adquirieron las organizaciones indígenas en el siglo XX.


    La resistencia de Zirahuén no orientó su discurso hacia el ser indio o, en este caso, el ser p’urhépecha; sin embargo, los comuneros de esta zona se asumen como indígenas y fundamentan su adscripción en sus antepasados. Si bien en el origen la etnicidad no abanderó a las organizaciones políticas de la laguna, el eje rector de la lucha se comparte con la meseta debido a la marginación, pobreza, ocupación de tierras, despojo de los recursos naturales —en específico el agua, la tierra y la madera— y la permanencia de cacicazgos que han cambiado de apariencia y nombre, pero no en las consecuencias de exclusión y explotación de las tierras comunales.


    La causa de los conflictos en la comunidad ha sido el cambio de uso de suelo. Existen cuatro tipos de propiedad en Zirahuén: ejidal, comunal, privada y avecindados libres. Esta diferencia es importante en la meseta, donde la tierra es en su totalidad comunal. La convivencia de los distintos tipos de propiedad ha generado que las tierras sean rentadas o compradas por pequeños propietarios. Los comuneros ponen de ejemplo a la familia Arreola como una cuya actividad causó muchas divisiones y conflictos en el tejido social. Este conflicto comenzó en 1984, cuando el gobierno del estado le dio cinco años de plazo a Guillermo Arreola para construir el complejo turístico que había proyectado junto con la empresa francesa Club Mediterranée.14.


    La defensa del territorio se remonta a los años setenta con la creación de la Unión de Comuneros Emiliano Zapata (UCEZ). Esta organización se originó en 1979 por las comunidades de Tingambato, Zirahuén, San Isidro de Altahuerta y Santa Fe de la Laguna. Se integró por campesinos indígenas y mestizos y su discurso era de carácter agrarista y anticapitalista. Desde el principio se deslindaron de organizaciones campesinas oficiales como la Confederación Nacional Campesina (CNC) y evitaron vínculos con los partidos políticos.


    Un personaje importante en la historia de la UCEZ fue Efrén Capíz Villegas quien —junto con su esposa Eva Castañeda— fungió como asesor legal y coordinador de la organización. Fue pieza clave para que muchas comunidades indígenas de Michoacán consiguieran la resolución presidencial que legitima su posesión del territorio.


    Otro miembro reconocido de la comunidad de Zirahuén fue Macos Paz Calvillo, representante de la UCEZ que junto con otras autoridades buscó vincular a la comunidad con el EZLN y el CNI. Fue pieza importante para que en el 2003 la comunidad de Zirahuén se declarara el caracol zapatista “Erupción de rebeldía”, el primero fuera de Chiapas.


    La organización comunitaria frente al Estado


    El papel del gobierno en los conflictos agrarios se caracteriza por la falta de soluciones concretas, alternando el uso de la fuerza pública y la distribución de programas sociales o proyectos de desarrollo. En la última década la ruta elegida por las autoridades ha sido la indemnización económica, sin embargo —desde la visión de los comuneros— el reparto de dinero no representa soluciones tangibles, más bien fortalece el faccionalismo hacia el interior y con las comunidades vecinas.


    Un ejemplo de ello fue el Programa de Atención a Conflictos en el Medio Rural —también conocido como focos rojos— creado en 2003 durante la administración de Vicente Fox. Su objetivo era cumplir con el compromiso de dejar, al término de la administración, un campo ordenado, socialmente en paz, en condiciones para promover el desarrollo y con seguridad para la inversión. El diseño del programa se basó en un análisis de la conflictividad agraria a nivel nacional, el cual permitió conocer en qué entidades existían los conflictos más intensos y su grado de riesgo para la gobernabilidad y seguridad regional.


    Se denominó focos rojos a aquellos conflictos con una antigüedad de 40 años en promedio que hubieran ocasionado severos daños regionales. Con base en el análisis, el origen de algunos conflictos se ubicó 90 años atrás y además de la seguridad jurídica en la tenencia de la tierra, involucraban aspectos religiosos, políticos, económicos, raciales y sociales que los agudizaban. En el estado de Michoacán, la meseta p’urhépecha apareció en el listado del programa con 60 conflictos individuales que debían ser atendidos.


    Desde la perspectiva gubernamental los conflictos agrarios son obstáculos para la aplicación de programas sociales, distribución de presupuesto y recursos, por lo que su solución es prioritaria. La articulación de las comunidades y el gobierno a partir del asistencialismo debilita la cohesión social, dado que resuelve paliativamente —pero con inmediatez— las necesidades de la comunidad.15


    El movimiento indígena en Michoacán no ha escapado a la represión del Estado y la persecución directa a los líderes y militantes, como en el caso de la Unión de Comuneros Emiliano Zapata, que ha padecido la persecución de líderes, desapariciones y hostigamiento constantes. Marcos Paz recuerda las dificultades a las que se enfrentaron representantes de la UCEZ cuando acudían a asambleas en otras comunidades. Debían ser muy cautelosos porque “luego los esperaban en el camino y los mataban”.16 La movilización debía ser clandestina, pero aun así desaparecieron muchos líderes de la unión campesina. Un ejemplo se dio en Santa Fe de la Laguna, cuando el líder comunitario Elpidio Domínguez, cofundador de la UCEZ y militante de la Coordinadora Nacional Plan de Ayala (CNPA), fue asesinado en 1988 tras formar parte de la lucha contra los ganaderos del municipio de Quiroga con la que se consiguió el deslinde legal de tierras a favor de los comuneros santafesinos.


    A principios de los ochenta, tata Juan Chávez fue apresado por participar en la recuperación de tierras de Nurio, acusado de despojo y de planear un levantamiento armado en su comunidad. A mediados de la década, la UCEZ y las comunidades allegadas sufrieron una fuerte persecución que incluyó el intento de secuestro a Efrén Capíz y su esposa Eva Castañeda.


    El mismo Marcos Paz y el representante de bienes comunales de Zirahuén, Bulmaro Cuiriz, fueron detenidos en 2007 en la ciudad de Pátzcuaro acusados de daños y despojos.17


    Redefinición étnica


    La situación de los indígenas en los años noventa no asomaba cambios radicales comparada con la de siglos atrás; sin embargo, esta década experimentó una serie de eventos coyunturales que situaron la etnicidad como un elemento de cohesión y contensión frente a las imposiciones políticas y económicas que acarreó la entrada del neoliberalismo.


    La respuesta del gobierno mexicano ante la crisis de la deuda externa y el nulo crecimiento económico que se vivió en los ochenta, fue la aplicación de políticas para paliar el desempleo, la inflación y los altos índices de pobreza. Las medidas iniciales promovieron la entrada de capitales privados a empresas paraestatales y la banca nacional, y en 1992 la propiedad de la tierra se inscribió en este proceso mediante la reforma al Artículo 27 constitucional. Esta reforma sentó las bases para que la tierra entrara al mercado y se rigiera por la ley de la oferta y la demanda. Con el tiempo, la compra-venta de tierras comunales y ejidales por personas ajenas a los núcleos agrarios se generalizó. Para las comunidades indígenas representó una amenaza a la propiedad colectiva debido a que transgredió el carácter inembargable, imprescriptible e inalienable de la tierra, contenido en el espíritu original del Artículo 27.


    El mismo año llegó el fin del reparto agrario, justificado en la inexistencia de tierra afectable. “Desde 1945, el tema […] había aparecido. El motivo ulterior era la defensa [ante] los nuevos latifundistas que se habían desarrollado en el campo, sin embargo, en la década de los sesenta se materializaron las reformas agrarias fundamentadas en la baja productividad del ejido. Bajo este pretexto se ha construido el nuevo mito de la fase “productivista” de la reforma agraria. Sin embargo, esta preocupación ha encubierto un favoritismo gubernamental hacia el capital nacional y trasnacional. La producción ejidal y comunal rara vez ha tenido un apoyo real para incrementar su productividad”.18


    El 1 de enero de 1994 entró en vigor el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) que permitía la libre competencia entre productos mexicanos, estadounidenses y canadienses. El mismo día en Chiapas, el Ejército Zapatista de Liberación Nacional hizo pública su existencia acompañada de la declaración de guerra al ejército y al gobierno federal. La presencia del EZLN demostró a la opinión pública que la democracia mexicana se cimentaba sobre la marginalidad y exclusión de muchos sectores sociales, entre ellos los pueblos originarios. El grito de ¡ya basta! originado en el sureste tuvo eco en todo el territorio nacional, “el EZLN vino a despertar la conciencia, nos dijo a los indígenas: ¡aquí estamos!”.19


    El zapatismo situó la etnicidad y la demanda de autonomía como ejes rectores de la lucha indígena, ya que hasta ese momento no eran elementos comunes. “En realidad, antes de 1994 pocas organizaciones hacían del proyecto autonómico su bandera de lucha: en este caso hay que distinguir al Frente Independiente de Pueblos Indios (FIPI), que después deviene en Asamblea Nacional Indígena por la Autonomía (Anipa), que hace propuestas autonómicas, incluso legislativas, previas a la insurrección zapatista. Sin embargo, las autonomías comienzan a ser discutidas como argumento de carácter programático-político que toma un relieve nacional después del levantamiento zapatista”.20


    Calendarios y geografías


    Históricamente, el antagonismo entre los indígenas y el Estado mexicano ha sido tal que semeja dos mundos distintos o, dicho de otra forma: calendarios y geografías ajenas.21 Como ejemplo podemos tomar la respuesta del Ejecutivo a la negociación de San Andrés, que situó a la democracia mexicana en la realidad irreconciliable a la que pertenece. Resaltamos la postura gubernamental ante la demanda indígena de reconocimiento al derecho de libre determinación y autonomía, la cual advertía intenciones separatistas y la amenaza de un proceso de balcanización, hecho que atentaba contra la soberanía nacional; sin embargo, la definición resulta desafortunada y justificadora para obstaculizar la legislación conjunta.


    En los Acuerdos de San Andrés, la autonomía se explica como “la facultad de gobernarse con sus propias normas […] Aplicada a las comunidades, municipios o regiones indígenas, es la forma de gobierno interna y las manera de organizarse política, social, económica y culturalmente […], tratándose de pueblos originarios (cuya historia ha marcado la evolución de un país) no es un favor otorgado por el Estado; al contrario, es un derecho que ya está incluido en el derecho a la autodeterminación reconocido por la Constitución.[…].22 Los indígenas de México también son pueblos y como tal ejercieron una primera vez su derecho a la autodeterminación al incorporarse a la nación mexicana y siguen queriendo que México sea su patria. Pero esta misma prerrogativa de autodeterminación les da el derecho de seguir ejerciéndolo en la modalidad de autonomía [...]”.23


    Se puede inferir que el gobierno mexicano ha justificado en el temor a una amenaza separatista la negativa a reconocer plenamente derechos colectivos y sociales implícitos en la libre determinación, entre ellos los relacionados con organización; jurisdicción; elección de representantes; aprovechamiento de tierras y recursos naturales, y difusión de su lengua y cultura.


    Construcción de la autonomía en la meseta y la laguna


    La autonomía posee características jurídicas que concretizan las demandas sociales y culturales que exige la población indígena. Hasta el momento, el nuevo pacto social contenido en los Acuerdos de San Andrés no ha sido aprobado en la legislación nacional. Es por ello que en la práctica los proyectos autonómicos indígenas se han construido de manera endógena en las comunidades como el caso de la policía comunitaria y la radio ñomndaa en Guerrero, el municipio autónomo de San Juan Copala en Oaxaca, los Municipios Autónomos Rebeldes Zapatistas y las Juntas de Buen Gobierno en Chiapas.


    En el caso de Michoacán, las organizaciones de la meseta y la laguna han buscado por décadas la solución de los conflictos agrarios a través de las instituciones de gobierno y mediante la participación y representación de los partidos políticos, pero su capacidad de intervención siempre fue acotada, ya que sin importar el partido en el poder, la presidencia y los principales cargos del ayuntamiento estaban reservados para mestizos de la cabecera municipal.


    La exclusión se traducía en que el flujo de recursos hacia las comunidades era del control absoluto del presidente municipal y de los servidores del ayuntamiento, quienes no conocían ni consideraban las prioridades que se debían atender con el presupuesto.


    Debido a la falta de respuesta oficial y la marginación política, las comunidades se organizaron para resolver los conflictos de forma autónoma. Las propuestas plantearon la creación de nuevos municipios con mayoría indígena, la gestión y ejercicio del presupuesto de manera independiente, creación de empresas administradas por la comunidad, proyectos educativos, entre otros.


    En el caso de Nurio, el proceso electoral de 2004 fue una coyuntura importante que marcó el quiebre con la representación partidista y derivó en cambios sustanciales en la relación con el ayuntamiento. Si bien desde 1988 el PRD había desbancado al PRI como partido dominante a nivel municipal, con el tiempo la relación entre los perredistas de la cabecera y los militantes indígenas de las comunidades repitió la práctica excluyente que impedía a los indígenas ser candidatos a la presidencia.


    Las comunidades indígenas de Quinceo, Nurio, Urapicho, Cherán-atzícurin y Ahuiran, pertenecientes al municipio de Paracho, decidieron no participar en el proceso electoral ni permitir la instalación de casillas. Los comicios se invalidaron, pero posteriormente el asunto se turnó al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) que declaró válidas las elecciones, por lo tanto el 1 de enero de 2005 se realizó la toma de posesión del nuevo presidente municipal.


    El mismo día, cerca del palacio municipal, se llevó a cabo la cabalgata en conmemoración del levantamiento armado del EZLN —evento que se realiza cada año desde la celebración del III Congreso Nacional Indígena (CNI) en Nurio, en 2001—. Durante el recorrido se expuso un acta de asamblea en la que las comunidades indígenas de Paracho declararon la creación de un consejo comunal autónomo que fungiría como junta de gobierno municipal y en la comunidad de Nurio comenzarían los trabajos para integrarlo.


    Sin embargo, esta experiencia dejó en claro que no existen comunidades homogéneas. La iniciativa no se materializó debido a que el origen de la declaratoria de autonomía era de un grupo inconforme con el resultado de las elecciones. La propuesta no provenía de aquellos que buscaban caminar con el movimiento indígena nacional y el zapatismo, no buscaba el trabajo de base ni el respaldo del pueblo para construir la autonomía en los hechos, más bien se interpretó como una maniobra política de aquellos que no se vieron beneficiados en los comicios electorales.


    La propuesta autonómica colectiva no logró cristalizarse, pero hubo cambios políticos importantes en la vida interna de algunas comunidades como resultado del proceso organizativo. Se fortaleció la comunidad como espacio de representación e interlocución de los intereses indígenas e incentivó la participación en lo relativo a la redistribución del presupuesto municipal y el control de los recursos.24 Así sucedió en Nurio, en donde la asamblea, las autoridades y el consejo comunal aprobaron de forma consensuada un manifiesto de autonomía en el cual desconocían a la nueva autoridad municipal, pero exigían directamente al gobierno del estado los recursos presupuestales correspondientes.


    Durante el proceso de negociación, las autoridades estatales subrayaron que la demanda comunitaria contravenía el ordenamiento constitucional, pero tras varias reuniones y conscientes de que la negativa podía derivar en una reacción colectiva violenta, acordaron que el presidente municipal entregara la proporción correspondiente del presupuesto de Paracho a la comunidad de Nurio.


    El ejercicio presupuestal del 2005 sentó un buen precedente en el manejo y control comunal de los recursos. A través de la asamblea comunitaria se decidió adoquinar calles, remodelar instalaciones deportivas y educativas, y pavimentar caminos. En materia de seguridad negociaron con el ayuntamiento la entrega de una patrulla nueva y el sueldo y equipamiento de cuatro policías. También negociaron con la iniciativa privada —específicamente con la cervecería Modelo— para que a cambio de la exclusividad de venta aportaran una cuota que funcionó para comprar un trascabo de uso común y una camioneta que acondicionaron como patrulla. En el plano educativo consiguieron una extensión del Colegio de Bachilleres de Charapan, lo cual convirtió a Nurio en la única comunidad —aparte de la cabecera municipal— con educación pública media superior.25


    En el 2006 una nueva coyuntura evidenció que a pesar de los resultados obtenidos por el consejo comunal, los proyectos políticos estaban divididos. En el marco de la otra campaña, la comunidad de Nurio se preparaba para recibir a la delegación zapatista, pero unos días antes de su llegada el gobernador del estado Lázaro Cárdenas Batel “sin previo aviso y, sin la presencia de las autoridades de la comunidad, se reunió con los nurienses para escuchar sus peticiones y dar soluciones a algunas de ellas”.26 Habló sobre el arreglo del conflicto agrario entre Nurio, Cocucho y San Felipe de los Herreros; la instalación del CBTIS y la entrega de una recicladora de basura, entre otros temas.


    Para los miembros del consejo comunal y participantes de la otra campaña, era una señal inequívoca de que el gobierno buscaba desacreditar el trabajo autogestivo y diezmar la cohesión comunitaria; sin embargo, al margen de la división política, en 2007 las autoridades de Nurio mantuvieron el acuerdo con el ayuntamiento para el manejo y control del presupuesto. Realizaron el cálculo individual de los fondos presupuestales y consiguieron un incremento considerable para terminar algunas obras y comenzar otras, entre ellas, el sistema de agua potable, ampliación de la clínica, techado de la secundaria técnica y un fondo para proporcionar ayuda a los comuneros necesitados.


    Dentro de lo más relevante, plantearon conformar un consejo agrario para iniciar un proceso de conciliación con las comunidades vecinas respecto a los conflictos de límites, lo cual representó un precedente para “estrechar relaciones entre las comunidades y buscar soluciones de fondo ante una situación que por generaciones los ha enfrentado sin la intervención de representantes de los distintos ámbitos de gobierno”.27


    La polarización política situó por un lado a los que aún confiaban en la vía partidista y gubernamental, y por el otro a los que eran cercanos al zapatismo y apoyaban la vía autónoma. A pesar de ello, los logros de la organización colectiva en Nurio permitieron “ejercer de facto, como gobierno comunal, el derecho a decidir el destino, el manejo y el control de los recursos municipales que les corresponden, una forma peculiar de presupuesto participativo”.28


    Por otra parte, en la región lacustre, la asamblea de la comunidad indígena de Zirahuén tomó la decisión en 2003 de crear el primer caracol zapatista y la primera Junta de Buen Gobierno fuera de Chiapas, esto con el fin de construir redes con otros colectivos para fortalecer la defensa de sus recursos naturales y dar a conocer la añeja problemática con la tenencia de la tierra que padecen.


    Desde finales de los setenta, la Unión de Comuneros Emiliano Zapata (UCEZ) ha defendido la propiedad comunal contra el despojo de tierras, la tala inmoderada y la contaminación del lago azul de Zirahuén, pero constantemente enfrentan nuevos obstáculos.


    Ante las necesidades económicas, el gobierno ha promovido la certificación de la propiedad para que indígenas y campesinos puedan vender, pero cuando la comunidad ha solicitado la intervención del gobierno para resolver los conflictos agrarios o cooperación para construir proyectos productivos han sido ignorados. El problema adquiere mayores dimensiones al considerar las facilidades que reciben algunos empresarios privados para construir proyectos turísticos y fraccionamientos urbanos de lujo.


    La creación del caracol zapatista “Erupción de rebeldía” significa un esfuerzo para ejercer la autonomía en los hechos y resolver las problemáticas mediante la organización interna. A pesar de que en la ribera del lago se siguen construyendo cabañas y residencias de verano, los comuneros siguen reforestando y construyendo presas a su alrededor para evitar que se contamine. En el plano educativo, lograron construir la Secundaria Técnica Indígena “Efrén Capíz Villegas”, en honor al fundador y líder de la Unión de Comuneros Emiliano Zapata, puesto que hasta el 2003 sólo contaban con primaria y telesecundaria en la comunidad.


    Realizar cambios por la vía autónoma no es cuestión que se tome a la ligera, se requiere mucha fuerza organizativa y capacidad de negociación con las autoridades. “La relación con el gobierno se tiene que llevar de todas maneras, con las dependencias agrarias, forestales, Semarnat, etc., porque no se puede estar aparte, se tienen que plantear los problemas que van saliendo, por ejemplo, en lo agrario se tiene que plantear lo de la tenencia de la tierra, y queramos o no tenemos que participar ahí y tienen que atendernos, pero nos oyen pero no nos resuelven”.29


    Para aterrizar los proyectos autonómicos han buscado financiamiento con organizaciones civiles, así como el apoyo de profesionistas y estudiantes. Con este fin, en el 2007 se realizó el encuentro Jóvenes por la Autonomía, en donde se intercambiaron las experiencias de comuneros, estudiantes y jóvenes de distintas partes del país. Desde la visión de Marcos Paz, “entre estudiantes y campesinos lo que debería de pasar es platicar y ver de qué manera en lugar de apoyar al gobierno, apoyen a las comunidades. Nosotros tenemos riqueza, nada más que por estar solos no podemos hacer un desarrollo de los recursos naturales, turísticos, forestales y minas, porque no tenemos la capacidad. Si algunos estudiantes conscientes analizan cuidadosamente esto, se darán cuenta de que en las comunidades hay recursos para todos, nada más que no están siendo explotados. Para aprovecharlas se necesita caminar, platicar y hacer consciencia, porque nunca vamos a poder nosotros solos, nos hace falta la preparación. Se necesita que los estudiantes vean que se está queriendo cambiar esto para que todos sean beneficiados, porque nosotros tenemos la práctica y los estudiantes tienen la teoría. Si la conjuntamos va a ser un desarrollo grande y va a haber dinero para todos los que trabajen”30


    Consideraciones finales


    La tensión entre el Estado mexicano y la población indígena es el resultado de un proceso que comenzó con las imposiciones de la conquista española. La independencia significó un reacomodo de las cúpulas de poder y aunque se proclamó la igualdad de todos los ciudadanos y se abolieron la esclavitud y la servidumbre, en la práctica se mantuvo la discriminación y subordinación de indios y negros.


    El afán integrador fue la base sobre la que se construyó la política indigenista en los años cuarenta, la cual formalizó la difusión de proyectos educativos, sanitarios, culturales y de infraestructura para promover la integración de los indígenas a la sociedad nacional.


    En los años ochenta, el desinterés gubernamental en los pueblos indios escaló al punto que el indigenismo se convirtió en una política anacrónica que perdió importancia para el Estado. Las prioridades estaban concentradas en otros aspectos, por ejemplo, en la entrada de capitales financieros internacionales a los sectores públicos de la nación.


    Producto de este contexto, a mediados de los noventa emergió en el sureste mexicano el Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN) y con él una nueva etapa en la lucha indígena. Representantes indígenas y del gobierno se sentaron a dialogar con el fin de crear una legislación consensuada, pero esta oportunidad no tuvo un final afortunado.


    A partir de entonces, la ruta elegida por algunas comunidades indígenas y sus organizaciones ha sido impulsar proyectos y recrear espacios de autonomía en los hechos. En el caso de Nurio y Zirahuén, la organización autónoma ha requerido capacidad para negociar con el gobierno, trabajo de base para fortalecer las instituciones propias como las asambleas y los consejos, y respaldo social para las autoridades internas. No ha sido sencillo transformar la tradición política regional caracterizada por momentos de profunda militancia partidista seguida de quiebres que buscan deslindarse de partidos políticos e instituciones nacionales.


    El levantamiento zapatista marcó una nueva etapa en la lucha y reorientó el discurso y práctica de las organizaciones hacia la etnicidad. Asimismo, abrió la posibilidad de crear redes con otros colectivos y sectores sociales. El protagonismo en esta nueva etapa ha recaído en la capacidad de organización interna, puesto que la heterogeneidad comunitaria evidencia grupos que aún confían en los partidos políticos y rechazan los sistemas normativos indígenas.


    En el pasado, las intervenciones gubernamentales en los conflictos no representaron soluciones concretas, más bien acentuaron el faccionalismo hacia el interior y con las comunidades vecinas, por lo tanto, en la actualidad el interés común busca solucionar los conflictos de manera autónoma y pacífica.


    A pesar de duros golpes a la vida comunitaria como la muerte de Efrén Capíz, Marcos Paz y tata Juan Chávez —personajes con gran peso en la organización política— la colectividad mantiene los proyectos autonómicos, continúa caminando cercana al Congreso Nacional Indígena (CNI) y apuesta a la cohesión comunitaria para defender los recursos naturales y la propiedad colectiva de la tierra.



    MAPA DE LA REGIÓN P'URHEPÉCHA
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    Fuente: Informe sobre Desarrollo Humano Michoacán 2007, PNUD-Gobierno del Estado de Michoacán. La regionalización fue tomada de Jasso Martínez, Ivy Jacaranda, Los movimientos indígenas, un marco para el análisis de las construcciones identitarias. La organización Nación Puhépecha y Servicio del Pueblo Mixe, Tesis dosctoral. Zamora, Mich. 2008.



    LOCALIZACIÓN DE LAS COMUNIDADES DE NURIO Y ZIRAHUÉN
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    Fuente: Elaboración propia con base en el Informe sobre Desarrollo Humano Michoacán 2007, PNUD-Gobierno del Estado de Michoacán
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        1 Recordemos la relocalización del pueblo yaqui que promovió el gobierno porfirista en los albores del siglo XX.

      


      
        2 Francisco López Bárcenas, Autonomía y Derechos Indígenas en México. México, Ce-Acatl, AC. 2006 p.39

      


      
        3 Gilberto López y Rivas. Autonomías indígenas en América Latina: Nuevas formas de convivencia política. México, Plaza y Valdés Editores. 2005, p.50

      


      
        4 El representante de bienes comunales de la comunidad de Nurio, Patricio Alejo, se refiere con un diálogo imaginario a la manera en que se hicieron los títulos virreinales, evento que desató los conflictos posteriores. “Ellos [las autoridades coloniales] dijeron: —tu tierra es de aquí hasta donde está el encino. Y los otros pobladores preguntaron: — ¿y el nuestro? Y las autoridades respondieron: —El suyo es hasta donde suena la campana. Y ahí es donde se torcieron todos esos documentos”. Entrevista realizada a Patricio Alejo el 20 de mayo del 2008 en la comunidad de Nurio, Mich., por Antonio Mejía Andrade. (En adelante me refiero como Entrevista P.A.)

      


      
        5 La región p’urhépecha está dividida en cuatro regiones: meseta, cañada, lago y ciénega.

      


      
        6 A pesar de que comuneros indígenas y ejidatarios han vendido tierra a los privados voluntariamente, también hay certeza de que grandes empresarios han obtenido terrenos a través de escrituraciones apócrifas facilitadas por las instituciones gubernamentales. Por este motivo, la asamblea de la comunidad indígena ha realizado un reglamento con el fin de que ningún comunero pueda vender a los inversionistas privados, quienes además de poseer el capital, encontraron un respaldo gubernamental importante al ser aprobado en 1992 el Programa de Certificación de Derechos Ejidales y Titulación de Solares (Procede) y de Certificación de Derechos Comunales (Procecom) que legaliza la venta de propiedad comunal y ejidal.

      


      
        7 El cerro Nurio Juata es la referencia de origen del pueblo de Nurio y en los años cuarenta fue el sitio donde se dieron los enfrentamientos más violentos con las comunidades de Cocucho y San Felipe.

      


      
        8 Entrevista P.A.

      


      
        9 La tradición migratoria de los comuneros de Nurio hacia Estados Unidos se remonta a la erupción del volcán Paricutín en 1943, evento que disminuyó dramáticamente la tierra cultivable de los nurienses y de las comunidades vecinas. Esto provocó disputas por las tierras que se salvaron y el éxodo de aquellos que lo perdieron todo. El otro elemento fue la aprobación —el mismo año— del Programa Bracero, coordinado por el presidente Lázaro Cárdenas y el gobierno estadounidense que necesitaba trabajadores agrícolas para reactivar el sector debido a su entrada en la Segunda Guerra Mundial.

      


      
        10 Entrevista realizada a Federico Ortiz el 27 de mayo del 2008 en Uruapan, Mich, por Antonio Mejía Andrade.

      


      
        11 “El cambio en la política indigenista contribuyó a una redefinición de la relación con el Estado, se pasó del enfrentamiento a la posible obtención de ciertos beneficios sin necesidad de comportarse como una organización oficial”. Ivy Jacaranda Jasso Martínez, Los movimientos indígenas, un marco para el análisis de las construcciones identitarias. La organización Nación Purhépecha y Servicio del Pueblo Mixe. Tesis doctoral. Zamora, Mich., Febrero 2008, p.120.

      


      
        12 El gobierno respondió con la entrada del ejército a las comunidades y en estas intervenciones hubo muertes de militantes perredistas de Nurio.
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    Cronología



    
      
        
          	Año

          	Chiapas

          	Guerrero

          	Michoacán

          	Oaxaca

          	Nacional

          	Internacional
        

      

      
        
          	1925

          	

          	

          	

          	

          	

          	Primer régimen legal de autonomía indígena, con los cunas en Panamá
        


        
          	1936

          	

          	

          	

          	Con resolución presidencial se reconocen 845 hectáreas como propiedad de Copala

          	

          	
        


        
          	1939

          	

          	

          	El INI crea un internado indígena en Cherán y otro en Pátzcuaro.

          	

          	

          	Inicio de la Segunda Guerra Mundial
        


        
          	1940

          	Comienzan actividades del Instituto Lingüístico de Verano

          	

          	Presentación oficial del Proyecto Tarasco en el marco del Primer Congreso Indigenista Interamericano

          	

          	

          	
            
              
                	
                  Primer Congreso Indigenista Interamericano, en México

                
              

            

          
        


        
          	1943

          	

          	

          	Erupción del Volcán Paricutín

          	

          	

          	
            
              
                	
                  Estados Unidos entra en la Segunda Guerra Mundial

                
              

            
Surge el Programa Bracero para atraer mano de obra a EUA
          
        


        
          	1947

          	

          	

          	Inicio del Proyecto Comisión Cuenca del Tepalcatepec, con Lázaro Cárdenas como Vocal Ejecutivo, después lo sería de la Comisión Río Balsas

          	

          	

          	
        


        
          	1948

          	

          	

          	

          	El Estado mexicano declara a San Juan Copala Agencia del municipio de Juxtlahuaca, retirándole la figura de municipio

          	

          	
            
              
                	
                  Declaración Universal de los Derechos Humanos.

                
              

            
Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio (ONU)
          
        


        
          	1949

          	

          	

          	Con resolución presidencial, Nurio recobra 4 244 hectáreas

          	

          	

          	
        


        
          	1954

          	

          	

          	Confirmación presidencial de la resolución del ‘49

          	

          	

          	En Guatemala se da el primer golpe de Estado en el contexto de la guerra fría
        


        
          	1956

          	

          	

          	
            Nueva resolución presidencial de Nurio, mismo que es desconocido por la comunidad por no ser un reparto completo

          

          	

          	

          	
        


        
          	1957

          	

          	

          	

          	

          	

          	Convenio 107 de la OIT, sobre poblaciones indígenas y tribales
        


        
          	1960

          	
            
              
                	
                  Inicio de la Construcción de la presa Malpaso en el Grijalva

                
              

            

          

          	(30 de diciembre) El ejército y la policía judicial reprimen una manifestación pacífica en la alameda Chilpancingo dejando muertos y heridos

          	

          	

          	

          	Fidel Castro nacionaliza todas las empresas en Cuba
        


        
          	

          	

          	

          	

          	

          	

          	Se inaugura el Muro de Berlín
        


        
          	1962

          	

          	(30 de diciembre) Son asesinados en Iguala ocho integrantes de la Asociación Cívica Guerrerense, organización encabezada por el profesor rural Genaro Vázquez Rojas

          	

          	

          	

          	
            
              
                	
                  La Asamblea General de la ONU solicita a todos los gobiernos que deroguen las leyes discriminatorias y promulguen leyes que prohíban la discriminación de cualquier tipo

                
              

            

          
        


        
          	1964

          	
            
              
                	
                  Samuel Ruiz es enviado a San Cristóbal de las Casas

                
              

            

          

          	

          	

          	

          	

          	Estados Unidos da por terminado, unilateralmente al Programa Bracero
        


        
          	1966

          	

          	

          	

          	

          	

          	(Diciembre 16) La Asamblea General de las Naciones Unidas aprueba el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) y el Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales Culturales (PIDESC) en los que se explicita en el artículo uno el derecho a la libre determinación
        


        
          	1967

          	

          	
            
              
                	
                  (18 de mayo)La policía dispara contra un mitin en Atoyac de Álvarez dejando cinco muertos y varios heridos.

                  Conformación del Partido de los Pobres y la Brigada Campesina de Ajusticiamiento

                
              

            
(Agosto) La policía judicial y guardias blancas disparan contra una asamblea de copreros en el M. de Acapulco, dejando 30 muertos y más de 100 heridos
          

          	

          	

          	

          	
        


        
          	1970

          	Comienza la construcción de la presa La Angostura en Tierras Comunales

          	

          	Con Resolución Presidencial se reconocen 604 hectáreas en Zirahuen

          	

          	

          	
        


        
          	1971

          	

          	

          	Se aprueba en el Estado la Ley Federal de la Reforma Agraria.

          	

          	

          	
        


        
          	1972

          	
            
              
                	
                  El gobierno otorga por Decreto cerca de 600 mil hectáreas a 60 familias lacandonas, con lo que crea “la comunidad lacandona

                
              

            

          

          	(2 de febrero) Muere en accidente automovilístico Genaro Vázquez Rojas

          	

          	
            
              
                	
                  (Marzo y octubre) I y II Congreso de Pueblos Triquis


                  Cárdenas y Echeverría visitan Copala, tras lo cual, la Comisión Balsas empieza la construcción de un internado triqui.

                
              

            
(Noviembre) Asesinato del líder triqui Guadalupe Flores (Nato)
          

          	

          	
        


        
          	1973

          	

          	

          	

          	Con Resolución Presidencial se reconocen 13 705 ha. como tierras comunales de Copala

          	

          	
            Golpe de Estado al gobierno de Salvador Allende en Chile


            Crisis petrolera mundial

          
        


        
          	1974

          	
            
              
                	
                  (12 de octubre) Se realiza el congreso “Fray Bartolomé de las Casas


                  Sublevación Indígena en San Andrés Larráinzar y El Bosque

                
              

            

          

          	
            
              
                	
                  (30 de Mayo)El PDLP secuestra al senador y gobernador electo Rubén Figueroa.

                
              

            
(2 de diciembre)El ejército asesina a Lucio Cabañas
          

          	

          	Caciques de Putla invaden tierras comunales de San Miguel Copala

          	

          	
        


        
          	1976

          	Sesenta comunidades afectadas por el Decreto de la Comunidad Lacandona fundan la Unión de Ejidos Quiptic Ta Lecubtesel, en el municipio de Ocosoingo

          	

          	La comunidad de Zirahuen realiza la recuperación de tierras en manos de los terratenientes y hacendados.

          	
            
              
                	
                  Creación del CLUB, una cooperativa para compra de maíz y venta de café.

                
              

            
(Agosto) Es asesinado Luis Flores García, líder y alcalde de San Juan Copala
          

          	

          	
        


        
          	1977

          	El ejército tiende un cerco en Simojovel, Huitiupan y Sabanilla: 16 ejidos fueron desalojados y varias escuelas convertidas en cárceles

          	

          	

          	

          	

          	(18 de julio) II Declaración de Barbados, enfatiza la necesidad de impulsar la campaña continental “500 años de resistencia indígena, negra y popular
        


        
          	1978

          	En la zona del ingenio Pujiltic se fundó la Unión de Ejidos 28 de Septiembre, afiliada a la CIOAC

          	

          	

          	(Junio) Instalación de una partida militar en San Juan Copala

          	

          	Declaración Sobre la Raza y los Prejuicios Raciales de la ONU
        


        
          	1979

          	El ejército impone toque de queda en Venustiano Carranza

          	
            
              
                	
                  El Partido Comunista Mexicano gana las elecciones municipales en Alcozauca, municipio indígena enclavado en la mixteca guerrerense.

                
              

            

          

          	
            
              
                	
                  (Noviembre) Surge de manera independiente la Unión de Comuneros Emiliano Zapata (UCEZ) en Tingambato.

                
              

            
Se crean los comités de 8 comunidades de la Meseta p urhépecha, entre ellos el Comité de Productores P urhépechas y la Cooperativa Mauka Anchekoren
          

          	

          	Formación de la CNPA

          	
            
              
                	
                  Triunfo de la Revolución Sandinista en Nicaragua.

                
              

            
Margaret Thatcher es nombrada primera ministra del Reino Unido. Su mandato se caracteriza por la implementación de políticas neoliberales
          
        


        
          	1980

          	Se crea la Coordinadora Provisional de Luchas de Chiapas

          	

          	

          	
            
              
                	
                  Caciques venden tierras comunales de Copala y Chayuco (mixteca)

                
              

            
Se crea el Movimiento de Unificación y Lucha Triqui (MULT)
          

          	III Encuentro de la CNPA, en Veracruz

          	
        


        
          	1981

          	
            
              
                	
                  Diecinueve presos políticos realizan una huelga de hambre en el penal de Cerro Hueco. El ejército tiende un nuevo cerco en Venustiano Carranza y se liberan 40 órdenes de aprehensión en contra de igual número de comuneros

                
              

            

          

          	

          	Se lleva a cabo en Cheranástico, el Segundo Encuentro de Organizaciones Indígenas Independientes de México, Centroamérica y El Caribe

          	
            
              
                	
                  (10 de noviembre) Se da a conocer públicamente el MULT, antes Comité de Lucha Triqui

                
              

            
(Noviembre y diciembre) El MULT comienza gestiones ante la SEGOB, y se realizan elecciones de autoridad mediante asamblea
          

          	
            
              
                	
                  El gobierno mexicano ratifica el PIDCP y el PIDESC.

                  Declaración fundacional del Consejo Latinoamericano de Apoyo a las Luchas Indígenas (CLALI) en la ENAH

                
              

            
IV Encuentro de la CNPA, en Oaxaca
          

          	
            
              
                	
                  La ONU establece grupo de trabajo de la Subcomisión sobre poblaciones indígenas.

                  Declaración de San José Costa Rica, sobre etnocidio y etnodesarrollo

                
              

            

          
        


        
          	1982

          	
            
              
                	
                  La Coordinadora Provisional de Luchas de Chiapas cambia su nombre por el de Organización Campesina Emiliano Zapata

                
              

            

          

          	

          	Se instaló la radiodifusora XEPUR en Cherán (por parte del Instituto Nacional Indigenista)

          	
            
              
                	
                  El MULT ingresa a la CNPA

                
              

            
La COCEI arrebata un triunfo electoral al PRI
          

          	Fundación de la Coordinadora Nacional de Pueblos Indios, CNPI

          	
        


        
          	1983

          	(17 de noviembre) Fundación del EZLN

          	

          	
            
              
                	
                  Creación del Centro de Investigaciones de la Cultura P urhépecha de la Universidad Michoacana de san Nicolás de Hidalgo

                
              

            
Es el primer año que se celebra el Año Nuevo P urhépecha y el Concurso Artístico de la Raza P urhépecha. Se conforman al interior de la Dirección General de Educación Indígena (DGEI)
          

          	
            
              
                	
                  Cierre del internado triqui de Copala, por falta de financiamiento, ya que no dependía del INI sino que se trataba de un proyecto que trabajaba de forma autónoma

                
              

            
La COCEI es arrojada con violencia de la presidencia municipal por el ejército y la policía estatal
          

          	

          	
        


        
          	1987

          	

          	

          	

          	

          	

          	Régimen de Autonomías de la Costa Atlántica-Caribe (Nicaragua)
        


        
          	1988

          	

          	

          	Como consecuencia del fraude electoral del PRI, comunidades indígenas de Michoacán tomaron cabeceras municipales y fueron reprimidas por el ejército

          	

          	Tras elecciones fraudulentas, gana el PRI la presidencia de la república arrebatando el triunfo a Cuauhtémoc Cárdenas, postulado por el Frente Democrático Nacional

          	
        


        
          	1989

          	
            
              
                	
                  Surge la Alianza Nacional Campesina Independiente Emiliano Zapata (ANCIEZ)

                
              

            

          

          	Se conforma a nivel estatal el Partido de la Revolución Democrática. En sus primeros años se contabilizan 300 muertos en el estado, de los 600 que tiene a nivel nacional

          	

          	

          	Formación del Partido de la Revolución Democrática, escisión del PRI y confluencia de otras fuerzas

          	
            
              
                	
                  La Organización Internacional del Trabajo (OIT) adopta su “Convenio no. 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes

                
              

            
Se derriba el Muro de Berlín
          
        


        
          	1990

          	
            
              
                	
                  La CNPI realizó en San Felipe Ecatepec, municipio de San Cristóbal de las Casas, el primer congreso nacional “Los indios con la mira puesta en el siglo XXI

                
              

            

          

          	

          	

          	
            
              
                	
                  Modificación a la constitución estatal para declarar el carácter pluriétnico de la entidad

                
              

            
Asesinan a uno de los fundadores del MULT
          

          	
            
              
                	
                  (5 de septiembre) El gobierno mexicano aprueba el Convenio 169 de la OIT y lo publica en el Diario Oficial de la Federación el 27 de junio.

                
              

            
Ratificación en el Senado de la República del Convenio 169 de la OIT
          

          	
        


        
          	1991

          	

          	
            
              
                	
                  (Septiembre) Se forma el Consejo Guerrerense 500 Años de Resistencia Indígena, Negra y Popular

                
              

            

          

          	
            
              
                	
                  (Febrero) Convocatoria al Primer Encuentro de comunidades Indígenas de Michoacán en Cherán.

                
              

            
Se constituye el Frente independiente de Comunidades Indígenas de Michoacán y el Frente Independiente de Pueblos Indios, los cuales promoverán el Decreto de la Nación

            P urhépecha
          

          	

          	

          	“Se colapsa la Unión Soviética
        


        
          	1992

          	
            
              
                	
                  Marcha en San Cristóbal de las Casas, participan cerca de 10 mil indígenas y derriban la estatua de Diego de Mazariegos


                  (19 de diciembre) Declaración de autonomía de 38 municipios chiapanecos, de 111 que componen la entidad

                
              

            

          

          	
            
              
                	
                  (2 a 12 de octubre) Se lleva a cabo la ‘Marcha Por la Dignidad y la Resistencia de los Pueblos Indígenas desde Chilpancingo hasta el Zócalo de la Ciudad de México. Como parte de las contracelebraciones del “encuentro de dos mundos.

                
              

            
El gobierno federal suspende el proyecto de la construcción de la presa hidroeléctrica en la región indígena del Alto Balsas debido a las movilizaciones de los indígenas nahuas
          

          	

          	

          	
            
              
                	
                  Modificación al artículo 4° Constitucional, se declara el carácter pluriétnico de la nación

                  Fin oficial del reparto agrario

                
              

            

          

          	
        


        
          	1994

          	
            
              
                	
                  (Enero) Levantamiento armado del EZLN con la toma de 7 cabeceras municipales. Da a conocer la Primera Declaración de la Selva Lacandona


                  (Junio) aparece la Segunda Declaración de la Selva Lacandona y convocatoria a la Convención Nacional Democrática


                  (Octubre) Samuel Ruiz crea la Conai como instancia mediadora entre el EZLN y el gobierno

                
              

            

          

          	

          	Se funda la Organización Nación P urhépecha misma que surge del FICIM sus creadores son cercanos al magisterio indígena y a una de las corrientes internas del PRD, realizan el documento titulado: “Carta de principios de la nacionalidad p hurépecha de Michoacán, México. Iretap orhécheri-juchariUinapekua.

          	

          	
            
              
                	
                  Entrada en vigor del Tratado de Libre Comercio entre México, Estados Unidos y Canadá


                  Asesinato del candidato presidencial del PRI, Luis Donaldo Colosio


                  (Agosto) Ernesto Zedillo, candidato del PRI gana las elecciones presidenciales

                
              

            


            Asesinato de Ruiz Massieu, secretario general del PRI


            La economía mexicana entra en crisis, a la que se le llamó "los errores de diciembre"

          

          	
        


        
          	1995

          	
            
              
                	
                  (Enero) Tercera Declaración de la Selva Lacandona, convocatoria para la creación del Movimiento de Liberación Nacional


                  (Febrero)En medio de un proceso de negociación, el gobierno federal detiene a luchadores sociales vinculados al EZLN. El ejército entra al Aguascalientes de Guadalupe Tepeyac


                  (Marzo) Creación de la Cocopa y poco después, inicio del dialogo en San Andrés Sacamch´én

                
              

            
(Octubre) Detención de Fernando Yáñez.
          

          	
            
              
                	
                  (28 de junio) Diecisiete campesinos integrantes de la Organización Campesina de la Sierra del Sur son asesinados por la policía estatal en Aguas Blancas. Ante el escándalo y la presión social el gobernador de estado es obligado a renunciar.

                
              

            
(15 de octubre ) Surge en la región de la montaña la Policía Comunitaria, conformada por indígenas mee phaa (tlapanecos) y ñuusavi (mixtecos)
          

          	

          	

          	(Agosto) Consulta Nacional por la Paz y la Democracia, convocada por el EZLN

          	
        


        
          	1996

          	
            
              
                	
                  (1 de enero) Se inauguran los cinco Aguascalientes zapatistas, dando a conocer la Cuarta Declaración de la Selva Lacandona y la convocatoria para la creación del FZLN


                  (Julio) Primer Encuentro Intergaláctico por la Humanidad y Contra el neoliberalismo, convocado por el EZLN.


                  
                    
                      	
                        (Octubre) La comandante Ramona asiste al encuentro del CNI y rompe el cerco militar

                      
                    

                  
(Noviembre) El EZLN y el gobierno federal acuerdan la aprobación de la ley Cocopa. Más tarde el gobierno se negó a cumplirla y esto marcó el fin de las negociaciones.
                
              

            

          

          	
            
              
                	
                  El ejército federal comete con total impunidad violaciones a los derechos humanos de la población, entre otras, desaparece a líderes indígenas de Tlacoachistlahuaca.

                
              

            
En el primer aniversario de la masacre de Aguas Blancas, hace su aparición pública el Ejército Popular Revolucionario (EPR
          

          	

          	(28 de junio) Aparece a la luz pública el Ejército Popular Revolucionario en Oaxaca

          	
            
              
                	
                  (Enero) Foro Nacional Especial de Derechos y Cultura Indígenas convocado por el EZLN. Contó con la representación de 35 pueblos indígenas. Del foro, surge la creación del Congreso Nacional Indígena

                
              

            


            (16 de febrero)


            
              
                	
                  Firma de los Acuerdos de San Andrés entre el EZLN y el Gobierno Federal

                
              

            
(Octubre) Primer Congreso Nacional Indígena en la ciudad de México
          

          	
        


        
          	1997

          	Con el rompimiento del diálogo, el ejército despliega una estrategia militar que se va incrementando a lo largo del año, los desalojos, asesinatos, encarcelamientos y paramilitarismo se dan en distintos puntos del estado. Esto llegaría a su punto más crítico con el atentado a Samuel Ruiz (4 de noviembre) y la masacre de Acteal (22 de diciembre)

          	

          	

          	

          	
            
              
                	
                  (Julio) Cuauhtémoc Cárdenas con el PRD gana las elecciones como primer jefe de gobierno del Distrito Federal

                
              

            
(Septiembre) 1 111 zapatistas marchan a la ciudad de México. Asisten al Congreso fundacional del FZLN y a la II Asamblea del CNI, ambos en la misma ciudad
          

          	(Julio) Segundo Encuentro Intercontinental por la Humanidad y el Neoliberalismo, celebrado en España. Representa la primera ocasión en que bases zapatistas salen al extranjero
        


        
          	1998

          	
            
              
                	
                  (7 de junio) Desde el inicio de año, las hostilidades van creciendo, hasta el grado que la Conai se disuelve a falta de voluntad política gubernamental


                  (Julio) Quinta Declaración de la Selva Lacandona y convocatoria para la consulta nacional por el reconocimiento de los derechos indígenas y por el fin de la guerra de exterminio.

                
              

            
(Noviembre) I Encuentro de la Sociedad Civil con el EZLN
          

          	
            
              
                	
                  El ejército acribilla a once indígenas mixtecos en la comunidad del Charco en Ayutla

                
              

            
(7 de junio) Aparece el Ejército Revolucionario del Pueblo Insurgente (ERPI) una escisión del EPR con una ideología más cercana al EZLN
          

          	
            
              
                	
                  Escisión de la Organización Nación P urhépecha y nace la organización Nación P urhépecha Zapatista


                  Primer Encuentro Estatal de Autoridades Indígenas de Michoacán, cuenta con la participación del INI.

                
              

            

          

          	

          	

          	(16 octubre) Arresto domiciliario (duró 503 días ) en Londres del general Augusto Pinochet, a instancias del juez Baltasar Garzón, apoyado en el principio de Jurisdicción Universal
        


        
          	1999

          	
            
              
                	
                  (Mayo) II Encuentro de la Sociedad civil con el EZLN.

                  La militarización del Estado se recrudece, las cifras: 266 posiciones militares, 79 mil elementos, siete grupos paramilitares y diversas agrupaciones especializadas

                
              

            

          

          	
            
              
                	
                  Los campesinos ecologistas Rodolfo Montiel Flores y Teodoro Cabrera García de la Organización de Campesinos Ecologistas de la Sierra de Petatlán son detenidos, torturados y procesados por el Ejército Mexicano. Salomé Sánchez Ortiz, otro integrante de la organización es ejecutado el 2 de mayo.

                
              

            
(3 de mayo) Se presenta ante la Secretaria de Salud del estado la queja por la esterilización forzada de 14 indígenas de Ayutla mediante amenazas y engaños.
          

          	
            
              
                	
                  Segundo Encuentro Estatal de Autoridades Indígenas de Michoacán. Con la participación del INI

                
              

            

          

          	

          	
            
              
                	
                  (21 de marzo) 5 000 delegados zapatistas se dispersan en el país, para la realización de la consulta nacional por los derechos indígenas


                  Como respuesta a las políticas educativas privatizadoras, la UNAM entra en huelga convocada por el movimiento estudiantil.

                
              

            

          

          	
        


        
          	2000

          	
            
              
                	
                  (Diciembre) El EZLN establece tres condiciones mínimas al gobierno de Fox para la reanudación del dialogo

                
              

            

          

          	

          	

          	

          	
            
              
                	
                  (Febrero) La PFP viola la autonomía entrando al espacio universitario para romper la huelga


                
              

            
(Julio) Vicente Fox, candidato del PAN, gana las elecciones presidenciales después de más de 70 años del PRI
          

          	
        


        
          	2001

          	

          	
            
              
                	
                  (8 de enero) Indígenas amuzgos son desalojados violentamente del Palacio Municipal de Xochistlahuaca, ante la represión en la región deciden aglutinarse en un frente cívico para luchar por sus derechos étnicos.

                  (febrero) La ONGBrigadas Internacionales de Paz (PeaceBrigades International PBI) acompaña a defensores de derechos humanos amenazados en el estado de manera permanente.

                
              

            
Elementos del 41 Batallón de infantería cometen violaciones a los derechos humanos con la misma impunidad
          

          	(Marzo) Tercer Congreso del CNI en Nurio, en el marco de la Marcha del Color de la Tierra

          	

          	
            
              
                	
                  (Febrero- marzo)Marcha del color de la Tierra. La comandancia zapatista recorre trece estados de la República para hablar en el Congreso de la Unión


                  (25 de abril) Reforma constitucional en materia de derecho y cultura indígena, desconoce los principales puntos de la ley Cocopa y por lo tanto, de los Acuerdos de San Andrés

                  

                  (Octubre) Asesinato de Digna Ochoa, defensora de derechos humanos


                  El gobierno anuncia la expropiación de terrenos en Texcoco para la construcción de un aeropuerto

                
              

            

          

          	
            
              
                	
                  Declaración Universal Sobre la Diversidad Cultural de la ONU

                
              

            
Supuesto ataque terrorista a las torres gemelas en EUA. Este evento desemboca en la modificación de las legislaciones de varios países, que afectan directamente a los movimientos sociales, ya que son vinculados con organizaciones terroristas
          
        


        
          	2002

          	

          	
            
              
                	
                  (Noviembre)Indígenas amuzgos declaran el municipio autónomo de Suljaa y acuerdan regirse por sus usos y costumbres

                
              

            
(Septiembre) Encuentro Nacional de Pueblos Indios en Chilpancingo
          

          	
            
              
                	
                  Se crea por decreto oficial, el Consejo Consultivo de Autoridades Indígenas de Michoacán


                  (Abril)Entrega al gobernador Lázaro Cárdenas Batel la Propuesta de ley sobre Derechos de los Pueblos Originarios del Estado de Michoacán de Ocampo por parte de la ONP

                
              

            
Formación del Consejo de Autoridades P urhépechas de la Meseta
          

          	

          	(Agosto) El gobierno federal, tras la fuerte lucha de la comunidad de Atenco, decide cancelar la construcción del aeropuerto

          	(Noviembre) Inauguración de un Aguascalientes en Madrid, España. Esto genera las condiciones para que el EZLN establezca un diálogo epistolar con el ETA.
        


        
          	2003

          	
            
              
                	
                  (Enero) El EZLN realiza una manifestación en San Cristóbal de las Casas, el comandante Brus Li declara: "Debemos organizarnos como rebeldes y no esperar el permiso para ser autónomos, con ley o sin ley"

                
              

            
(8 de agosto) Se forman las Juntas de Buen Gobierno, y se construyen los caracoles sobre la base de los Aguascalientes
          

          	

          	(Mayo) Nace de forma tripartita (presupuesto gubernamental del estado, del municipio y de la comunidad) la Secundaria Técnica Indígena “Efrén Capíz Villegas

          	(11 de noviembre) El MULT obtuvo su registro como partido político bajo el nombre de Partido de Unidad Popular el cual ha sido presentado por sus dirigentes como el primer partido político indígena en el país

          	(6 de julio) Se realizan elecciones federales para diputados. Por primera vez, no se permitió la instalación de urnas en los municipios autónomos zapatistas, y en algunos casos, se llegó a quemar material electoral

          	
            
              
                	
                  EUA invade Irak

                
              

            
Convención de la UNESCO para la salvaguardia del patrimonio cultural y material
          
        


        
          	2004

          	

          	(20 de diciembre) Las autoridades tradicionales amuzgas inauguran la radio comunitaria Radio Ñomndaa (La palabra del agua) en el municipio autónomo de Suljaa

          	
            
              
                	
                  Reunión en Ocumicho de la Región Centro-Pacífico del Congreso Nacional Indígena


                  El gobierno federal y el estatal firman un acuerdo para atender los siete “focos rojos entre la población p hurépecha de Michoacán y se crea el Grupo de Atención Especial para los Asuntos de trascendencia en la Región P urhépecha.

                
              

            

          

          	

          	
            
              
                	
                  Se forma el Consejo Autónomo de Tlalnepantla, Morelos

                
              

            

          

          	
        


        
          	2005

          	(Junio) Sexta declaración de la Selva Lacandona

          	Zeferino Torreblanca Galindo resulta ganador en la contienda para la elección de gobernador por el PRD, inmediatamente incorpora en su gabinete de seguridad a exmilitares acusados de violaciones a DDHH en el pasado

          	
            
              
                	
                  Se forma el Consejo Consultivo Comunal en Nurio


                  Cuarto Aniversario del Tercer Congreso Nacional Indígena. Un grupo de comuneros de Nurio solicitó a las autoridades del estado que permita que el pueblo se convierta en “Municipio Autónomo bajo los términos establecidos por el EZ


                  (Marzo) La comunidad indígena de Zirahuen, se declara un “caracol zapatista

                
              

            

          

          	

          	

          	
        


        
          	2006

          	

          	
            
              
                	
                  (Agosto) El Relator Especial para los Derechos Humanos de los pueblos indígenas de la ONU, Rodolfo Stavenhagen, visita el estado.

                  (Septiembre) Se suspende la construcción de la presa La Parota por orden del juzgado tercero de distrito, con sede en Acapulco

                
              

            
(1 de octubre) Se consolida el proyecto de la Asamblea Popular de los Pueblos de Guerrero (APPG), siendo Bertoldo Martínez Cruz uno de sus dirigentes
          

          	

          	
            
              
                	
                  (Abril) Dirigentes y comunidades triquis manifestaron su inconformidad con la línea asumida por el PUP, al que denunciaron por sus prácticas caciquiles y sus métodos de negociación en la cúpula, a la vez que anunciaron la formación del MULT-Independiente. Lo cual generaría mayor antagonismo entre las organizaciones triquis


                  (Mayo) Comienza un plantón indefinido organizado por el magisterio en el centro de Oaxaca


                  (Junio) Conformación de la Asamblea Popular de los Pueblos de Oaxaca

                
              

            
(Octubre) Se registran los hechos más violentos en la capital con la llegada de la PFP
          

          	
            
              
                	
                  (Mayo) La policía municipal, estatal y federal realiza un operativo de desalojo en Atenco. El operativo termina con decenas de detenidos, torturados y abusos sexuales contra mujeres y hombres


                  (Julio) En un proceso cuestionado gana de nuevo el PAN la presidencia del país


                  (Septiembre) Comenzó la marcha-caminata por la dignidad de los pueblos de Oaxaca hacia la Ciudad de México

                
              

            
(Octubre) La marcha de Oaxaca entra a la ciudad de México e instala un plantón frente al Senado
          

          	Evo Morales gana la presidencia de Bolivia con un 54% a favor. Hecho inédito.
        


        
          	2007

          	
            
              
                	
                  (Julio) II Encuentro de los pueblos zapatistas con los pueblos del mundo.

                
              

            

          

          	
            
              
                	
                  (Agosto) Fundación de la Universidad Intercultural de los Pueblos Indígenas del Sur (UNISUR)


                  Son detenidos a manos de distintos organismos estatales (ejército, policía estatal) diferentes líderes sociales a quienes se acusa de pertenecer al ERPI, entre ellos el dirigente del Consejo Regional Para el Desarrollo del Pueblo Me phaá, así como el coordinador de la radio comunitaria Ñomndaa

                
              

            

          

          	El proyecto radiofónico p'urhépecha Radio Kuskua Internacional -que se trasmite por internet- cumple un año de estar "al aire digital" en cinco continentes

          	
            
              
                	
                  (Enero) Declaración del Municipio Autónomo de San Juan Copala

                
              

            

          

          	(Octubre) I Encuentro de los pueblos indios de América, convocado por el EZLN y realizado en Vicam, Sonora

          	
            
              
                	
                  La Asamblea General de la ONU aprueba la Declaración universal de los derechos de los pueblos indígenas


                  La UNAM es declarada, por la UNESCO, patrimonio cultural de la Humanidad

                
              

            

          
        


        
          	2008

          	(enero) Encuentro de mujeres zapatistas con las mujeres del mundo, en la Garrucha

          	
            
              
                	
                  (9 de febrero) Siguen los secuestros y asesinatos de militantes de la Organización del Pueblo Indígena Me pháa, en Ayutla.


                  Creación del Frente Estatal contra la Represión y la Impunidad en el estado.


                  (24 de marzo) Decenas de indígenas de la región de La Montaña anuncian su incorporación al Ejército Revolucionario del pueblo Insurgente (ERPI).

                
              

            

          

          	
            
              
                	
                  Frentes de lucha contra la tala clandestina, aunque dispersa, por el incremento de la devastación en el cerro Pacuacaracua


                  Nahuas del territorio de Ostula recuperan 1 300 hectáreas.


                  En primeros intentos de lucha por evitar la tala, perdió la vida Placido Fabián Ambrosio, esposo de Margarita Ambrosio Magaña, representante de uno de los cuatro barrios que conforman a Cherán

                
              

            

          

          	
            
              
                	
                  (Enero) Primer aniversario del municipio autónomo de San Juan Copala, por el clima de violencia se suspende la celebración


                  Creación de la radio La voz que rompe el silencio, en el espacio del municipio autónomo de San Juan Copala


                  (Abril) Asesinato de dos locutoras de la radio La voz que rompe el silencio.

                
              

            

          

          	

          	
        


        
          	2009

          	
            
              
                	
                  (Enero) Realización del Festival de la Digna Rabia para por los 15 años del levantamiento zapatista. En Oventiky en la Universidad de la Tierra, en San Cristóbal de las Casas se conmemoró el aniversario con una serie de mesas y actividades que se centraron en la temática “Otro mundo, otra política, moderadas por el EZLN.

                  

                  (26 de Enero) Muere el obispo Samuel Ruiz


                  (7 y 8 de marzo) Se realizó en el Caracol de Oventic un Encuentro de las mujeres Zapatistas en el marco del día Internacional de la mujer, dedicado a la señora Doña Concepción García de Corral, “Mamá Corral

                
              

            

          

          	
            
              
                	
                  Uno de los fundadores de Radio Ñomndaa, David Valtierra, estuvo preso de noviembre de 2009 hasta marzo de 2010 acusado de privación ilegal de libertad a Ariosto Rocha, hermano de Aceadeth Rocha Ramírez, diputada local priísta y ex alcaldesa del municipio de Xochistlahuaca

                
              

            

          

          	
            
              
                	
                  Nahuasde la costa deMichoacáncrean laGuardia Comunalpara enfrentar paramilitaresqueasediansus montes, al construir su autonomía y recuperar sus tierras, cuentan 12 asesinatos y cuatro desapariciones forzadas, entre ellas la del presidente de Bienes Comunales

                
              

            

          

          	
            
              
                	
                  (28 febrero) Realización del primer encuentro Cultural Triqui en la Escuela Primaria Bilingüe “Cuauhtémocde la Comunidad de San Andrés Chicahuaxtla


                  (28 de noviembre) En San Juan Copala se vivió una agresión por parte de grupos estatales con un cerco en dos frentes: político y estatal, con una campaña de desinformación, mencionando que el municipio autónomo se había desmantelado. Evento que causó la muerte de un niño y dos heridos.


                  Miembros del MULT y Ubisort advirtieron que no permitirían la caravana de mujeres y niños que denunciaría ante el comisionado de la ONU las violaciones a los derechos humanos en San Juan Copala, con la amenaza (cumplida) de que si se atrevían a salir sería emboscada

                
              

            

          

          	

          	
            
              
                	
                  (20 enero) Asumió la presidencia de Estados Unidos el primer presidente negro de su historia, el demócrata Barak Obama


                  (28 junio) Golpe de Estado contra Manuel Zelaya en Honduras

                
              

            

          
        


        
          	2010

          	

          	
            
              
                	
                  Surge la Unión de Pueblos y Organizaciones del Estado de Guerrero (UPOEG) para enfrentarse a las altas tarifas de la Comisión Federal de Electricidad en la montaña de Guerrero. Su líder es Bruno Plácido Valerio, ex coordinador de la CRAC-PC


                  (Abril) El estado de Guerrero promulga el Decreto de Ley 701 que textualmente reconoce en su artículo 37 “la existencia del sistema de justicia indígena y de la CRAC para todos los efectos a que haya lugar.

                
              

            

          

          	
            
              
                	
                  La pirekua, canto tradicional de los p urhépechas, inscrito en el Inventario del Patrimonio Cultural Inmaterial de México administrado por el Consejo Nacional para la Cultura y las Artes

                
              

            

          

          	
            
              
                	
                  (27 de abril) Caravana de observación internacional que se dirigía a San Juan Copala con víveres fue emboscada por Ubisort. Murieron la mexicana Beatriz Alberta Cariño Trujillo y el finlandés JyriJaakkola.


                  (3 de mayo) Varios triquis mantienen un plantón en demanda de justicia tras el ataque a los observadores internacionales.


                  (17 de junio) Triquis de San Juan Copala solicitaron a la comisión interamericana de derechos Humanos (CIDH) recibir a una comisión en sus oficinas de Washington, para explicar la situación de violencia en su comunidad


                  (5 de agosto) Paramilitares asesinaron a tres pobladores del municipio autónomo de San Juan Copala en el tramo Juxtlahuaca-Putla de Guerrero de la carretera federal 182, en la desviación a San Pedro Chayuco


                  
                    
                      	
                        Agentes policiales impiden que los triquis caminen hacia San Juan Copala


                        Familias desplazadas se instalan nuevamente en plantón del corredor frontal de palacio del gobierno estatal


                        (26 diciembre) Policías estatales y municipales de Oaxaca desalojaron con violencia el campamento de los triquis desplazados de San Juan y San Miguel Copala

                      
                    

                  
Lorena Merino, vocera de los triquis desplazados denunció que miembros del Movimiento DE Unificación y Lucha Triqui, encabezado por Rufino Merino Zaragoza, intimida a las personas que se manifiestan frente a Palacio de Gobierno
                
              

            

          

          	

          	
            
              
                	
                  Evo Morales se reelige por primera vez

                
              

            

          
        


        
          	2011

          	
            
              
                	
                  Intercambio epistolar sobre ética y política entre el Subcomandante Insurgente Marcos y Luis Villoro, compuesto por cuatro partes del texto “Apuntes sobre las guerras.


                  El EZLN manifiesta su apoyo al Movimiento por la Paz con Justicia y Dignidad, que encabeza Javier Sicilia

                
              

            

          

          	

          	

          	

          	(Abril) Después del asesinato de su hijo, el poeta Javier Sicilia crea el Movimiento por la Paz con Justicia y Dignidad, con el objetivo de condenar la violencia de los criminales y de los cuerpos de seguridad

          	
        


        
          	2012

          	
            
              
                	
                  (Enero) El EZLN y el CNI realizan el Primer Festival Mundial de las Resistencias y Rebeldías Contra el Capitalismo, con sedes en DF, Estado de México, Campeche y Chiapas


                  (21 de diciembre) Bases de apoyo zapatistas realizan marchas silenciosas en cinco comunidades de Chiapas para refrendar la vigencia de su movimiento

                
              

            

          

          	
            
              
                	
                  (Enero) La UPOEG encabeza un movimiento de autodefensa contra los grupos de delincuencia organizada que operan en la Costa Chica de Guerrero

                
              

            

          

          	
            
              
                	
                  Primer bloqueo carretero por comuneros de Cherán por la defensa de sus bosques que derivó en la muerte de dos comuneros asesinados por talamontes, así como la instalación permanente de barricadas en ausencia de fuerzas de seguridad en la zona.


                  El Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación aprobó el pasado 2 noviembre que Cherán eligiera a sus representantes municipales sin la intervención de los partidos políticos.

                
              

            


            Fueron “levantados Armando Gerónimo Rafael, esposo de Rosa María


            
              
                	
                  Hernández Guerrero, y Rafael García Ávila, esposo de María Juárez González, por intentar detener la explotación del bosque


                  El municipio de Cherán “continuará en el camino del rechazo al sistema de partidos políticos, por lo que es un hecho que no se permitirá la instalación de casillas para la elección del primero de julio


                  
                    
                      	
                        (22 de enero) Se eligió en Asamblea a los integrantes del Concejo Mayor, quienes recientemente exigieron al gobierno federal proteger la región ante la posible llegada de integrantes del crimen organizado que intentarán refugiarse ante la estrategia implementada en Tierra Caliente


                        El municipio de Cherán “continua en el camino del rechazo al sistema de partidos políticos, no se permitirá la instalación de casillas para la elección del primero de julio, en la que se habrán de elegir Presidente de la República, diputados federales y senadores, señaló Orlando Aragón Andrade, representante legal de la comunidad indígena.

                      
                    

                  


                  Michoacán enfrenta una ola de violencia que ha desembocado en la intervención del Ejército en municipios como Lázaro Cárdenas y Vista Hermosa y la reciente proliferación de grupos de autodefensa.


                  
                    
                      	
                        ElConcejo Mayor de Cherándeterminó la expulsión de los elementos de la Policía Ministerial que operaban en el municipio, al sospechar que se encontraban involucrados en diversos actos ilícitos

                      
                    

                  
(3 de junio) Muere en un accidente, en su casa, Juan Chávez, referente obligado de la lucha por la tierra en la región. Una muerte que duele a muchos
                
              

            

          

          	
            
              
                	
                  Mujeres triquis desplazadas exigieron a la Defensoría de Derechos Humanos del Pueblo de Oaxaca, demandar al gobierno estatal que realice las acciones necesarias para que puedan regresar a su comunidad, San Juan Copala

                
              

            

          

          	
            
              
                	
                  (Julio) En elecciones cuestionadas, el PRI recupera la presidencia de la república.

                
              

            

          

          	
            
              
                	
                  (22 junio) "Golpe de Estado parlamentario" contra Fernando Lugo en Paraguay


                  (6 noviembre) Obama fue reelegido para ejercer el cargo por un periodo de cuatro años más

                
              

            

          
        


        
          	2013

          	
            
              
                	
                  (Agosto) Abrió sus puertas la primera Escuela Zapatista: “La libertad según los zapatistas en los territorios de cada una de las cinco Juntas de Buen Gobierno con mil 700 alumnos nacionales y extranjeros


                  Nueva convocatoria a la escuela zapatista con gran asistencia

                
              

            

          

          	

          	
            
              
                	
                  (24 febrero) Hipólito Mora originario de la Ruana, municipio de Buenavista Tomatlán fue el primero en levantarse en armas contra los templarios, tres horas antes que sus vecinos de Tepaltepec.

                  (Diciembre) El comisariado ejidal de San Juan Nuevo Parangaricutiro, Ambrosio Ruiz Soto, declaró ante medios locales que integrarán una policía comunitaria para evitar que se siga extendiendo la delincuencia, aseguró, cuentan con el apoyo de la Policía Federal.

                
              

            

          

          	

          	

          	
            
              
                	
                  (Marzo) Muere Hugo Chávez Frías, presidente de Venezuela quien discursivamente puso en jaque al imperialismo norteamericano


                  (Marzo) Comienza el juicio por genocidio contra el ex presidente de facto en Guatemala Efraín Ríos Mont (10 mayo) condenado a 80 años (20 mayo) la Corte Constitucionalista ordena repetir el juicio, la anterior sentencia queda sin efecto

                
              

            

          
        


        
          	2014

          	
            
              
                	
                  (Mayo) Asesinato de “Galeano base de apoyo zapatista y maestro de “La Escuelita en el territorio de La Realidad efectuado por miembros de la CIOAC-H.

                
              

            

          

          	
            
              
                	
                  (Mayo) El gobernador perredista del estado de Guerrero, Ángel Aguirre, crea la Policía Rural Estatal con el fin de desmovilizar a los grupos de seguridad de la región. La CRAC-PC y la UPOEG se opusieron a esta medida


                  (Agosto) Detienen a la dirigente de autodefensas de Olinalá, Nestora Salgado, con fabricación de delitos


                  (26 de septiembre) Estudiantes de la Normal Rural de Ayotzinapa fueron atacados por un comando del crimen organizado en complicidad con la policía municipal, dando como resultado la muerte de 3 normalistas y la desaparición (hasta la fecha) de 43 estudiantes


                  Renuncia el gobernador por la presión ante la desaparición de los normalistas

                
              

            

          

          	
            
              
                	
                  (Febrero) El municipio autónomo Cherán de Michoacán, fue sede de la “Jornada Nacional por la Memoria, la Justicia y la Verdad, en la que madres y esposas de víctimas de desaparición o asesinato, activistas, defensores de los derechos humanos e integrantes de la Asociación Nacional de Abogados Democráticos compartieron experiencias e historias de vida a fin de iniciar la construcción de un frente nacional para exigir justicia


                  (Marzo) Consignan al líder de las autodefensas en Michoacán Hipólito Mora quien enfrenta al cártel de los caballeros templarios


                  (Junio) Detienen al líder de las autodefensas José Manuel Mireles con fabricación de delitos, quien enfrenta al cártel de los caballeros templarios

                
              

            

          

          	

          	
            
              
                	
                  Cada mes, a partir de octubre, el día 26 nueva manifestación exigiendo la aparición con vida de los normalistas

                
              

            
Versión oficial sobre la desaparición de los normalistas que resulta inverosímil
          

          	
            
              
                	
                  Evo Morales se reelige por segunda vez


                  (Septiembre) La ONU organiza la Primera Conferencia Mundial sobre los Pueblos Indígenas

                
              

            

          
        


        
          	2015

          	
            
              
                	
                  (2 de mayo) En Oventic se lleva a cabo un homenaje a Galeano, maestro asesinado de la escuela zapatista y al filósofo Luis Villoro recientemente fallecido

                
              

            
(Mayo) Los zapatistas organizan el seminario "El pensamiento crítico frente a la hidra capitalista"
          

          	Continúa presa la autodefensa Nestora Salgado, es trasladada a un penal en la ciudad de México después de iniciar una huelga de hambre

          	
            
              
                	
                  (Marzo) Liberan a Hipólito Mora "por actuar el legítima defensa"

                
              

            
(Junio) Cumple un año en prisión José Manuel Mireles
          

          	
            
              
                	
                  Detienen al agente municipal de San Juan Copala, Elías Cruz Merino, como presunto participante en la emboscada y asesinato de los defensores de derechos humanos Beatriz Alberta Cariño Trujillo y del finlandés Jyri Jaakkola

                
              

            

          

          	Continúan, mes con mes, las manifestaciones por la aparición con vida de los normalistas desaparecidos

          (Junio) Elecciones intermedias con alto abstencionismo y triunfo del PRI. Marcadas por la violenciaante el asesinato de varios candidatos

          	Reanudan relaciones diplomáticas Cuba y Estados Unidos. Sigue el bloqueo

          (Junio) El juez Baltasar Garzón declara, en México, que es una vergüenza para la humanidad que no exista justicia por el ataque contra los normalistas de Ayotzinapa
        

      
    

  


  



  Se puede consultar la misma cronología dándole clic a la imagen. Es necesario contar con servicio de internet.


  



  
    [image: foto1]
  


  
    De los autores


    Pablo Mamani


    Sociólogo aymara y alteño. Tiene maestría por la facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (FLACSO-Ecuador). Ex director de la carrera de Sociología de la Universidad Pública de El Alto, de la cual, es docente el día de hoy. Ha publicado varios libros, entre los que se encuentran Los microgobiernos barriales. Levantamiento de la ciudad de El Alto, octubre 2003 y El rugir de las multitudes.


    Flavio Barbosa de la Puente


    Nació en Cuautla, Morelos y es licenciado en Estudios Latinoamericanos de la UNAM. Becario del proyecto PAPIIT. “México 2006-2007 Aspectos Coyunturales y Estructurales de las fuerzas sociales emergentes” en el Centro de Investigaciones sobre América Latina y el Caribe. Ha colaborado en diversas revistas en provincia, así como en la ciudad de México.


    J. Jesús María Serna Moreno


    Investigador de tiempo completo del CIALC en la categoría de Asociado “C”. Doctor en Estudios Latinoamericanos de la UNAM. Maestro en Teorías críticas del Derecho y la Democracia en América Latina. Democracia e Integración Regional por la Universidad Internacional de Andalucía, Sede Iberoamericana de Santa María La Rábida, España y Maestría en Antropología Social. Autor de: Cuba, un Pueblo Nuevo. Herencias etnoculturales indígenas en la región oriental, México, CCyDEL-UNAM, 2007; México un Pueblo Testimonio. Los indios y la nación en nuestra América; República Dominicana. Identidad nacional y herencias etnoculturales indígenas (en prensa); y coordinador de Nuestra América de José Martí. Más artículos en revistas, capítulos de libros, reseñas y otros.


    Yacotzin Bravo Espinosa


    Doctoranda en Ciencias Antropológicas en la Universidad Autónoma Metropolitana. Profesora en la Facultad de Derecho, UNAM. Ha trabajado en proyectos de investigación sobre movimientos sociales y derechos humanos en el Instituto de Investigaciones Jurídicas y en el Centro de Investigaciones Interdisciplinarias en Ciencias y Humanidades de la UNAM, así como en Centro de Investigación de Estudios Superiores y Antropología Social y en la Universidad Autónoma de Baja California. Ha sido asesora jurídica de movimientos indígenas en México. Tiene artículos publicados a nivel nacional e internacional sobre derechos de los pueblos indígenas, globalización y derechos humanos.


    Silvia Soriano Hernández


    Doctora en Estudios Latinoamericanos por la UNAM. Profesora del Posgrado y la licenciatura en Estudios Latinoamericanos de la misma universidad. Ha publicado diversos artículos y es autora de los libros Lucha y resistencia indígena en el México colonial (1994), Mujeres y guerra en Guatemala y Chiapas (2006) y coordinadora de Espacios en movimiento. Luchas desde la exclusión en América Latina (2014). Pertenece al Sistema Nacional de Investigadores. Actualmente es investigadora del CIALC, sus líneas de investigación son movimientos sociales, movimientos indígenas, identidad y género.


    José Enrique Victoria Saavedra


    Nació en Iguala, Guerrero. Es licenciado en Historia por la Universidad Autónoma de Guerrero, es maestrante en Estudios Latinoamericanos por la Universidad Nacional Autónoma de México. Es miembro del Colectivo Contra la Tortura y la Impunidad. Los ejes temáticos de su investigación son los Derechos Humanos y el movimiento indígena.


    Antonio Mejía Andrade


    Licenciado en estudios latinoamericanos por la UNAM. Maestrante en sociología rural por la Universidad Autónoma Chapingo. Sus líneas de investigación giran en torno a la etnicidad y acciones colectivas. Su trabajo de campo se ha enfocado en la región purépecha del estado de Michoacán.

  


  Aviso Legal


  Los indígenas y su caminar por la autonomía


  



  Silvia Soriano Hernández (Coordinadora y autora)


  Pablo Mamani Ramírez (Autor)


  Flavio Barbosa de la Puente (Autor)


  J. Jesús María Serna Moreno (Autor)


  Yacotzin Bravo Espinosa (Autora)


  José Enrique Victoria Saavedra (Autor)


  Antonio Mejía Andrade (Autor)


  



  Esta edición en formato electrónico de un ejemplar (2.6 mb) de la Universidad Nacional Autónoma de México y del Centro de Investigaciones sobre América Latina y el Caribe CIALC, es producto del proyecto de edición electrónica: Los indígenas y su caminar por la autonomía RL300314 y se financio con recursos del Programa Editorial de la Dirección General de Asuntos del Personal Académico (DGAPA). La edición en ePub fue realizada por el D.I. Oscar Isaías Del Río Martínez.


  



  Primera edición electrónica en formato ePub: 11 de enero del 2016


  ISBN: 978-607-02-7344-5


  



  Prohibida su reproducción parcial o total por cualquier medio sin autorización escrita de su legítimo titular de derechos


  Esta edición y sus características son propiedad de Ia Universidad Nacional Autónoma de Mexico


  Hecho en México

OEBPS/Images/ind_01.png
Consejo autinomo

Autoridades tradicionales

Comisidn de vigilancia

auténomo y su suplente:

Primer alcalde y su suplenic

2 Tntegrantes

Sindico propictario y
suplente

‘Gobernador y su suplente

7 Regidores:
3 Propictarios, con sus
respectivos suplentes, y
los tltimos 4 sin
suplentes

2 Jucces autGnomos: el
propictario y suplente

3 Secretarios

Tesorero municipal






OEBPS/Images/image010_2.gif





OEBPS/Images/linea.png
Linea de tiempo

1915 201 5'





OEBPS/Images/eon_UNAM.png





OEBPS/Images/image011.jpg
z—

México

Cd. de Mexico






OEBPS/Images/img_013.png
AW,

Tangamandapio "
B |
Charapan .
:
] 8 a
2 R {

Chilchota
paracho
Cheran
Nahuatzen
10 Tingambato
11 Erongaricuaro
12 Coeneo

13 Quiroga

14 Tzintzuntzan
15 Patzcuaro

7

PPN

Region p'urhépecha





OEBPS/Images/image009.jpg
[ Cir e
kS A OF BN SODERD ENGHAPHS

s 4 ROBERTO BARRIOS
5 OVEME: M s

@





OEBPS/Images/cialc.png
CIALC

(entro de lavestigociones sobre
América Latina y el Coribe





OEBPS/Images/img_13.png





OEBPS/Images/image008.jpg
MEXICO






OEBPS/Images/indigenas_2.png
dgapa





OEBPS/Images/UNAM.png





OEBPS/Images/dgapa_1.png
dgapa





OEBPS/Images/ind_02.png
COMUNIDADES INDIGENAS (20)
ASAMBLEA COMUNAL

ASAMBLEA GENERAL MUNICIPAL

PouCiA Comires 0

COMISIGN CONSEJO AUTONOMO c COMSIONS
OF - AUTORIDADES CIVILES MUNICPAL (sALUD,

VIGIANCIA - AUTORIDADES TRADICIONALES ) EDUCACION,

MUJERES, ETC)

REPRESENTANTES
ANTE LA JUNTA DE

BUEN GOBIERNO (2)






